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Montevideo, 11 de junio de 2002. 


LA CÁMARA DE REPRESENTANTES se reunirá, en sesión 


ordinaria, mañana miércoles 12, a la hora 16, con el fin de tomar cono- 


cimiento de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


- ORDEN DEL DÍA - 


Comisión Permanente del Poder Legislativo. (Elección de miembros para el Tercer Período 
de la XLV Legislatura). (Artículo 127 de la Constitución). 


Convenio sobre Cooperación en el Campo Sanitario - Veterinario con el Gobierno de Ruma- 
nia. (Aprobación). (Carp. 972/001). (Informado). (VOTACION). Rep. 493 y Anexo | 


Protocolo Adicional a la Convención Interamericana sobre Recepción de Pruebas en el Ex- 
tranjero. (Aprobación). (Carp. 507/000). (Informado). Rep. 285 y Anexos | y Il 


Reconocimiento de servicios prestados por trabajadores de la actividad privada que fueron 
detenidos o compelidos a abandonar el país y para dirigentes sindicales que hubieren per- 
manecido en la clandestinidad, entre el 9 de febrero de 1973 y el 28 de febrero de 1985. 
(Prórroga de los plazos establecidos por los artículos 14 y 16 de la Ley N* 17.449). 
(Carp. 2165/002). (Informado). Rep. 967 y Anexo | 


Escritos del sacerdote Luis Pérez Aguirre relacionados con la condición de la mujer. (Se en- 
comienda a la Comisión Especial de Género y Equidad su recopilación y publicación). 
(Carp. 1137/001). (Informado). Rep. 548 y Anexo | 


Recurso de apelación establecido en el artículo 303 de la Constitución de la República. (Re- 
glamentación). (Carp. 1235/001). (Informado). Rep. 604 y Anexo |l 


Recursos pesqueros. (Se solicita al Poder Ejecutivo que inicie los estudios para evaluar los 
existentes en la zona de pesca exclusiva y en la zona de pesca común con la República Ar- 


gentina). (Carp. 2017/002). (Informado). Rep. 902 y Anexo | 
Incapacidad y curatela. (Modificación de los artículos 432 y 1279 del Código Civil). 
(Carp. 2061/002). (Informado). Rep. 919 y Anexo | 
Síndrome de inmuno deficiencia adquirida. (Instrumentación de una campaña de preven- 
ción). (Carp. 696/000). (Informado). Rep. 383 y Anexo | 
Acuerdo de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales con la República del Ecuador. 
(Aprobación). (Carp. 610/000). (Informado). Rep. 335 y Anexo |l 
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1.- Asistencias y ausencias. 


Asisten los señores Representantes: Washington 
Abdala, Guzmán Acosta y Lara, Ernesto Agazzi, Gui- 
llermo Álvarez, Gustavo Amen Vaghetti, José Amorín 
Batlle, Fernando Araújo, Raúl Argenzio, Beatriz Argi- 
món, Roberto Arrarte Fernández, Roque E. Arregui, 
Carlos Baráibar, Raquel Barreiro, Artigas A. Barrios, 
José Bayardi, Edgar Bellomo, Juan José Bentancor, 
Nahum Bergstein, Ricardo Berois Quinteros, Daniel 
Bianchi, José L. Blasina, Gustavo Borsari Brenna, 
Nelson Bosch, Brum Canet, Julio Cardozo Ferreira, 
Nora Castro, Ricardo Castromán Rodríguez, Roberto 
Conde, Jorge Chápper, Silvana Charlone, Eduardo 
Chiesa Bordahandy, Guillermo Chifflet, Sebastián Da 
Silva, Ruben H. Díaz, Daniel Díaz Maynard, Juan 
Domínguez, Silver Estévez, Alejandro Falco, Ricardo 
Falero, José Fernández, Alejo Fernández Chaves, 
Ramón Fonticiella, Schubert Gambetta, Luis José Ga- 
llo Imperiale, Daniel García Pintos, Orlando Gil Sola- 
res, Carlos González Álvarez, Gustavo Guarino, Artu- 
ro Heber Fúllgraff, Doreen Javier Ibarra, Luis Alberto 
Lacalle Pou, Félix Laviña, Ramón Legnani, Óscar 
Magurno, José Carlos Mahía, Juan Máspoli Bianchi, 
Artigas Melgarejo, José Homero Mello, Felipe Miche- 
lini, José M. Mieres, Pablo Mieres, Ricardo Molinelli, 
Basilio Morales, Eloísa Moreira, Ruben Obispo, Jorge 
Orrico, Francisco Ortiz, Gabriel Pais, Ronald Pais, 
Gustavo Penadés, Margarita Percovich, Alberto Per- 
domo, Darío Pérez, Carlos Pita, Martín Ponce de Le- 
ón, Iván Posada, Domingo Ramos, María Alejandra 
Rivero Saralegui, Ambrosio Rodríguez, Glenda Ron- 
dán, Hugo Rosete, Víctor Rossi, Adolfo Pedro Sande, 
Julio Luis Sanguinetti, Diana Saravia Olmos, Alberto 
Scavarelli, Leonel Heber Sellanes, Raúl Sendic, Pe- 
dro Señorale, Julio C. Silveira, Lucía Topolansky, 
Daisy Tourné, Wilmer Trivel, Stella Tucuna y Walter 
Vener Carboni. 


Con licencia: Juan J. Amaro Cedrés, Jorge Barre- 
ra, Julio Lara, Guido Machado, Martha Montaner, En- 
rique Pérez Morad, Enrique Pintado y Gustavo Silvei- 
ra. 


Faltan con aviso: Ruben Carminatti, Tabaré 
Hackenbruch Legnani y Yeanneth Puñales Brun. 


Suplente convocado: María Terrón de Esteves. 
2.- Asuntos entrados. 


"Pliego N* 147 
COMUNICACIONES DE LOS MINISTERIOS 


El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con- 
testa los siguientes asuntos: 


e pedido de informes del señor Representante Do- 
reen Javier Ibarra, sobre las partidas que destina 
el Instituto Nacional de Alimentación al merende- 
ro “San Miguel”, en la ciudad capital del depar- 
tamento de Florida. C/11623/001 


e exposición escrita del señor Representante 
Walter Vener Carboni, relacionada con la crea- 
ción del Programa de Contingencia Alimentaria. 

C/27/000 


e exposición realizada por el señor Representante 
Jorge Barrera, en sesión de 2 de abril de 2002, 
por la que reconoce la labor desarrollada por el 
Instituto Nacional de Alimentación en apoyo a 
los evacuados a raíz de las inundaciones. S/C 


El Ministerio de Salud Pública contesta el pedido 
de informes del señor Representante Ricardo Cas- 
tromán Rodríguez, acerca de las medidas preventivas 
adoptadas por la referida Cartera ante la proliferación 
del mosquito trasmisor del dengue. C/1998/002 


- A sus antecedentes 


El Ministerio de Relaciones Exteriores remite 
nota referente a la situación de una ciudadana uru- 
guaya y su menor hija, con relación a un proceso de 
tenencia iniciado en Canadá. C/326/000 


- A la Comisión de Derechos Humanos 
PEDIDOS DE INFORMES 


El señor Representante Martín Ponce de León 
solicita se curse un pedido de informes al Ministerio 
de Economía y Finanzas, sobre la transferencia de 
recursos presupuestales dispuestos en diversas nor- 
mas, desde el Gobierno Central a los distintos gobier- 
nos departamentales. C/2230/002 


El señor Representante José Homero Mello soli- 
cita se curse un pedido de informes al Ministerio de 
Educación y Cultura, y por su intermedio a la Comi- 
sión Honoraria Administradora del Fondo de Solidari- 
dad, relacionado con el otorgamiento de becas y las 
obras destinadas a alojamiento de estudiantes. 

C/2231/002 


El señor Representante Ricardo Castromán Ro- 
dríguez solicita se cursen los siguientes pedidos de 
informes: 


e alos Ministerios de Salud Pública y de Economía 
y Finanzas, acerca de las prestaciones de salud 
y la contratación de funcionarios por parte del 
primer Ministerio nombrado. C/2232/002 


- Se cursaron con fecha 11 de junio 
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e al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
referente a los pagos realizados por concepto de 
subsidios forestales entre el 1? de junio de 2001 y 
el 31 de mayo de 2002. C/2233/002 


e al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, sobre el desempeño de una 
empresa contratada para realizar varios proyectos 
de construcción de viviendas a través del sistema 
SIAV. C/2234/002 


- Se cursan con fecha de hoy". 
3.- Exposiciones escritas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Está abierto el 
acto. 


(Es la hora 16 y 25) 
———Dese cuenta de las exposiciones escritas. 
(Se lee:) 


"El señor Representante Guzmán Acosta y Lara 
solicita se curse una exposición escrita a los Ministe- 
rios de Educación y Cultura, y por su intermedio al 
Consejo Directivo Central de la Administración Nacio- 
nal de Educación Pública, al Consejo de Educación 
Primaria, y por su intermedio a la Inspección Depar- 
tamental de Escuelas de Durazno y a la Dirección del 
Jardín Asistencial N* 88 del citado departamento; y de 
Transporte y Obras Públicas, y por su intermedio a la 
Administración de Ferrocarriles del Estado; a la Junta 
Departamental y a la Intendencia Municipal de Duraz- 
no, y por su intermedio a la Junta Local de La Palo- 
ma, sobre la necesidad de ampliar las instalaciones 
del referido centro de estudios. C/27/000 


El señor Representante Pedro Señorale Leg- 
nazzi solicita se curse una exposición escrita al Mi- 
nisterio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, y por su intermedio a la Administración Na- 
cional de las Obras Sanitarias del Estado, relacionada 
con la estructura tarifaria del referido Ente. 

C/27/000 


La señora Representante María Alejandra Rivero 
Saralegui solicita se cursen las siguientes exposicio- 
nes escritas: 


e al Ministerio de Industria, Energía y Minería, con 
destino a la Administración Nacional de Usinas y 
Trasmisiones Eléctricas, acerca de cortes de 
energía eléctrica en la localidad de Tupambaé, 
departamento de Cerro Largo. C/27/000 


e al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, refe- 
rente al deterioro de la Ruta Nacional N? 7, en el 


tramo ubicado entre las localidades de Fray 
Marcos y Bañado de Medina. C/27/000 


El señor Representante Felipe Michelini solicita 
se curse una exposición escrita al Ministerio de Edu- 
cación y Cultura, a la Intendencia Municipal de Mon- 
tevideo, y a la Universidad de la República, con desti- 
no al Instituto Escuela Nacional de Bellas Artes, sobre 
el fallecimiento del pintor uruguayo Naúl Ojeda. 

C/27/000 


La señora Representante Diana Saravia Olmos 
solicita se curse una exposición escrita al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, con destino al Banco 
de Previsión Social, relacionada con la adjudicación 
de viviendas para jubilados y pensionistas en el de- 
partamento de Treinta y Tres. C/27/000". 


——Se votarán oportunamente. 


4.- Inasistencias anteriores. 


Dese cuenta de las inasistencias anteriores. 
(Se lee: ) 


"Inasistencias de Representantes a la sesión ordi- 
naria realizada el 11 de junio de 2002. 


Con aviso: Roberto Arrarte Fernández. 
Inasistencias a las Comisiones. 


Representantes que no concurrieron a las Comisio- 
nes citadas: 


Martes 11 de junio 
DERECHOS HUMANOS 


Con aviso: Carlos González Álvarez". 
5.- Exposiciones escritas. 


———Habiendo número, está abierta la sesión. 


Se va a votar el trámite de las exposiciones es- 
critas de que se dio cuenta. 


(Se vota) 
——Treinta y siete en cuarenta: AFIRMATIVA. 
(Texto de las exposiciones escritas: ) 


1) Exposición del señor Representante Guzmán 
Acosta y Lara a los Ministerios de Educación y 
Cultura, y por su intermedio al Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública, al Consejo de Educación Primaria, 
y por su intermedio a la Inspección Departa- 
mental de Escuelas de Durazno y a la Dirección 
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del Jardín Asistencial N* 88 del citado departa- 
mento; y de Transporte y Obras Públicas, y por 
su intermedio a la Administración de Ferrocarri- 
les del Estado; a la Junta Departamental y a la 
Intendencia Municipal de Durazno, y por su in- 
termedio a la Junta Local de La Paloma, sobre 
la necesidad de ampliar las instalaciones del 
referido centro de estudios. 


"Montevideo, 11 de junio de 2002. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, Guillermo Álvarez. 
Amparados en las facultades que nos confiere el ar- 
tículo 155 del Reglamento de la Cámara de Repre- 
sentantes, solicitamos que se curse la presente expo- 
sición escrita al Ministerio de Educación y Cultura y, 
por su intermedio, al Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP), al Consejo de Educación Primaria, a la Ins- 
pección Departamental de Primaria de Durazno y a la 
Dirección del Jardín Asistencial N* 88 del pueblo de 
La Paloma, del departamento de Durazno; y a la 
Junta Departamental y a la Intendencia Municipal de 
Durazno, con destino a la Junta Local de La Paloma y 
al Ministerio de Transporte y Obras Públicas y, por su 
intermedio, a la Administración de Ferrocarriles del 
Estado (AFE). Desde el año 1989 está funcionando el 
Jardín de Infantes Asistencial N* 88, en el pueblo de 
La Paloma, en el noreste del departamento de Duraz- 
no. Dicho centro infantil, en sus 13 años de fecunda y 
sacrificada labor al servicio de los niños más caren- 
ciados, ha visto crecer significativamente su matrícu- 
la, alcanzando, en la actualidad, la asistencia a más 
de 80 niños en edad preescolar, 4 y 5 años de edad, 
los que más allá de las actividades curriculares, allí 
reciben tres comidas diarias (desayuno, almuerzo y 
merienda). Ese jardín funciona desde el año 1997 en 
un local alquilado por el Consejo de Educación Prima- 
ria, el que se le ofreció formalmente a la venta, pero 
la burocracia administrativa hizo que ese tema siga 
pendiente de resolución, desde hace cinco años, se- 
gún informes de las autoridades de la Comisión de 
Fomento. La aspiración de ese centro educativo es 
poder contar con el local propio y ampliar su capaci- 
dad, ya que se pretende brindar asistencia a los niños 
de 3 años. Asimismo, solicitan a las autoridades de 
AFE que consideren la posibilidad de ceder el uso de 
un vagón grande, en buen estado, para oficiar de am- 
pliación de la estructura actual, que hoy cuenta con 
una cocina, un baño y dos baños portátiles recién 
instalados, dos salas multifuncionales y una sala chi- 
ca con estufa a leña. Ese jardín cumple un rol de su- 
ma importancia social y educativa, en un contexto 
sumamente deprimido. La finalización de las obras 
del segundo complejo de viviendas de Comisión Ho- 


noraria Pro Erradicación de la Vivienda Rural Insalu- 
bre (MEVIR) trajo, como consecuencia, un aumento 
significativo de la población urbana, ya que muchas 
familias del medio rural pasaron a residir en el pueblo 
de La Paloma. Es por ello que, a través del presente 
planteo, exhortamos a las autoridades del Consejo de 
Educación Primaria a resolver, a la brevedad este te- 
ma que ya lleva 5 años de espera. Por otra parte soli- 
citamos, a las autoridades de AFE, tener en cuenta el 
pedido de cesión de un vagón grande en buen esta- 
do, a la brevedad posible. Saludamos al señor Presi- 
dente muy atentamente. GUZMÁN ACOSTA Y LARA, 
Representante por Durazno". 


2) Exposición del señor Representante Pedro Se- 
ñorale Legnazzi al Ministerio de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente, y por su 
intermedio a la Administración Nacional de las 
Obras Sanitarias del Estado, relacionada con la 
estructura tarifaria del referido Ente. 


"Montevideo, 11 de junio de 2002. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, Guillermo Álvarez. 
Amparados en las facultades que nos confiere el ar- 
tículo 155 del Reglamento de la Cámara de Repre- 
sentantes, solicitamos que se curse la presente expo- 
sición escrita al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y, por su intermedio, a la 
Administración de las Obras Sanitarias del Estado 
(OSBE). Según datos de nuestra realidad económica, 
la actividad comercial y de servicios, tiene una im- 
portante participación en la generación de recursos y 
de puestos de trabajo. Se estima en el 42,6% su par- 
ticipación en el producto bruto interno, en el 40% del 
empleo, y en casi 60% de los tributos que recauda el 
Estado. De un rápido análisis de estas cifras surge la 
importancia y trascendencia del sector en la vida eco- 
nómica del país. Como todos los sectores, el comer- 
cio también sufre las consecuencias de la coyuntura 
que en la actualidad afronta la República Oriental del 
Uruguay. Pero a ello debemos agregar que este sec- 
tor padece, además, la competencia desleal del in- 
formalismo y del contrabando que, a pesar del es- 
fuerzo de las autoridades, sigue ingresando al país. 
Todo contribuye a que una gran parte del sector, par- 
ticularmente el de pequeños y medianos empresarios, 
padezca dificultades. Formulamos esta introducción, 
para recoger y trasladar a las autoridades correspon- 
dientes, un planteamiento formulado por el Centro 
Comercial e Industrial de Salto, traspolable a todo el 
país con relación a las tarifas vigentes para el sumi- 
nistro de agua potable a cargo de OSE. En efecto, 
desde hace muchísimo tiempo ese organismo aplica 
un sistema diferencial de tarifas, en consideración al 
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destino del servicio. Así tenemos tarifas para: consu- 
mos domésticos, consumos privados no domésticos, 
consumos privados industriales, profesionales y otros. 
Cada una de las categorías con precios diferentes. 
Del análisis comparativo de las distintas categorías, 
en lo que hace a los consumos privados, hay una 
notoria diferencia en perjuicio de los sectores comer- 
ciales y servicios y actividades industriales. Mientras 
para el consumo domiciliario rige una escala progre- 
siva de $ 5,92 a un máximo de $ 18,65 el metro cúbi- 
co, para un local comercial se le aplica una tarifa de 
24,74 el metro cúbico. Pero, además, en el rubro car- 
go fijo hay notorias diferencias. Por ejemplo, cuando 
mensualmente una casa de familia con una conexión 
de 12 metros cúbicos paga $ 37,65, un comercio con 
una conexión similar paga $ 188,26. También, en el 
rubro alcantarillado se ha generado una situación muy 
particular con los comercios al público con elabora- 
ción propia de productos alimenticios del ramo: pana- 
derías, confiterías, fábricas de pastas, a los que por 
mes se les cobra $ 419,26. Probablemente, dichas 
diferencias se generaron en otras circunstancias eco- 
nómicas del país, que justificaron ese tratamiento di- 
ferencial, cobrando tarifas sensiblemente superiores a 
las actividades comerciales, de servicios e industria- 
les, generando sistema de subsidios cruzados. Hoy la 
realidad es otra, y es insostenible esa diferenciación. 
Los comerciantes e industriales se preguntan, y con 
razón, qué diferencia hay entre suministrar agua po- 
table a sus establecimientos y a una casa de familia. 
Ninguna. De ahí su reclamo de pagar las mismas ta- 
rifas que se pagan en las casas de familia. Pero, 
además, ese es el concepto técnico y correcto de ta- 
rifa (o precio): pago por una contraprestación. Si par- 
timos de la base de que el servicio es el mismo, tam- 
bién debe serlo el costo, cuya única variable directa 
será la cantidad consumida. Puede pensarse que no 
estamos hablando de grandes sumas de dinero. Eso 
el relativo; para un pequeño comercio, que solo tiene 
un pequeño baño, pagar $ 400 mensual por el servi- 
cio de agua puede ser muy gravoso. Creemos que es 
tiempo de comenzar a transitar el camino de bajar la 
incidencia del costo del Estado en los sectores de 
nuestra economía, y poner equidad, eliminando situa- 
ciones discriminatorias que hoy no se justifican. Tam- 
bién, decimos que deberán contemplarse situaciones 
especiales; servicios a los que, por la situación so- 
cio-económica de sus titulares, se tendrán que consi- 
derar en forma diferencial, pero nunca a costa de 
otros usuarios del servicio. Se deberán instrumentar 
otros mecanismos, pero no encareciendo el servicio 
de comerciantes e industriales y, en general, de otros 
clientes del servicio. Estamos en conocimiento que el 


ente está reanalizando su régimen tarifario. Por lo ex- 
puesto, y recogiendo el planteamiento del Centro 
Comercial e Industrial de Salto, nos permitimos soli- 
citar al Directorio de OSE, en la medida de sus posi- 
bilidades, la revisión de la tarifa que se aplica a los 
sectores comercio, servicios e industria. Saludamos al 
señor Presidente muy atentamente. PEDRO 
SEÑORALE, Representante por Salto". 


3) Exposición de la señora Representante María 
Alejandra Rivero Saralegui al Ministerio de In- 
dustria, Energía y Minería, con destino a la Ad- 
ministración Nacional de Usinas y Trasmisiones 
Eléctricas, acerca de cortes de energía eléctrica 
en la localidad de Tupambaé, departamento de 
Cerro Largo. 


"Montevideo, 12 de junio de 2002. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, Guillermo Álvarez. 
Amparados en las facultades que nos confiere el ar- 
tículo 155 del Reglamento de la Cámara de Repre- 
sentantes, solicitamos que se curse la presente expo- 
sición escrita al Ministerio de Industria, Energía y Mi- 
nería, con destino a la Administración Nacional de 
Usinas y Trasmisiones Eléctricas (UTE). El pueblo 
Tupambaé, se encuentra ubicado en la 8va. Sección 
Judicial del departamento de Cerro Largo, a la altura 
del kilómetro 334, de la Ruta Nacional N* 7 General 
Aparicio Saravia. La energía eléctrica que suministra 
UTE a ese centro poblado, proviene de la vecina villa 
Santa Clara de Olimar, del departamento de Treinta y 
Tres. Cuando ocurren ciertos fenómenos atmosféri- 
cos, se producen cortes de energía eléctrica de varia- 
da duración. UTE ha estado trabajando en el tema, 
pero entendemos que se requiere, en esa localidad, 
una mejor prestación del servicio, de manera que las 
interrupciones que se produzcan, sean por una situa- 
ción excepcional. Por lo expuesto, nos permitimos so- 
licitar a UTE que se estudien las causas de esos cor- 
tes de energía eléctrica y que se adopten las medidas 
necesarias, a fin de dar solución a esa problemática. 
Saludamos al señor Presidente muy atentamente. 
MARÍA ALEJANDRA RIVERO SARALEGUI, Repre- 
sentante por Cerro Largo". 


4) Exposición de la señora Representante María 
Alejandra Rivero Saralegui al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, referente al dete- 
rioro de la Ruta Nacional N* 7, en el tramo ubi- 
cado entre las localidades de Fray Marcos y Ba- 
ñado de Medina. 


"Montevideo, 12 de junio de 2002. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, Guillermo Alvarez. 
Amparados en las facultades que nos confiere el ar- 
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tículo 155 del Reglamento de la Cámara de Repre- 
sentantes, solicitamos que se curse la presente expo- 
sición escrita al Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas. Queremos referirnos al pésimo estado que 
presenta la Ruta Nacional N* 7 General Aparicio Sa- 
ravia, en el tramo comprendido entre villa Fray Mar- 
cos, del departamento de Florida y la localidad Baña- 
do de Medina, del departamento de Cerro Largo. Di- 
cho tramo, actualmente, es prácticamente intransita- 
ble. Hace muchos años que no se efectúa ningún tipo 
de reparación en su pavimento. Posee, además, cur- 
vas muy peligrosas con cruces de vía férrea. Pre- 
senta escasa señalización y, en algunas zonas, es 
prácticamente nula, lo que dificulta extremadamente 
el tránsito y torna dicha vía mucho más peligrosa. Su 
mantenimiento ha sido prácticamente olvidado y las 
banquinas se encuentran en mal estado. Por lo ex- 
puesto, sugerimos y solicitamos a las autoridades de 
ese Ministerio, que tengan especialmente presente 
lo planteado, en procura de que se tomen los recau- 
dos necesarios, en salvaguarda de la vida humana y 
de los procesos de integración regional que nuestro 
país ha encarado. Saludamos al señor Presidente 
muy atentamente. MARÍA ALEJANDRA RIVERO 
SARALEGU!I, Representante por Cerro Largo". 


5) Exposición del señor Representante Felipe Mi- 
chelini al Ministerio de Educación y Cultura, a la 
Intendencia Municipal de Montevideo, y a la 
Universidad de la República, con destino al Ins- 
tituto Escuela Nacional de Bellas Artes, sobre el 
fallecimiento del pintor uruguayo Naúl Ojeda. 


"Montevideo, 12 de junio de 2002. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, Guillermo Álvarez. 
Amparados en las facultades que nos confiere el ar- 
tículo 155 del Reglamento de la Cámara de Repre- 
sentantes, solicitamos que se curse la presente expo- 
sición escrita al Ministerio de Educación y Cultura; a 
la Intendencia Municipal de Montevideo, y a la Uni- 
versidad de la República, con destino al Instituto Es- 
cuela Nacional de Bellas Artes. Hemos recibido con 
profundo dolor la noticia del reciente fallecimiento del 
pintor uruguayo Naúl Ojeda, en al ciudad de Wa- 
shington, de los Estados Unidos de América. El señor 
Naúl Ojeda, uno de los pintores uruguayos más reco- 
nocidos en los Estados Unidos de América, donde re- 
sidía desde su exilio en el año 1974, supo a través de 
su trabajo artístico y su compromiso con los procesos 
democráticos latinoamericanos, ganarse la admira- 
ción y el reconocimiento de los críticos y el cariño de 
la comunidad latina. Este digno representante de 
nuestro país, nació en el departamento de Durazno, 
el 22 de octubre de 1939. Estudió dibujo y pintura en 


la Escuela Nacional de Bellas Artes, realizó exposi- 
ciones en: Cuba, Argentina, Francia, Italia, Perú, 
Ecuador, Brasil, Colombia y, por supuesto, en nuestro 
país. En los convulsionados años 70, viajó a Chile, in- 
vitado a la Bienal de Arte Gráfico de Santiago de 
Chile, donde se convirtió en uno de los narradores 
gráficos -como fotógrafo- de la campaña del ex Presi- 
dente doctor Salvador Allende. Tras el golpe militar, 
Ojeda salió de Chile con un registro histórico com- 
pleto de esa época. Como muchos artistas de su ge- 
neración, Ojeda representaba una tradición estética 
marcada por la turbulenta situación política latinoame- 
ricana de la segunda mitad del siglo XX, lo que se re- 
flejó en las obras que creaba desde su estudio en 
Dupont Circle, el barrio bohemio y artístico de la ciu- 
dad de Washington. La crítica ha calificado su obra 
como 'un recorrido por la nostalgia, vitalidad y poesía 
de Latinoamérica'. El artista se destacó, también, por 
su talla en madera y por crear obras de alta calidad, 
pero al alcance del pueblo. Sus obras han figurado en 
múltiples colecciones, incluyendo el Museo Nacional 
de Arte Americano del Smithsonian, el Museo de las 
Américas de la Organización de los Estados Ameri- 
canos (OEA), en Washington, y en el Centro Nacional 
Cultural Hispano en Nuevo México. Su trabajo ha sido 
destacado en el diario "The Washington Post', en va- 
rias publicaciones artísticas y ha sido merecedor de 
varios premios internacionales. Para terminar, nos 
permitimos citar la opinión acerca de la obra del ar- 
tista Ojeda, del escritor uruguayo Eduardo Galeano: 
'Lo que yo digo de la obra de tallados en madera de 
Naúl es: yo creo en ellas. Ellas me dicen: Nosotros 
dormimos en la madera como el sol duerme en la no- 
che, y la mano de Naúl mira por nosotros, nos toca y 
nos despierta. Eso es lo que su obra me dice, y yo 
creo en ellas'. Saludamos al señor Presidente muy 
atentamente. FELIPE MICHELINI, Representante por 
Montevideo". 


6) Exposición de la señora Representante Diana 
Saravia Olmos al Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social, con destino al Banco de Previsión 
Social, relacionada con la adjudicación de vi- 
viendas para jubilados y pensionistas en el de- 
partamento de Treinta y Tres. 


"Montevideo, 12 de junio de 2002. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, Guillermo Álvarez. 
Amparados en las facultades que nos confiere el ar- 
tículo 155 del Reglamento de la Cámara de Repre- 
sentantes, solicitamos que se curse la presente expo- 
sición escrita al Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial, con destino al Banco de Previsión Social (BPS). 
En esta oportunidad, hacemos referencia al problema 
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existente con las soluciones habitacionales para jubi- 
lados y pensionistas dependientes del BPS, en el de- 
partamento de Treinta y Tres. En la ciudad capital de 
dicho departamento, se encuentra el complejo Olimar, 
que cuenta con un total de 50 viviendas, de las cuales 
11 están libres. Hicimos referencia a ese problema en 
la media hora previa de la sesión de la Cámara de 
Representantes del día 11 de noviembre de 2000 y 
cuya versión taquigráfica fue cursada al BPS y al Mi- 
nisterio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, de la que se adjunta fotocopia. A pesar del 
tiempo transcurrido no se han arbitrado soluciones y 
continúa, por tanto, existiendo una enorme lista de 
pasivos que aguardan la adjudicación de una vivien- 
da. La situación descripta, puede ser constatada por 
cualquier persona y entendemos que debe solucio- 
narse de forma urgente, pues es incomprensible que, 
existiendo pasivos con derecho a acceder a una vi- 
vienda y existiendo viviendas libres, no puedan ser 
adjudicatarios de las mismas por problemas burocrá- 
ticos. Cabe destacar que al 10 de junio del corriente 
año, se encuentran libres las siguientes viviendas: |4, 
K1, E5 y Di, las que están desocupadas por falleci- 
miento; H5, A3 y J2, desocupadas por traslado de sus 
adjudicatarios a otro complejo, también del BPS; y 
B2, C3, K3 y E2, desocupadas por otros motivos. So- 
licitamos al organismo correspondiente, que tome las 
más serias medidas administrativas para que se solu- 
cione este problema, el que atañe a una de las franjas 
más humildes y carenciadas de nuestra población. 
Sabemos de las dificultades por las que atraviesan 
los jubilados y pensionistas y es nuestro deseo poder 
colaborar en la búsqueda de soluciones que hagan 
realidad el anhelo de vivir en una vivienda adecuada y 
confortable. Saludamos al señor Presidente muy 
atentamente. DIANA SARAVIA OLMOS, Represen- 
tante por Treinta y Tres". 


MEDIA HORA PREVIA 


6.- Problemas ocasionados por las cre- 
cientes del río Yaguarón. 


——Se entra a la media hora previa. 
Tiene la palabra el señor Diputado Morales. 


SEÑOR MORALES.- Señor Presidente: quiero tratar 
un tema muy delicado no solo desde el punto de vista 
económico, sino también desde el social, que afecta a 
una zona de gran importancia, la cual abarca dos ciu- 
dades que surgieron juntas y que han transitado her- 
manadas por un mismo destino durante muchos años: 
Río Branco y Yaguarón. 


Voy a hacer referencia a las crecidas del río Ya- 
guarón, fenómeno que no podemos evitar, aunque, 
en cierta medida, nos es posible buscar los medios 
para remediarlo y controlarlo. 


Río Branco es una ciudad que ha tenido una ex- 
plosión demográfica muy alta. Además, es un impor- 
tantísimo polo de desarrollo agroindustrial, que últi- 
mamente se ha visto afectado por las crecientes del 
río Yaguarón. Esto casi ha paralizado tanto la activi- 
dad de esta ciudad como la de Yaguarón. Antes y 
después de la construcción del puente Mauá, el río 
Yaguarón era navegable hasta el puerto de la ciudad 
del mismo nombre por barcos de hasta doscientas to- 
neladas, provenientes de los puertos de Porto Alegre, 
Río Grande y Pelotas. De esta manera se transportaba 
la mercadería, porque no había ferrocarril y los cami- 
nos estaban en pésimo estado. Reitero que todo el 
transporte de mercadería se hacía por vía fluvial. Pe- 
ro, debido a las continuas crecidas, el río Yaguarón se 
ha ido sedimentando -disminuyendo así su profundi- 
dad y dificultando, por ende, la navegación-, lo que 
ha traído como consecuencia el desborde de sus 
aguas, que inundan grandes extensiones de tierra de- 
dicadas a la ganadería y al cultivo de arroz. 


En la década del cuarenta había una draga en el 
río Yaguarón, frente a la ciudad, que efectuaba tra- 
bajos de dragado, pero lo hacía en forma limitada 
porque no podía realizar grandes desplazamientos. 
Aun así, se lograba extraer mucho material, como 
arena y pedregullo, que son productos de muy buena 
comercialización. 


En este momento, la ciudad de Río Branco está 
rodeada de agua por la crecida del río. Desde hace 
más de dos meses, cientos de personas han sido eva- 
cuadas y el problema puede agravarse si no se toman 
medidas urgentes para remediar esta situación an- 
gustiosa que vive esta ciudad fronteriza. 


Actualmente se habla de la construcción de un 
segundo puente, pero antes habrá que solucionar el 
problema de las frecuentes crecidas del río, que rápi- 
damente vienen destrozando la zona de la rambla, 
espacio del que autoridades, vecinos e instituciones 
sociales y deportivas hicieron una zona de deportes 
varios. Además, se construyeron bancos, churras- 
queras y mesas en un lugar en que muchos turistas 
disfrutan con sus familias y amigos, a los que se su- 
man algunos residentes de estas dos ciudades fronte- 
riZas. 
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Esta exposición no es para alarmar a las autori- 
dades competentes, sino que estamos planteando la 
realidad que se vive en la ciudad de Río Branco, se- 
gunda ciudad de Cerro Largo, que tiene una población 
de aproximadamente 18.000 habitantes. A eso debe 
agregarse la influencia de la ciudad hermana de Ya- 
guarón, que cuenta con 30.089 habitantes. Y a estas 
aun debe sumarse la ciudad de Arroyo Grande, que se 
encuentra a 45 kilómetros de Río Branco y que cuenta 
con una población de 19.156 habitantes, los cuales 
influyen en el movimiento comercial de Río Branco. 


Si esta medida que planteamos en el Parlamento 
no es estudiada en forma urgente, tendremos como 
consecuencia la desaparición, dentro de no muchos 
años, de la ciudad de Río Branco. 


Por todos estos motivos de índole económica, so- 
cial, turística, etcétera, solicito que la versión taqui- 
gráfica de mis palabras sea enviada a la Comisión 
Mixta para el Desarrollo de la Cuenca de la Laguna 
Merín, a fin de que se realicen los estudios y se tomen 
las medidas necesarias para el dragado del río Ya- 
guarón, pues esta iniciativa sería de gran beneficio 
para ambos países, Uruguay y Brasil. Asimismo, soli- 
cito que sea enviada a los Ministerios de Vivienda, Or- 
denamiento Territorial y Medio Ambiente y de Trans- 
porte y Obras Públicas, a la Intendencia Municipal y la 
Junta Departamental de Cerro Largo y a la Junta 
Electiva y Autónoma de Río Branco. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Se va a votar el 
trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Cuarenta y uno en cuarenta y dos: AFIRMATIVA. 


7.- Preocupación por la continuidad de 
la Administración de Ferrocarriles del 
Estado. 


Tiene la palabra el señor Diputado Mello. 


SEÑOR MELLO.- Señor Presidente: la preocupación 
que hoy plantearemos está referida al futuro de AFE, 
ente que presta un servicio de transporte que cre- 
emos muy necesario. 


Las noticias que hemos recogido en estos días 
hablan de que se plantearía el remate de esta empre- 
sa, pasándola a un privado. Si esto no ocurriese, de 
cualquier forma podría existir una reducción de per- 
sonal, lo que agravaría también la situación del ferro- 


carril, ya disminuido en cuanto a trabajadores se re- 
fiere. 


Entre las medidas que se estarían planteando fi- 
guraría la de jubilar a parte del personal y declarar 
excedentario al resto, estableciéndose plazos para su 
reincorporación a otro ente del Estado. 


No es la primera vez que planteamos a la opinión 
pública nuestra preocupación con respecto a AFE. El 
ferrocarril está invariablemente unido al transporte de 
productos como la caliza, para nuestras plantas de 
pórtland, y la cebada, que se acumula en silos en el 
litoral de nuestro país o se industrializa, principal- 
mente, en la fábrica de cervezas Norteña. Además, 
este medio de transporte sería una excelente vía para 
sacar hacia nuestros puertos la producción de madera 
en rolos, que sabemos que aumentará sus volúmenes 
en forma considerable hacia 2004, 2005, 2006 y años 
sucesivos. Cuando decimos "nuestros puertos” pen- 
samos en el puerto de Paysandú, en el de M'Bopicuá, 
en el de Fray Bentos, en el de Nueva Palmira y en el 
aprovechamiento de La Charqueada, utilizando la la- 
guna Merín para llevar cargas a Brasil. 


Sin lugar a dudas, la supresión de AFE para que 
un privado utilice el servicio, tal como se está pen- 
sando, derivará las ganancias del transporte de carga 
que hubieran sido para el Estado hacia los beneficios 
de una empresa extranjera. Sin duda, vamos a con- 
trapelo de un sistema nacional de transporte, que de- 
bería estar potenciando al ferrocarril en lugar de 
plantear su eliminación. 


Los Estados, en general, ven en este medio de 
transporte un elemento más para canalizar el comer- 
cio, viabilizando en forma ágil y con menos costos las 
cargas que necesariamente deben transitar por tierra 
hacia puertos marinos y ultramarinos. 


Estamos, pues, haciendo un llamado de atención 
a los directamente involucrados -el Poder Ejecutivo, el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas y la direc- 
ción de AFE- para que las medidas que seguramente 
se están instrumentando se reviertan, apostando a la 
viabilidad del ente. 


Creemos que la mano de obra que trabaja en el 
ente no debe perderse y debería seguir siendo el apo- 
yo necesario para la empresa ferrocarrilera. Cientos 
de obreros, talleristas, maquinistas y todos aquellos 
que trabajan alrededor del transporte ferrocarrilero 
deberían estar contemplados en un proyecto, que no 
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queremos que sea el de la eliminación o el de la sus- 
titución por un privado. 


El futuro del país está necesitando de políticas 
que apuesten a este medio de transporte que, como 
otros, hace a la vida productiva y a su reactivación. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada al Poder Ejecutivo, al señor Ministro 
de Transporte y Obras Públicas, al Directorio de AFE, 
a la Unión Ferroviaria, a la Comisión de Transporte y 
Obras Públicas de la Cámara de Representantes y a la 
Intendencia Municipal y la Junta Departamental de 
Paysandú. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Se va a votar el 
trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Treinta y nueve en cuarenta y dos: AFIRMATIVA. 


8.- Demora en la entrega de viviendas a 
jubilados en el departamento de Sal- 
to. 


Tiene la palabra el señor Diputado Fonticiella. 


SEÑOR FONTI Cl ELLA.- Señor Presidente: en más 
de una oportunidad he planteado en el Parlamento la 
grave situación que se ha generado en Salto por la 
existencia de una veintena de viviendas para pasivos 
que no son entregadas a sus dueños. A esta Cámara 
el tema podrá parecerle recurrente, pero su importan- 
cia justifica un nuevo tratamiento. 


En Salto, Belén, Constitución y Colonia Lavalleja, 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, con fondos de los jubilados, hizo 
construir casas para los pasivos. Pero la empresa 
constructora ha desaparecido o ha quebrado, sin en- 
tregar las propiedades. Los jubilados, que pusieron el 
dinero, no pueden recibir sus moradas porque no son 
entregadas al BPS, y en algún caso han sido saquea- 
das y se están destruyendo. 


El Banco de Previsión Social estaría periódica- 
mente reclamando las entregas, pero el Ministerio no 
las puede otorgar porque tendría que realizar trámites 
judiciales para lograrlas. 


Seguramente, los ciudadanos comunes tendrán 
dificultades para entender cómo los que ya pagaron 
un bien no pueden hacerse de él, porque aún es pro- 
piedad ajena, de quien solo puso el terreno, usó el di- 


nero que le dieron para edificar y no terminó ni entre- 
9ó nunca la cosa. Parece imposible que ocurran cosas 
como esta, pero no es la primera vez. En el mismo 
departamento de Salto y en un complejo del SIAV ya 
se dio una situación similar. Lamentablemente, hay 
quienes parecen no aprender ni siquiera de los erro- 
res dolorosos y vuelven a cometerlos. Vuelven a hacer 
contratos riesgosos, como los que han permitido estas 
situaciones, que, según sabemos, no se han dado solo 
en Salto. 


No quiero que estas cosas vuelvan a repetirse. 
Por eso es que he solicitado más de una vez al Minis- 
terio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente que entregue, en calidad de respuesta a un 
pedido de informes, los textos de los contratos y de 
las licitaciones realizadas para las casas de pasivos en 
Salto: Nunca he recibido respuesta. 


Con firmeza digo, señor Presidente, que los do- 
cumentos que reclamo no son privados de los jerarcas 
del Ministerio, quienes son tan funcionarios públicos 
como los legisladores. Por tanto, al no contestar los 
pedidos de informes, las jerarquías del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
están impidiendo el acceso a la información, están in- 
cumpliendo con una de sus obligaciones. 


Hay aquí dos cosas a resolver. La primera y de- 
terminante es que el Ministerio entregue al BPS las vi- 
viendas para que sus legítimos dueños, los jubilados, 
puedan disfrutarlas. Para eso las han pagado... y se- 
guramente, a esta altura, a precio de oro. La segun- 
da, que el Ministerio haga conocer los textos de con- 
tratos y licitaciones a quien los ha solicitado. 


Por responsabilidad, debo advertir el Ministerio 
debe tener en cuenta que, conforme al artículo 46 de 
la Ley N* 17.292, le compete hacerse cargo de la ad- 
ministración de las viviendas para pasivos, cosa que 
antes de la ley de urgente consideración hacía el BPS. 
Deben tomarse previsiones al respecto para no poner 
en riesgo la calidad de vida de quienes han pagado 
por esas viviendas. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada al señor Ministro de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente y a la Asocia- 
ción de Jubilados y Pensionistas de Salto 
(AJ UPENSAL). 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Se va a votar el 
trámite solicitado. 
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(Se vota) 


——Cuarenta y uno en cuarenta y dos: AFIRMATIVA. 


9.- Omisión en el mantenimiento de ade- 
cuadas condiciones de salud ambien- 
tal. 


Tiene la palabra el señor Diputado Legnani. 


SEÑOR LEGNANI.- Señor Presidente: en estos días 
ha estado en los titulares de los distintos informativos 
la situación generada a raíz de la comunicación de la 
presencia de hepatitis en cinco chicos que concurren a 
una escuela de Primaria ubicada en Solymar Norte. Al 
respecto hemos tratado de reunir distintas informa- 
ciones provenientes de diferentes ámbitos involucra- 
dos en el tema. 


Por otra parte, en esa escuela aún no terminada 
-pero que se empezó a utilizar hace menos de dos 
años- existen diversas carencias en materia de in- 
fraestructura, ya que hay pisos levantados en algunos 
salones de clase y obstrucciones reiteradas. Pese a 
que han sido vaciadas las cámaras sépticas por parte 
de barométricas, en los últimos días se han vuelto a 
desbordar, denunciándose la existencia de obstruccio- 
nes en las tuberías que comunican unas con otras y 
en las de desagúe. Todo esto configura un panorama 
bastante deficiente en cuanto al confort de los chicos 
que allí asisten y genera situaciones de inseguridad, lo 
que -según nuestros informes- motivó el cierre de la 
escuela por parte de las autoridades de Primaria. 


Queremos destacar que no tenemos información 
de cuántos casos de hepatitis se registran en el resto 
de la población del lugar, como para poder asegurar 
que el foco contaminante de esos chicos sea la es- 
cuela; para eso sería necesario hacer un estudio de la 
incidencia de la enfermedad en toda la zona. Más allá 
de la aparición de casos agudos de hepatitis, sobre 
todo en chicos en edad escolar y preescolar, hay que 
tener en cuenta que esto se verifica precisamente a 
comienzos del invierno, ya que la enorme mayoría se 
ha contagiado en los últimos días del verano y en el 
otoño; el tiempo de incubación es de quince a sesenta 
días, y eso hace que aparezca en este momento un 
mayor número de casos. 


Si bien puede o no haber vinculación entre el 
desborde de las cámaras sépticas de la escuela y es- 
tos casos de hepatitis, hay que señalar que ninguno 
de los afectados concurría ni concurre al comedor es- 


colar, lo cual hace difícil que se hayan podido conta- 
giar exclusivamente allí. Pero sí queremos mencionar 
que esto se suma a la situación que se verificó hace 
escasamente un mes en la zona de Paso Carrasco, en 
cuanto a la aparición de leptospirosis icterohemorrági- 
ca, enfermedad que se ve incrementada sobre todo 
cuando hay basurales, que aumentan el número de 
ratas. Por eso esta dolencia aparece con mayor fre- 
cuencia en los lugares donde el confort habitacional 
está profundamente deteriorado. 


Por otra parte, queremos expresar que la semana 
pasada participamos en una reunión realizada en un 
salón comunal del barrio Peñarol, donde, como es pú- 
blico y notorio, se hizo llegar a la opinión pública la 
información de que desde hace más de treinta años 
se han realizado inspecciones en la fábrica de baterías 
Radesca, instalada en la zona, habiéndose comproba- 
do las malas condiciones de trabajo. Cuando trabaja- 
dores de la fábrica de baterías que están jubilados 
hace más de veinte años concurrieron, en diciembre 
de 2001, a la Comisión de Salud Pública y Asistencia 
Social, manifestaron que estaban en conocimiento de 
que las condiciones de trabajo insalubres se mante- 
nían como en aquel entonces y que no se extrañarían 
de que se siguieran produciendo casos de intoxicación 
por exceso de exposición al plomo. Escasamente dos 
meses después, han sido denunciados nuevos casos 
de exposición e intoxicación por plomo, con la necesi- 
dad de internar a obreros jóvenes, en actividad en la 
fábrica Radesca, en el sanatorio del Banco de Seguros 
del Estado. 


Quiere decir que, tal como lo consignaron los 
obreros de entonces -jubilados hace más de veinte 
años-, pese a los treinta años transcurridos se sigue 
trabajando en pésimas condiciones, afectando la cali- 
dad de vida y la salud de quienes se desempeñan en 
esos lugares. 


Menciono estos hechos a los efectos de poner de 
manifiesto la omisión que existe por parte de los res- 
ponsables de mantener adecuadas condiciones de 
salud ambiental. Y esa no adecuada salud ambiental 
-que seguramente se ve agravada a medida que se 
profundiza la crisis económica- demuestra que no se 
pone atención en corregir los factores que hacen 
aparecer estos casos, haciendo que la población uru- 
guaya, expuesta a situaciones de riesgo, lo pague pa- 
deciendo enfermedades infectocontagiosas perfecta- 
mente previsibles o enfermedades laborales con alto 
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costo sociolaboral, como el caso puntual a que hemos 
hecho referencia. 


Cabe consignar que no es el único caso, porque 
prosiguen sin solucionarse otros temas que ya hemos 
puesto sobre la mesa en intervenciones anteriores o a 
través de exposiciones o pedidos de informes a la Di- 
rección General de la Salud del Ministerio de Salud 
Pública. 


Solicito que la versión taquigráfica de estas pala- 
bras sea cursada al Ministerio de Salud Pública y a la 
Dirección General de la Salud, específicamente a los 
Departamentos de Salud Ambiental y de Salud Ocupa- 
cional. 


A la espera de una respuesta, no queremos dejar 
de señalar, por otra parte, que a partir de la presente 
administración del Ministerio de Salud Pública se ha 
acelerado la contestación de nuestros pedidos de in- 
formes; y creo que no soy el único parlamentario que 
está en condiciones de afirmar y de dar fe de tal he- 
cho. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Se va a votar el 
trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Cuarenta y cuatro por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


10.- Carencias de la Ciudad de la Costa, 
departamento de Canelones. 


Tiene la palabra el señor Diputado Mahía. 


SEÑOR MAHÍA.- Señor Presidente: hace un par de 
Legislaturas, el Parlamento designó a una zona de 
Canelones que cada vez está más densamente pobla- 
da con el nombre de Ciudad de la Costa. Hoy podría- 
mos designarla con el nombre de uno de los prohom- 
bres de la literatura uruguaya, Juan Carlos Onetti, en 
homenaje a una de sus principales obras: "El pozo". 


Resulta que este Gobierno Municipal decidió 
construir una rambla en la Ciudad de la Costa a pesar 
de que esta, como todo el Uruguay conoce, está ta- 
pada de pozos. Como digo, en tanto la gente no pue- 
de casi salir de sus casas y las necesidades van "in 
crescendo" por la mayor cantidad de población, a la 
Intendencia Municipal de Canelones se le ocurrió ha- 
cer una rambla, a un costo millonario, obra que jamás 
fue reclamada ni planteada por ninguna comunidad o 


personas nucleadas en una organización, y sin tener 
en cuenta la necesidad de los habitantes de la zona. 


Además, no solo está haciendo esa rambla, de la 
que se ha anunciado reiteradamente su finalización y 
obviamente su ansiada inauguración, sino que tam- 
bién está intentando amedrentar a los vecinos de Ca- 
nelones y de la Ciudad de la Costa con que, si no pa- 
gan, no se terminan las obras; y la Ciudad de la Costa 
sigue padeciendo esa inoperancia del Gobierno Muni- 
cipal. 


A esto hay que agregar lo que ha sido el impacto 
ambiental de la construcción de esta rambla para los 
vecinos y para la costa en sí misma. 


Hoy, por suerte, la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente ha tomado cartas en el asunto de la inva- 
sión hacia el mar hasta en doscientos cincuenta me- 
tros como consecuencia de la construcción de esta 
rambla. Evidentemente, esto representa un perjuicio 
al medio ambiente; pero la característica de esta Ad- 
ministración ha sido la de estar en contra del bienes- 
tar de la gente y, en particular, del medio ambiente. 
Han sido robados -literalmente- médanos enteros que 
son patrimonio de la comunidad. Hoy ya no están; se 
los han llevado, con destinos que quién sabe cuáles 
son. Algunos dicen que van a otros lugares del de- 
partamento porque el metro cúbico de arena es gratis 
robándolo directamente de la Costa de Oro. Pues 
bien: aparentemente tienen otros destinos. 


A eso debemos agregar la omisión en que se in- 
curre y que padecen los vecinos de la Costa de Oro en 
cuanto a una materia que, de acuerdo con la Ley Or- 
gánica Municipal y las leyes nacionales, es de resorte 
de los Gobiernos Departamentales. Nos estamos refi- 
riendo a los desagues pluviales. Eso, que debería ser 
una prioridad para cualquier gobierno y que se está 
viviendo como una situación de desesperación por 
parte de la gente, sigue sin resolverse. No hay casa ni 
barrio de toda la Costa de Oro y de otras zonas del 
departamento que no sufra la omisión de la | ntenden- 
cia Municipal de Canelones en cuanto a cumplir con lo 
que establecen las leyes nacionales y departamentales 
y, fundamentalmente, con las necesidades de la gen- 
te. 


Eso forma un todo con respecto a las políticas 
ambientales: hay desprotección de los vecinos en esta 
área; se construyen obras faraónicas innecesarias, 
causando graves daños al medio ambiente; se produ- 
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ce un sistemático robo de arena y la destrucción de 
médanos, y hay una constante destrucción de la ri- 
queza forestal, materia en la que no se controla ni se 
aplican con firmeza las disposiciones de las ordenan- 
zas municipales. 


Todo esto lleva a un conjunto de situaciones por 
las Cuales una zona del departamento que estaba 
destinada a ser un remanso para la gente y un lugar 
de recreación y de mejoramiento de la calidad de vi- 
da, hoy es un padecimiento. A esto se debe agregar 
el desmedido aumento de la Contribución Inmobilia- 
ria, lo que ha generado una especie de situación de 
extrema volatilidad para la gente, porque las propie- 
dades están siendo desmerecidas por la inestabilidad 
y la falta de servicios, que hacen que la calidad de vi- 
da sea cada vez peor. 


Evidentemente, señor Presidente, estamos ha- 
blando de una situación que tiende a agravarse y no 
vemos en el horizonte cercano ni la más mínima dis- 
posición a establecer alguna política de descentraliza- 
ción o de participación en cuanto al destino concreto 
de los recursos de la gente para solucionar los pro- 
blemas reales del departamento. 


El de Ciudad de la Costa pudo haber sido un gran 
proyecto para el departamento. Hoy, lamentable- 
mente, es una zona que cada vez tiene más carencias 
y que está olvidada por las autoridades. 


Solicito que la versión taquigráfica de estas pala- 
bras sea enviada al señor Intendente Municipal de 
Canelones, a la Dirección Nacional de Medio Ambiente 
-que por fin tomó cartas en el asunto y parece preo- 
cuparse por el tema- y a la Comisión de Defensa del 
Agua de la Ciudad de la Costa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Se va a votar el 
trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Cincuenta tres: 


AFIRMATIVA. 


y dos en cincuenta y 


11.- Conservación de monumentos histó- 
ricos del período hispánico. 


Tiene la palabra el señor Diputado Laviña. 


SEÑOR LAVI ÑA.- Señor Presidente: en su oportuni- 
dad, la Cámara de Representantes votó por unanimi- 
dad un proyecto de ley sobre turismo histórico de 
carácter permanente. Es evidente que el turismo es 


una de las fuentes principales de las economías del 
mundo o, por lo menos, es importante y forma parte 
de los estudios que llevan a cabo los Ministros de 
Economía a los efectos de obtener los recursos para el 
desarrollo de los países. 


Hoy voy a tocar un aspecto complementario de 
una ley de turismo, que apunta a obtener la coopera- 
ción de algunos Estados que están vinculados a he- 
chos históricos o monumentos históricos de distinto 
origen. 


He hecho un relevamiento, no taxativo, del pa- 
trimonio del período hispánico aún existente en el in- 
terior del país. Es evidente que España tiene interés 
en cooperar con nuestro país en el tema de las ruinas 
o monumentos históricos del período hispánico. 


En Soriano están las ruinas de la Calera del Dacá, 
de 1722 -antes de la fundación de Montevideo-, ubi- 
cadas a orillas del arroyo Dacá, en el límite oeste de 
Mercedes, a menos de un kilómetro del Castillo del 
Barón de Mauá. Ya hemos hablado -pero quiero des- 
tacarlo en este relevamiento- del pueblo de Santo 
Domingo de Soriano, trasladado a territorio oriental 
hacia 1702, que incluye la iglesia y la casa de Marfe- 
tán, de finales del siglo XVI!!. 


En Colonia está la capilla de San Benito de Pa- 
lermo, en el Real de San Carlos, erigida poco después 
de 1761, al establecer su campamento el Gobernador 
español del Río de la Plata, General Pedro de Ceba- 
llos; la Plaza de Toros del Real de San Carlos, inau- 
gurada en enero de 1910, que si bien no es del perío- 
do hispánico pertenece a la tradición y la cultura es- 
pañolas; la estancia y oratorio de Juan de Narbona, 
cuyo casco fue erigido entre 1732 y 1750 y que se 
ubica en el kilómetro 263 de la Ruta N* 21, cerca de 
Carmelo, sobre el arroyo de las Víboras; el puente de 
piedra de la época colonial cercano a la estancia y 
oratorio de Juan de Narbona, así como las ruinas de 
la Capilla y la edificación de las dependencias de la 
antigua Estancia de las Vacas, llamada la Calera de las 
Huérfanas. La estancia fue entregada a la Hermandad 
de Caridad en 1778. Se encuentra en el kilómetro 241 
de la Ruta N* 21, a 10 kilómetros de Carmelo. 


(Murmullos.- Campana de orden) 


——AAgradezco al señor Presidente su esfuerzo por 
mantener en Sala el silencio que nos permita trabajar. 
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En Flores está la ruina de la casa de doña l|nés 
Durán de la Cuadra. Doña Inés era española y sobrina 
del cura Pérez Castellano. En 1804, fueron donadas 
las tierras donde hoy se levanta la ciudad de Trinidad. 
Se encuentra a dos kilómetros de la Ruta N* 3 y a 
cincuenta metros del kilómetro 144 del tramo Trini- 
dad-Montevideo. 


En Florida está la estancia de Nuestra Señora de 
los Desamparados, de 1746, en el kilómetro 75 de la 
Ruta N? 5, y la pulpería de Santiago Falcón, a 8 kiló- 
metros de lllescas. 


En Durazno está la estancia y la capilla de Fran- 
cisco Rodríguez, alias "Farruco", erigidas después de 
1784 y ubicadas en el kilómetro 287, cerca de Sarandí 
del Yi, al norte. 


En Canelones, en las cercanías de Las Piedras, 
encontramos La Azotea, de Pedro Rogé, erigida a 
principios del siglo XIX, actualmente conocida como 
La Pilarica, nombre que le dio Pilar Cabrera, uno de 
sus propietarios; la casona, ubicada en Tala, del poeta 
de temas gauchescos y nativistas José Alonso y Tre- 
Illes, conocido como Viejo Pancho, nacido en 1857 en 
la provincia de Lugo, España; la casa que perteneció a 
los padres de Artigas, en Sauce, de estilo colonial 
-1780-1782-, cuya reconstrucción no ha observado 
con real autenticidad su origen; y el casco de la es- 
tancia de Migues, en el pueblo de Tapia. 


En Cerro Largo tenemos la Azotea de J uan Alon- 
so Martínez, de fines del siglo XVI!!, que se encuentra 
cerca del Paso de la Cruz, del arroyo Fraile Muerto, en 
las proximidades de dicha población. 


En Lavalleja está la estancia Los Hornos, en Po- 
lanco, cuyo casco fue construido entre los años 1789 
y 1800; el horno de cal, ubicado en la zona de Man- 
guera Azul, en Polanco, y las pulperías de Polanco. 


En Maldonado, entre otras, tenemos las fortifica- 
ciones de la isla de Gorriti de 1762, 1765, 1777, 1778 
y 1793; la Cachimba del Rey, de 1757; la Calera del 
Rey, de 1757; la iglesia de San Carlos, de 1804; la 
Torre del Vigía, erigida entre los años 1797 y 1800; el 
molino de viento de Velázquez, de 1818, y el Marco 
de los Reyes, de 1752. 


En Rocha -para terminar- tenemos la Fortaleza 
de Santa Teresa; el Fuerte de San Miguel; el Museo 
de San Miguel; el Cerro de Buena Vista, a cuyo pie fue 
colocado el primer marco de la demarcación de Amé- 


rica Meridional, correspondiente al Tratado de Madrid 
de 1750 -el marco actualmente lo han desplazado a la 
Fortaleza de Santa Teresa-; y el casco de la estancia 
de Francisco de los Santos -quien vivió allí en 1815, 
cuando era alcalde de Artigas-, de la época colonial, 
hecho todo de piedra. 


Quiere decir que existe un rico patrimonio de la 
época colonial, y, sin duda, el Gobierno español po- 
dría estar interesado en cooperar para crear un marco 
adecuado y mejorar y mantener estos monumentos. 


En consecuencia, y dentro del marco de la ley 
que esta Cámara ha aprobado sobre turismo histórico, 
solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a la Embajada de España en el Uruguay, al 
Ministerio de Relaciones Exteriores y a las |ntenden- 
cias de Soriano, Colonia, Flores, Florida, Durazno, Ca- 
nelones, Cerro Largo, Lavalleja, Maldonado y Rocha. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Se va a votar el 
trámite solicitado. 


(Se vota) 
——incuenta y ocho en sesenta: AFIRMATIVA. 


Ha finalizado la media hora previa. 


12.- Licencias. 
Integración de la Cámara. 


Dese cuenta del informe de la Comisión de 
Asuntos |nternos relativo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee: ) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja a 
la Cámara aprobar la solicitud de licencia del se- 
ñor Representante Guido Machado, por motivos 
personales, inciso tercero del artículo único de la 
Ley N2 16.465, por el período comprendido entre 
los días 12 y 13 de junio de 2002, convocándose 
a la suplente correspondiente siguiente, señora 
María Terrón de Estéves". 


———En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

———Cincuenta y cinco en sesenta: AFIRMATIVA. 


Queda convocada la suplente correspondiente, y 
se le invita a pasar a Sala. 


(ANTECEDENTES: ) 
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"Montevideo, junio de 2002. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Guillermo Álvarez. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Al amparo de lo previsto por la Ley N* 16.465, 
solicito al Cuerpo que tan dignamente preside se sirva 
concederme el uso de licencia por razones persona- 
les por los días 12 y 13 de junio inclusive. 

Sin otro particular, le saluda muy atentamente. 

GUIDO MACHADO 
Representante por Rivera". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Rivera, Guido Machado. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 12 y 
13 de junio de 2002. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, y por el inciso tercero 
del artículo único de la Ley N* 16.465, de 14 de enero 
de 1994. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el período comprendido entre los días 12 y 13 de ju- 
nio de 2002, al señor Representante por el departa- 
mento de Rivera, Guido Machado. 


2) Convóquese por Secretaría, por el mencionado 
lapso, a la suplente correspondiente siguiente de la 
Hoja de Votación N* 292000 del Lema Partido Colo- 
rado, señora María Terrón de Estéves. 


Sala de la Comisión, 12 de junio de 2002. 
DAISY TOURNÉ, JORGE CHÁPPER, 
TABARÉ HACKENBRUCH". 


13.- Comisión de Legislación del Trabajo. 
(Autorización para reunirse simultá- 
neamente con la Cámara). 


———Dese cuenta de una moción llegada a la Mesa, 
presentada por la señora Diputada Castro y los seño- 
res Diputados Falco y Bentancor. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que, de acuerdo con lo 
dispuesto en el numeral 10 del artículo 50 del 
Reglamento, se autorice a la Comisión de Legis- 
lación del Trabajo para que continúe reunida si- 
multáneamente con la Cámara". 


———<SE€ Va a votar. 
(Se vota) 


———Cincuenta y nueve en sesenta: AFI RMATIVA. 


14.- Aplazamiento del asunto que figura 
en primer término del orden del día. 


Se entra al orden del día. 


En mérito a que no han llegado a la Mesa listas 
de candidatos, si no hay objeciones, correspondería 
aplazar la consideración del asunto que figura en pri- 
mer término del orden del día: "Comisión Permanente 
del Poder Legislativo. (Elección de miembros para el 
Tercer Período de la XLV Legislatura). (Artículo 127 de 
la Constitución)". 


15.-Convenio sobre Cooperación en el 
Campo Sanitario-Veterinario con el 
Gobierno de Rumania. (Aprobación). 


Se pasa a considerar el asunto que figura en se- 
gundo término del orden del día: "Convenio sobre Co- 
operación en el Campo Sanitario-Veterinario con el 
Gobierno de Rumania. (Aprobación)". 


La discusión particular fue cerrada en la sesión 
del miércoles 5 próximo pasado. 


Léase el artículo único. 
(Se lee: ) 


"Apruébase el Convenio entre el Gobierno de 
la República y el Gobierno de Rumania sobre Co- 
operación en el Campo Sanitario-Veterinario, 
suscrito en Bucarest el 3 de setiembre de 1998". 


——<SE€ va a votar. 
(Se vota) 
——Sesenta y cuatro en sesenta y seis: AFIRMATIVA, 


Queda sancionado el proyecto y se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR BARRIOS.- ¡Que se comunique de inme- 
diato! 
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SEÑOR PRESI DENTE (Álvarez).- Se va a votar. 
(Se vota) 

——Sesenta y cinco en sesenta y ocho: AFIRMATIVA. 
(Texto del proyecto sancionado: ) 


"Artículo Único.- Apruébase el Convenio entre el 
Gobierno de la República y el Gobierno de Rumania 
sobre Cooperación en el Campo Sanitario-Veterinario, 
suscrito en Bucarest el 3 de setiembre de 1998". 


16.- Protocolo Adicional a la Convención 
Interamericana sobre Recepción de 
Pruebas en el Extranjero. (Aproba- 
ción). 


———S€ pasa a considerar el asunto que figura en ter- 
cer término del orden del día: "Protocolo Adicional a la 
Convención |nteramericana sobre Recepción de Prue- 
bas en el Extranjero. (Aprobación)". 


(ANTECEDENTES:) 
Rep. N2285 


"PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 25 de abril de 2000. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el numeral 20) del artí- 
culo 168 de la Constitución de la República, a fin de 
reiterar el Mensaje de fecha 24 de mayo de 1995 que 
se adjunta, por el cual se reiteran las solicitudes de 
fechas 3 de mayo de 1988 y 7 de enero de 1992, de 
aprobación parlamentaria del Protocolo Adicional a la 
Convención Interamericana sobre Recepción de 
Pruebas en el Extranjero, suscrito por la República en 
la Tercera Conferencia Especializada Interamericana 
sobre Derecho Internacional Privado, que tuviera lu- 
gar en La Paz, del 15 al 24 de mayo de 1984. 


Al continuar en vigencia para los intereses y el 
prestigio internacional de la República los fundamen- 
tos que en su oportunidad ameritaron su envío, el Po- 
der Ejecutivo se permite solicitar a ese Cuerpo la 
pronta aprobación del mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta 
consideración. 


JORGE BATLLE IBÁÑEZ, DIDIER 
OPERTTI, ANTONIO MERCADER. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único.- Apruébase el Protocolo Adicional 
a la Convención Interamericana sobre Recepción de 
Pruebas en el Extranjero, suscrita por la República en 
la Tercera Conferencia Especializada Interamericana 
sobre Derecho Internacional Privado, que tuviera lu- 
gar en La Paz, del 15 al 24 de mayo de 1984. 


Montevideo, 25 de abril de 2000. 


DIDIER OPERTTI, ANTONIO 
MERCADER. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 24 de mayo de 1995. 


Señor Presidente de la Asamblea General, 
doctor Hugo Batalla. 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de reiterar los Mensajes de fechas 3 de 
mayo de 1988 y 7 de enero de 1992, cuyo texto se 
transcribe, por el que se solicita la aprobación de las 
Convenciones suscritas por la República en la Terce- 
ra Conferencia Especializada Interamericana sobre 
Derecho Internacional Privado que convocada por la 
Organización de los Estados Americanos tuviera lugar 
en La Paz, del 15 al 24 de mayo de 1984, al perma- 
necer vigentes para los intereses de la República, los 
mismos fundamentos que en su oportunidad amerita- 
ron su envío: 


"El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a 
ese Cuerpo de conformidad con el artículo 168, inciso 
20 de la Constitución de la República a efectos de 
someter a su consideración para la correspondiente 
aprobación legislativa las Convenciones suscritas por 
la República en la Tercera Conferencia Especializada 
Interamericana sobre Derecho Internacional Privado 
que convocada por la Organización de los Estados 
Americanos tuviera lugar en La Paz, del 15 al 24 de 
mayo de 1984. 


Las Convenciones aprobadas en dicha Conferen- 
cia, (en adelante CIDIP ll), cuyos textos separados 
se acompañan, son las siguientes: 


1.- Convención Interamericana sobre Conflictos de 
Leyes en Materia de Adopción de Menores; 


2.- Convención Interamericana sobre Personalidad 
y Capacidad de las Personas Jurídicas en el Derecho 
Internacional Privado; 
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3.- Convención Interamericana sobre Competencia 
en la Esfera Internacional para la Eficacia Extraterrito- 
rial de las Sentencias Extranjeras; 


4.- Protocolo Adicional a la Convención Interame- 
ricana sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero. 


Tales Convenciones y el Protocolo Adicional fue- 
ron suscritos en la sesión de clausura, celebrada el 
día 24 de mayo de 1984, por delegados de los si- 
guientes países: Bolivia, Brasil, Colombia, Chile, 
Ecuador, México, Nicaragua, Perú, República Domi- 
nicana, República Oriental del Uruguay y Venezuela. 


Además de los ya mencionados, asistieron a la 
CIDIP ll delegados de los siguientes países: Argenti- 
na, Costa Rica, Estados Unidos, Guatemala, Haití, 
Honduras y Paraguay. 


La solicitud de aprobación de los precitados ins- 
trumentos interamericanos de Derecho Internacional 
Privado se fundamenta en la exposición que se desa- 
rrolla a continuación: 


|, Antecedentes 


1. La conferencia es un órgano especializado de la 
Organización de los Estados Americanos, tal como lo 
prevé la Carta en el artículo 130. 


Hasta el presente tres han sido las Conferencias 
Especializadas Interamericanas de Derecho Interna- 
cional Privado: la CIDIP |, celebrada en Panamá (14 a 
30 de enero de 1975), la CIDIP Il, reunida en Monte- 
video (23 de abril a 8 de mayo de 1979), y la CIDIP 
111, cumplida en La Paz, en la fecha arriba indicada. 


2. En cuanto a las Convenciones aprobadas por la 
CIDIP | han sido: 


1.- Convención Interamericana sobre Conflictos de 
Leyes en materia de Letras de Cambio, Paga- 
rés y Facturas; 


2.- Convención Interamericana sobre Conflictos de 
Leyes en materia de Cheques; 


3.- Convención Interamericana sobre Arbitraje 
Comercial Internacional; 


4.- Convención Interamericana sobre Exhortos o 
Cartas Rogatorias; 


5.- Convención Interamericana sobre Recepción 
de Pruebas en el Extranjero; 


6.- Convención Interamericana sobre Régimen Le- 
gal de los Poderes para ser utilizados en el Ex- 
tranjero. 


Todas ellas, ratificadas por el Gobierno de la Re- 
pública por Decreto-Ley N* 14.534, de 24 de junio de 
1976. 


3. Las Convenciones aprobadas por CIDIP Il han 
sido: 


1.- Convención Interamericana sobre Conflictos de 
Leyes en materia de Cheques; 


2.- Convención Interamericana sobre Conflictos de 
Leyes en materia de Sociedades Mercantiles; 


3.- Convención Interamericana sobre Eficacia Ex- 
traterritorial de las Sentencias y Laudos Arbi- 
trales Extranjeros; 


4.- Convención Interamericana sobre Cumpli- 
miento de Medidas Cautelares; 


5.- Convención Interamericana sobre Prueba e 
Información acerca del Derecho Extranjero; 


6.- Convención Interamericana sobre Normas Ge- 
nerales de Derecho Internacional Privado; 


7.- Convención Interamericana sobre Domicilio de 
las Personas Físicas en el Derecho Internacio- 
nal Privado; 


8.- Protocolo Adicional a la Convención Interame- 
ricana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias. 


También aprobadas por el Gobierno de la Repú- 
blica mediante Decreto-Ley N* 14.953, de 6 de no- 
viembre de 1979. 


4. La obra de las tres CIDIP ha tenido por objeto 
actualizar a nivel interamericano la normativa conven- 
cional de los Tratados de Derecho Internacional Pri- 
vado de Montevideo de 1889 y de 1939-40, así como 
el Código Bustamante aprobado en 1928 por la Sexta 
Conferencia Panamericana celebrada en La Habana. 


En tal sentido, se trata de una codificación progre- 
siva que procura, básicamente, regular los conflictos 
de leyes, propios del Derecho Internacional Privado 
clásico, sin perjuicio de la aprobación de leyes uni- 
formes para ciertas materias del tráfico internacional. 


En cuanto a las materias abordadas son varias; 
predomina la materia procesal -como se advierte de 
la nómina de las Convenciones-, aun cuando también 
se alcanzan las materias civil y comercial. 


5. Existe en la obra de las CIDIP una hilazón de- 
terminada por el objeto abordado; en este sentido, a 
título de ejemplo, adviértese que la Convención apro- 
bada por la CIDIP Il sobre la Eficacia Extraterritorial 
de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros, ha 
sido complementada por la Convención aprobada por 
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la CIDIP III sobre Competencia en la Esfera Interna- 
cional para la Eficacia de las Sentencias Extranjeras. 


Similar situación se constata en materia de Socie- 
dades Mercantiles y Personas Jurídicas. 


6. A modo de síntesis puede señalarse: 


a) en materia procesal se ha partido de la coope- 
ración judicial internacional a través de la Con- 
vención sobre Exhortos y Cartas rogatorias 
(CIDIP |) para extenderse luego a la regulación 
de los diferentes institutos del proceso jurisdic- 
cional en la esfera internacional; 


b) en cuanto a las materias sustantivas, la obra de 
CIDIP abarca los instrumentos documentarios 
del comercio internacional (Cheques, Letras y 
Facturas), y las sociedades mercantiles como 
sujeto principal en el ámbito mercantil interna- 
cional; al extenderse a la Adopción Internacio- 
nal de Menores, se incluye en la obra codifica- 
dora una típica figura del Derecho Civil de Fa- 
milia. 

7. Tal proceso codificador se ha visto reafirmado 
por la convocatoria de la CIDIP IV (Res. Ag/Res.771 
XV-0/85) respecto de la cual el Gobierno uruguayo ha 
anunciado su interés en ser sede, así como por el te- 
mario provisional de la reunión aprobado por el Con- 
sejo Permanente de la OEA, el que incluye: 


1.- Secuestro y Restitución de Menores; 
2.- Transporte Terrestre; 

3.- Contratación Internacional; 

4.- Obligaciones de Alimentos. 


Además, como un quinto punto optativo, el divor- 
cio. 


8. Es preciso consignar que el creciente número 
de Estados ratificantes, según consta en las Tablas 
anexas, muestra de modo inequívoco la receptividad 
que ha tenido y tiene en los países del sistema inte- 
ramericano la obra codificadora de la CIDIP. 


Igualmente, es oportuno señalar que las Delega- 
ciones del Uruguay han cumplido en las tres CIDIP 
una destacada labor, teniendo a su cargo en todas 
ellas, algunas de las Relatorias, tal como se registra 
en el documento anexo con indicación de las respec- 
tivas autoridades y división de las tareas de las Con- 
ferencias. 


Con ello no se ha hecho sino continuar una verda- 
dera tradición nacional en el ámbito del Derecho In- 
ternacional Privado, magistralmente inaugurada por 


Gonzalo Ramírez en el Primer Congreso Sudameri- 
cano de Montevideo de 1889, seguida por la brillante 
actuación del Profesor Alvaro Vargas Guillemette en 
el Segundo Congreso de 1939-40, y llevada a un gra- 
do superior en el campo de la construcción doctrinaria 
por el eximio Profesor Quintin Alfonsín. 


9. Finalmente, es importante establecer que las 
Convenciones Interamericanas en vigor vienen siendo 
objeto de aplicación por la jurisprudencia de los dis- 
tintos Estados Parte y en lo que refiere en particular al 
Uruguay, ello se advierte con frecuencia cada vez 
mayor en los respectivos repertorios especializados. 


II. Análisis de las Convenciones 


CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
CONFLICTOS DE LEYES EN MATERIA DE 
ADOPCION DE MENORES 


1) Naturaleza del instituto y finalidad de la Con- 
vención 


La adopción constituye un instituto del Derecho 
Privado cuya fuente se encuentra en la ley, que lo 
crea y lo regula en los diversos aspectos vinculados a 
los sujetos, modalidades y efectos, optando por uno u 
otro tipo de solución según las características por las 
cuales se incline en definitiva la política legislativa de 
los Estados en la materia. 


El Derecho Internacional Privado se ve convocado 
a la regulación de la adopción cuando la categoría en 
juego involucra a más de un Estado -y a su orden ju- 
rídico- sea en el momento de la constitución del vín- 
culo, sea posteriormente en el acto de la invocación 
de su eficacia extraterritorial y, en particular, de sus 
efectos. 


En el ámbito de los países del sistema interameri- 
cano en general, la adopción está prevista en los de- 
rechos internos, los que carecen en la mayoría de los 
casos de normas nacionales sobre el tema destina- 
das a resolver las cuestiones jurídicas vinculadas al 
Derecho Internacional Privado y de modo especial, la 
cuestión de la ley y jurisdicción competente. Es por 
ello que la Convención pretende llenar dicho vacío de 
previsión normativa, con referencia al área internacio- 
nal interamericana, sin que ello implique en modo al- 
guno fijar pautas políticas nacionales o internaciona- 
les en relación a la adopción, ni fomentándola ni de- 
sechándola como solución. 


Es preciso indicar aquí que la ley de la residencia 
habitual del menor, de conformidad con la Conven- 
ción, rige la capacidad, consentimiento y demás re- 
quisitos para ser adoptado, así como los procedi- 
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mientos y formalidades extrínsecas para la constitu- 
ción del vínculo. 


Queda garantizada de este modo la incumbencia, 
decisiva, del país del adoptado y sus propias políticas 
en materia de adopción internacional de menores. 


11) Antecedentes de la Convención de La Paz 


El Cuarto Congreso Panamericano del Niño, cele- 
brado en Santiago de Chile en 1924, invitó a los go- 
biernos americanos a incorporar a sus legislaciones la 
adopción de menores, como una institución favorable 
al adoptado y no solo como medio de proveer des- 
cendencia. 


En las décadas de los años treinta y cuarenta se 
aprueban las primeras leyes en la materia y en Fran- 
cia, en 1939. 


Este tipo de adopción plena cuya característica 
esencial es romper el vínculo anterior al tiempo que 
crea uno nuevo de carácter irrevocable, se incorpora 
a nuestro sistema positivo en 1945. 


Este instituto se prevé en los textos internaciona- 
les interamericanos aún antes de su consagración en 
los derechos internos de los Estados latinoamerica- 
nos. En 1928, el Código de Bustamente aprobado en 
La Habana (Sexta Conferencia Panamericana) trata 
de la adopción internacional en los artículos 73 a 77. 
También el Tratado de Derecho Civil Internacional de 
Montevideo de 1940 hace lo propio en los artículos 23 
y 24. 


A pesar de que a partir de la década del 40 ad- 
quiere incremento la adopción internacional por razo- 
nes de índole diversa (disolución familiar, pobreza 
crítica, guerras y violencia, etc.), la Décima Asamblea 
General de la OEA, reunida en Washington resuelve 
incluirlo como tema de la CIDIP 1II. En 1981, la Undé- 
cima Asamblea General, reunida en Santa Lucía apo- 
ya la iniciativa del Instituto Interamericano del Niño de 
llevar a cabo una reunión con el cometido de exami- 
nar el tema, la que tiene lugar en Quito en 1983. En 
ella, grupos de trabajo interdisciplinarios (médico, so- 
ciológico y jurídico) intercambiaron valiosa informa- 
ción y llegaron a conclusiones que constituyeron el 
fundamento de la regulación posterior. El grupo de 
Derecho Internacional Privado optó por utilizar como 
documento básico de trabajo el preparado por el ex- 
perto uruguayo, el que incluía un proyecto de Con- 
vención Interamericana de normas de conflicto que 
fue aprobado con algunas modificaciones. El proyecto 
de Quito fue elevado a consideración del Comité Jurí- 
dico Interamericano, el que en su período de sesiones 
de enero de 1984 aprobó un proyecto sobre conflicto 


de leyes en materia de adopción de menores. Este 
último proyecto, así como el de Quito y el presentado 
por la delegación uruguaya, constituyeron los docu- 
mentos básicos sobre los que trabajó la respectiva 
Comisión en La Paz más los que luego se agregaron, 
uno de Argentina, y otro de Nicaragua en materia de 
nacionalidad del adoptado. 


111. Examen de la Convención 


111.1. Ámbito de aplicación de la Convención y 
definición de la adopción internacional 


El artículo 1 dispone que la Convención "se aplica- 
rá a la adopción de menores bajo las formas de 
adopción plena, legitimación adoptiva y otras institu- 
ciones afines, que equiparan al adoptado a la condi- 
ción de hijo cuya filiación esté legalmente establecida, 
cuando el adoptante (o adoptantes) tenga su domicilio 
en un Estado Parte y el adoptado su residencia habi- 
tual en otro Estado Parte". 


Esta fórmula -a la vez que señala el carácter inter- 
nacional de la categoría en relación a la conexión 
domicilio o residencia en su caso- favorece las llama- 
das adopciones plenas y afines, habida cuenta del in- 
conveniente de la revocación de tales actos en la es- 
fera internacional. 


No obstante, el artículo 2 dispone que cualquier 
Estado Parte, en el momento de la firma, ratificación o 
adhesión, puede declarar que extiende su aplicación 
a cualquier otra forma de adopción internacional de 
menores, de modo de posibilitar por esta vía, la ex- 
tensión de la Convención también al tipo de adopcio- 
nes simples. La fórmula resulta lógica en un sistema 
de conflicto donde en definitiva resulta aplicable la ley 
nacional escogida, aunque cabe señalar que la mo- 
derna tendencia, como en la Convención de Estras- 
burgo de 1968, lleva al desplazamiento de la adop- 
ción simple por la plena. 


También pueden los Estados Parte "en todo mo- 
mento", como señala el artículo 20, extender la Con- 
vención a las adopciones puramente internas, en las 
que adoptante y adoptado tienen residencia en un 
mismo Estado "cuando de las circunstancias del caso 
concreto, a juicio de la autoridad interviniente, resulte 
que el adoptante (o adoptantes) se proponga consti- 
tuir domicilio en otro Estado Parte después de cons- 
tituida la adopción". 


El artículo 25 por su parte establece el efecto ex- 
traterritorial de pleno derecho de las adopciones in- 
ternas, cuando adoptante y adoptado residan en un 
mismo Estado "sin perjuicio de que tales efectos se 
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rijan por la ley del nuevo domicilio del adoptante (o 
adoptantes)". 


111.2. La ley aplicable 


El Tratado de Derecho Civil de Montevideo de 
1940 consagra en el artículo 23, una solución de tipo 
acumulativo y regula la adopción internacional por las 
"leyes de los domicilios de las partes en cuanto sean 
concordantes, con tal de que el acto conste en ins- 
trumento público". 


La Convención de La Paz se aparta de este ante- 
cedente y distribuye entre la ley de la residencia ha- 
bitual del menor y la del domicilio del adoptante la re- 
gulación de las condiciones de fondo de la adopción, 
atribuyéndoles, respectivamente, "la capacidad, con- 
sentimiento y demás requisitos para ser adoptado..." 
por un lado y "a) la capacidad para ser adoptante; 
b) los requisitos de edad y estado civil del adoptante; 
c) el consentimiento del cónyuge del adoptante... y 
d) los demás requisitos para ser adoptante", por el 
otro (artículos 3 y 4). 


En cuanto a "los procedimientos y formalidades 
extrínsecas necesarias para la constitución del vín- 
culo" el artículo 3 los somete a la ley de residencia 
habitual del menor; solución conveniente pues esta 
última es a la vez la "lex fori", ya que la competencia 
para el otorgamiento de las adopciones se atribuye 
por el artículo 15 a las autoridades del mismo Estado. 


La Convención se inclina por la ley del adoptado, 
atendiendo a las soluciones normativas señaladas; 
dicha opción se corrobora en el mismo artículo 4 pre- 
citado in fine, cuando establece que "en el supuesto 
de que los requisitos de la ley del adoptante (o adop- 
tantes) sean manifiestamente menos estrictos a los 
señalados por la ley de la residencia habitual del 
adoptado, regirá la ley de éste". Se señaló la ventaja 
de esta solución, pues al ser la ley escogida la del 
adoptado, se minimiza la posibilidad de aplicación del 
orden público internacional, que pudiere surgir por in- 
compatibilidad entre las reglas vinculadas al menor y 
las del adoptante. 


111.3. La jurisdicción competente 


Las disposiciones relativas a la competencia inter- 
nacional se circunscriben a efectuar su distribución en 
el espacio, obviando un pronunciamiento acerca de 
las autoridades competentes para el otorgamiento de 
las adopciones en cada Estado, tal como se efectuara 
en la Reunión de Expertos de Quito. 


Los artículos 15 y 16 establecen que el otorga- 
miento, la anulación y la revocación de la adopción 


son de la competencia de las autoridades del Estado 
de la residencia habitual del adoptado. 


Esta solución se aparta de los precedentes de la 
Reunión de Expertos de Quito y del Proyecto del Co- 
mité Jurídico Interamericano, en los que resultaban 
competentes las autoridades de los Estados de resi- 
dencia habitual del adoptado y del adoptante, sea a 
opción del promotor de la adopción -en uno de los 
proyectos- o bajo otras alternativas. 


La regla finalmente aprobada implicaría el traslado 
de los adoptantes para concretar la adopción o cons- 
tituir apoderados que lleven a cabo las gestiones per- 
tinentes. Esta última modalidad -no prevista en la 
Convención- suscitó controversias, aunque cabe con- 
cluir de una interpretación contextual e histórica que 
ésta no prohíbe la adopción por poder y que corres- 
pondería a la ley de residencia habitual del menor re- 
solver acerca del punto, si se opta por una calificación 
que permita encuadrarla dentro de los procedimientos 
y formalidades previstos en el artículo 3. 


En cuanto a la conversión de la adopción simple 
en plena, cabe indicar aquí que son competentes las 
autoridades del Estado de residencia habitual del 
adoptado al momento de la adopción o las del Estado 
donde tenga domicilio el adoptante o las del Estado 
donde tenga domicilio el adoptado cuando tenga do- 
micilio propio al momento de pedirse la conversión 
(artículo 16 inciso 2). 


Los Jueces del domicilio del adoptante, mientras el 
adoptado no constituya domicilio propio decidirán las 
cuestiones relativas a las relaciones entre adoptado y 
adoptante y entre las respectivas familias. 


111.4. Los efectos de la adopción 


Los artículos 9, 10 y 11 prevén el régimen de los 
efectos de la adopción internacional, en una fórmula 
que supera tanto a la Convención de La Haya de 
1964, que ignoró el punto, como a los Tratados de 
Montevideo de 1940, respecto del cual surgieron du- 
das interpretativas en cuanto a la eventual regulación 
implícita de dichos efectos en su formulación normati- 
va. 


Al respecto, la Convención regula: 


- las relaciones de adoptante y adoptado en las 
adopciones plenas o equivalentes se regulan 
por la misma ley que rige las relaciones del 
adoptante (o adoptantes) con su familia legíti- 
ma, incluyendo las relaciones alimentarias (ar- 
tículo 9). 
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- en las restantes formas de adopción rige la ley 
del domicilio del adoptante en las relaciones 
entre adoptante y adoptado; las relaciones en- 
tre este último y su familia de origen se regulan 
por la ley de residencia habitual del menor al 
momento de la adopción. 


- el artículo 11 inciso 2 establece que la adop- 
ción plena o equivalente equipara el hijo adop- 
tivo al legítimo, norma de tipo material que im- 
pondría, para los Estados Parte, una modifica- 
ción eventual en su legislación sucesoria. En 
cuanto a la ley aplicable a los derechos suceso- 
rios entre adoptante y adoptado, el inciso 1 del 
mismo artículo dispone que se regulará por la 
ley de las respectivas sucesiones. Los impedi- 
mentos para contraer matrimonio no fueron 
objeto de previsión específica, simplemente se 
menciona que subsisten entre el adoptado y su 
familia de origen (artículo 9 b.). Ello autoriza a 
interpretar que se regirían por la ley de la cele- 
bración, ya que es ésta la conexión por la que 
optaron nuestro sistema de Derecho Interna- 
cional Privado Nacional y los Tratados de 
Montevideo. 


- €el artículo 9 b. dispone que los vínculos entre el 
adoptado y su familia de origen "se considera- 
rán disueltos", norma material que pone fin a 
toda discusión al respecto y torna irrelevante la 
cuestión relativa a si dicha ruptura integra los 
efectos de la adopción. 


111.5. Revocación, anulación y conversión 


Solo son revocables las adopciones simples, as- 
pectos que se someten a la ley de residencia habitual 
del adoptado al momento de la adopción (artículo 12). 


La anulación se rige por la ley de su otorgamiento 
-la de la residencia habitual del adoptado- "velándose 
por los intereses del menor de conformidad con el ar- 
tículo 19 de la Convención" (artículo 14). El artícu- 
lo 19 establece una solución "favor negotii" en favor 
de la validez de la adopción y en beneficio del adop- 
tado, disponiéndose además -en consonancia con la 
Convención sobre Normas Generales de Montevideo 
de 1979- que las leyes aplicables "se interpretarán 
armónicamente". 


Se prevé la posibilidad de conversión de adopción 
simple en adopción plena, figura que tiende a favore- 
cer las formas plenas de adopción y tiene antece- 
dentes en los precitados documentos que sirvieron de 
antecedente a la Convención (artículo 13). Ella se re- 
girá, a elección del actor, por la ley de residencia ha- 
bitual del adoptado -al momento de la adopción- o la 


del Estado donde tenga domicilio el adoptante -al 
momento de pedirse la conversión-, conformidad me- 
diante del menor de más de catorce años. 


111.6. La eficacia extraterritorial de las adopcio- 
nes internas 


La Convención consagra el efecto de pleno dere- 
cho de las adopciones internas en todos los Estados 
Parte (artículo 25). Se resuelve con ello un problema 
frecuente, en una solución -ley del nuevo domicilio del 
adoptante- que difiere de la prevista para los efectos 
de la adopción internacional plena, cuya ley aplicable 
es la misma que rige las relaciones del adoptante con 
su familia legítima (la cual podría no ser la del domici- 
lio del adoptante). Tendríamos entonces una ley di- 
versa para los efectos, según fuera la adopción inter- 
na o internacional. 


En cuanto a los efectos de pleno derecho de estas 
adopciones, serían las consustanciales a la institu- 
ción, como el parentesco, el nombre, la patria potes- 
tad, el derecho alimentario, los impedimentos matri- 
moniales. 


111.7.La institución desconocida y el orden pú- 
blico internacional 


El artículo 5 establece que las adopciones surtirán 
efectos de pleno derecho en los Estados Parte, sin 
que pueda invocarse la excepción de institución des- 
conocida. Se avanza aún más que en la prealudida 
Convención sobre Normas Generales de 1979, que 
condiciona el mecanismo al criterio de la analogía. 
Aunque cabe advertir que resulta obvio que no podría 
darse el caso de que la adopción fuere desconocida 
por los Estados cuyas leyes intervienen en su consti- 
tución, aspecto que fuera así consignado en los ante- 
cedentes. 


La fórmula del orden público (artículo 18) es simi- 
lar a la recogida en las restantes Convenciones del 
ámbito de las CIDIP, aunque cabe destacar ciertas 
limitaciones específicas como en el artículo 5, en el 
artículo 4 in fine (requisitos para adoptar), el referido 
artículo 19, etc. 


CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
PERSONALIDAD Y CAPACIDAD DE LAS 
PERSONAS JURÍDICAS EN EL DERECHO 
INTERNACIONAL PRIVADO 


1) El campo de aplicación de la Convención 


La Convención abarca tres grandes categorías de 
personas jurídicas, las personas jurídicas privadas, el 
Estado y las personas jurídicas de derecho público 
actuando en actividad privada y las personas jurídicas 
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internacionales, cuya regulación y características pa- 
saremos a analizar seguidamente. 


II) Las personas jurídicas privadas 
11.1. Ámbito pasivo y definición 


El artículo 1 se refiere a las personas jurídicas en 
general, constituidas en los Estados Parte, aunque la 
sede o domicilio se halle en un Estado no parte. El 
mismo artículo introduce una definición uniforme de la 
persona jurídica, con la ventaja de que la misma po- 
dría ser aplicada a las relaciones con los Estados no 
signatarios en los casos ante los tribunales de un 
Estado signatario. Sería persona jurídica "toda enti- 
dad que tenga existencia y responsabilidad propias", 
"distintas a las de sus miembros o fundadores" y que 
"sea calificada como persona jurídica por la ley de su 
constitución". El artículo 1 in fine refiere a "categorías 
especiales de personas jurídicas" que podrán regular- 
se por "convenciones específicas". Es este el caso de 
la Convención sobre Sociedades Mercantiles de 1979 
que regula ese tipo de personas jurídicas y que debe 
integrar sus eventuales vacíos o lagunas dentro de su 
propio sistema; no así respecto de las sociedades ci- 
viles -excluidas del campo de aplicación de la men- 
cionada Convención sobre Sociedades- las que, si 
fueren personas jurídicas, entrarían en el ámbito de 
aplicación de la Convención sobre personas jurídicas 
en su análisis. 


II. 2. La "circunstancia de aplicabilidad" 


La constitución en alguno de los Estados Parte es 
la circunstancia que hace aplicable la Convención, 
aspecto denominado por la doctrina en el campo del 
derecho material uniforme internacional como "cir- 
cunstancia de aplicabilidad". Naturalmente que ello es 
diferente del factor de conexión o conexión, en senti- 
do estricto, propio de las normas en conflicto -mayoría 
de los Tratados de Montevideo, por ejemplo-, que lle- 
va a la determinación de la ley aplicable, sin regular 
por sí la relación, aunque la precitada circunstancia 
resulta especialmente útil, en cuanto señala con pre- 
cisión los casos que en definitiva se "conectan" con la 
Convención por inclusión preceptiva de su ámbito de 
aplicación. 


11. 3. El lugar de la constitución 


Se reitera -en el método empleado y en sus térmi- 
nos específicos- la definición de la "ley del lugar de 
constitución" de la Convención de Sociedades Mer- 
cantiles de 1979, en cuanto el Artículo 2 dispone que 
aquella es "la del Estado donde se cumplan los requi- 
sitos de forma y fondo requeridos para la creación de 
dicha persona". 


En consecuencia, la Convención no sería aplicable 
a las personas jurídicas que, teniendo su sede social 
en un Estado Parte, han sido constituidas en un Esta- 
do no parte. Situación diversa ocurre cuando el lugar 
de constitución y de sede se encuentran en Estados 
diferentes, pero ambos Estados son partes de la 
Convención. Para este caso se prevé -de modo equi- 
valente a como ocurre en la precitada Convención 
sobre Sociedades Mercantiles- la posibilidad de que 
la persona jurídica sea obligada a cumplir con los re- 
quisitos de la ley de la sede (Artículo 5), con la finali- 
dad de impedir, en ambas Convenciones, el fraude a 
la Ley. 


Es destacable que el relieve asignado al lugar de 
constitución se proyecta en forma significativa sobre 
la ley aplicable a la personalidad y a la capacidad, 
aspectos que, tal como se verá a continuación, con- 
llevan un retorno a la fórmula del Tratado de Derecho 
Civil de Montevideo de 1989 y el abandono de la del 
Tratado de 1940. 


II. 4. La existencia y capacidad 


Se trabajó sobre la base del Proyecto del Comité 
Jurídico Interamericano y de un proyecto presentado 
por la delegación uruguaya que tuviera decisiva in- 
fluencia sobre el texto final aprobado. 


La existencia y capacidad se someten a la ley del 
lugar de constitución, la que también abarca el fun- 
cionamiento, disolución y fusión (Artículo 2). La norma 
aprobada es más amplia que la propuesta por el Co- 
mité y que la Convención de Sociedades Mercantiles 
de 1979, ya que ninguna de ellas es aplicable a la fu- 
sión. La mención del "funcionamiento" se vincula pu- 
ramente al interno, ya que el ejercicio de la actividad 
está previsto en el Artículo 4. 


II. 5. El reconocimiento 


También en este punto, se aprecia su equivalencia 
de soluciones respecto de la Convención sobre So- 
ciedades Mercantiles de 1979. Se consagra en el Ar- 
tículo 3 el reconocimiento de pleno derecho, sin per- 
juicio de la facultad de comprobación de la existencia 
de la persona jurídica. La norma resulta adecuada y 
coherente con un sistema jurídico que adopta como 
ley reguladora la de constitución. 


II. 6. La capacidad de ejercicio 
a. La ley aplicable 


El Artículo 4 dispone que "para el ejercicio de ac- 
tos comprendidos en el objeto social de las personas 
jurídicas privadas, regirá la ley del estado donde se 
realicen tales actos". Aunque con intención similar, 


Miércoles 12 de junio de 2002 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 25 


resulta más precisa la fórmula adoptada en la Con- 
vención de Sociedades Mercantiles donde se dispone 
que la ley del lugar de actuación regula la capacidad 
de ejercicio. La redacción de 1984 podría inducir en 
confusión en cuanto aparece como regulado por di- 
cha ley "el ejercicio de actos" y no la capacidad mis- 
ma, siendo ésta la interpretación adecuada, tal como 
surge de los antecedentes. 


b. El ejercicio directo o indirecto: acertada 
eliminación de la distinción 


Luego de un amplio debate se resolvió no incorpo- 
rar la distinción recogida en el Artículo 4 de la Con- 
vención sobre Sociedades Mercantiles. La multiplici- 
dad de casos de dudosa inclusión abarcados para la 
calificación de ejercicio "indirecto" provocaron críticas 
y complejidades interpretativas respecto de aquella 
designación, circunstancia que determinó la vuelta a 
fórmulas anteriores, en las que dicha distinción no se 
recogía. 


c. La supresión de la habitualidad 


En este aspecto sí, se reitera la solución de la 
Convención sobre Sociedades Mercantiles que reco- 
ge la fórmula de los Tratados de Derecho Civil de 
Montevideo de 1889 y deja de lado la de 1940, por 
fundamentos análogos a los expresados en IV. 2. La 
dificultad de precisar el alcance de "ejercicio habitual" 
auspicia su eliminación y coloca en manos de la juris- 
prudencia la identificación concreta de cuando se ve- 
rifica el "ejercicio de actos comprendidos en el objeto 
social", o, meramente, se trate de actos preparatorios. 


II. 7. La representación 


El Artículo 6 contempla la actuación de represen- 
tantes fuera del lugar de constitución de la persona ju- 
rídica, modalidad natural de actuación dentro del re- 
conocimiento de pleno derecho que la propia Con- 
vención prevé y dispone, acerca de la legitimación 
procesal del representante de la persona jurídica para 
responder de pleno derecho a los reclamos y deman- 
das que contra ellas pudieran intentarse con motivo 
de los actos en cuestión. 


III) El Estado y demás personas jurídicas de 
Derecho Público 


Al Derecho Internacional Privado siempre le preo- 
cupó la cuestión del Estado extranjero actuando como 
sujeto de Derecho Privado. Ello estaba previsto ya en 
el Tratado de Montevideo de Derecho Civil de 1889 
(Artículo 3) y en el mismo de 1940 (Artículo 3) exten- 
diéndolo a las "demás personas jurídicas de derecho 
público extranjeras". 


La Convención asegura el reconocimiento de ple- 
no derecho de la personalidad jurídica del Estado y 
personas de derecho público (Artículo 7) sometién- 
dola a dos limitaciones: las restricciones establecidas 
por la ley local y, en particular, las relativas a actos ju- 
rídicos referentes a derechos reales. Además, se sal- 
vaguarda el derecho a invocar la inmunidad de juris- 
dicción (Artículo 7 in fine). La Convención se limita a 
sentar ciertas pautas muy generales, ya que la fija- 
ción de los límites de los derechos y obligaciones a 
que puedan estar sujetos los Estados extranjeros es 
competencia de la ley local, la cual será, en definitiva, 
la que determinará la extraterritorialidad de pleno de- 
recho de la personalidad jurídica en cada caso. 


El Estado extranjero no está en principio sujeto a 
admisión; de ahí la importancia de identificar sus po- 
testades como sujeto de derecho. 


Cabe aclarar que cuando la actividad estatal se 
realice a través de una sociedad mercantil, dicha acti- 
vidad no estaría regulada por la Convención de 1984 
sino por la de 1979 sobre Sociedades Mercantiles, 
que no distingue entre sociedades privadas y públi- 
cas. 


IV) Las personas jurídicas internacionales 
IV. 1. Alcance extensivo de la categoría 


El Artículo 8 sigue, en este tema, los conceptos 
básicos de los proyectos del Comité Jurídico Intera- 
mericano, en especial el de 1983 que contempla a las 
personas jurídicas internacionales emanadas de re- 
soluciones de un Organismo Internacional. 


En atención a sus antecedentes, el referido artí- 
culo tendría el alcance que sigue: 


a) Comprende a los sujetos secundarios o deriva- 
dos del acuerdo entre Estados. 


b) Se trata de sujetos públicos en virtud del nexo 
que mantienen, por su génesis, con los Esta- 
dos. Estarían, en ciertos aspectos, regulados 
por el Derecho Internacional Público, sin perjui- 
cio de que la Convención los abarque en su ca- 
lidad de sujetos de Derecho Internacional Pri- 
vado. 


c) La personalidad jurídica los convierte en entes 
independientes respecto de su Estado de crea- 
ción y pueden, en consecuencia, relacionarse 
con aquéllos o con otros Estados. 


d) La Convención les atribuye personalidad jurídi- 
ca de pleno derecho en los Estados Parte, 
aunque ella no surja del instrumento constituti- 
vO. 
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e) Entrarían en el campo de aplicación de la Con- 
vención, de modo amplio, todos los sujetos de 
derecho público surgidos del acuerdo entre los 
Estados o de resoluciones de un Organismo 
Internacional, sea éste de naturaleza política 
(OEA) o de otra índole (ALADI, Comisión Téc- 
nica Mixta de Salto Grande, Yaciretá, etc.). 


f) No quedarían comprendidas las organizaciones 
internacionales no gubernamentales, cuya in- 
clusión en el proyecto del Comité Jurídico Inte- 
ramericano fuera expresamente rechazada. 
Quedarían, no obstante, incluidas en la Con- 
vención, las personas interetáticas, si éstas 
fueran resultado de un acuerdo entre Estados y 
no exclusivamente de la propias personas jurí- 
dicas entre sí". 


IV, 2. El Derecho aplicable 


a. La ley aplicable a la personalidad y a la vida 
interna 


El estatuto regulador de las personas jurídicas in- 
ternacionales surge del contenido del acuerdo i¡nter- 
nacional o de la resolución que las crea. En conse- 
cuencia, se aplicará una ley nacional en tanto el acto 
constitutivo así lo determine. Dicha posibilidad no se- 
rá, en este caso, consecuencia de un conflicto de le- 
yes. 


La vida interna de la persona jurídica se sujetará a 
dicho acto constitutivo exclusivamente o comple- 
mentado por desarrollos jurídicos posteriores vincula- 
dos al desenvolvimiento de la actividad de la propia 
entidad, cuando ello sea permitido. 


b. La ley aplicable al ejercicio 


La Convención dispone que estas entidades re- 
visten, en todos los Estados Parte, la condición de 
sujetos de derecho privado; pueden actuar, en conse- 
cuencia, del mismo modo que las personas jurídicas 
privadas. Habida cuenta de que estas personas jurí- 
dicas pueden ser creadas por dos o más Estados 
Parte, pero no necesariamente por todos, queda 
abierta a la práctica la actitud de estos terceros paí- 
ses cuando las personas jurídicas actuaren en éstos, 
ya que la Convención guarda silencio al respecto. 


V) Conclusiones 


En síntesis: se trata de una Convención que ajus- 
tándose a criterios aceptados doctrinariamente tiende 
a establecer dentro del sistema interamericano, nor- 
mas ciertas y adecuadas con relación a la personali- 
dad y capacidad de las personas jurídicas en el ám- 
bito del Derecho Internacional Privado. 


CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
COMPETENCIA EN LA ESFERA INTERNACIONAL 
PARA LA EFICACIA EXTRATERRITORIAL DE LAS 
SENTENCIAS EXTRANJERAS 


|) Antecedentes 


La Convención Interamericana sobre Eficacia Ex- 
traterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales 
Extranjeros, suscrita en Montevideo en 1979, exigía 
como requisito procesal básico que el juez o tribunal 
sentenciador tuviera competencia en la esfera inter- 
nacional para conocer y juzgar del asunto de acuerdo 
con la ley del Estado donde la sentencia deba surtir 
efecto (Artículo 2 inciso d). 


Dicha norma no conformó a la totalidad de los 
Estados participantes de la CIDIP ll, al supeditar la 
eficacia extraterritorial del fallo a las soluciones que 
en materia de competencia hubiera establecido el 
Estado receptor. 


La nueva Convención aprobada en La Paz en 
1984 tiene por finalidad posibilitar la debida aplicación 
de la Convención de 1979, evitando conflictos de ju- 
risdicción entre los Estados Parte del sistema intera- 
mericano, mediante normas expresas vinculantes so- 
bre competencia internacional. 


Al pretender cumplirse en otro Estado Contratante 
la sentencia que pone fin a un litigio, el juez del Esta- 
do receptor deberá apreciar -con arreglo a normas 
internacionales- si el juez de la causa era competente 
al dictar el fallo. 


Para el estudio del tema la CIDIP lll tuvo espe- 
cialmente en cuenta los documentos elaborados por 
la Primera Reunión de Expertos en Derecho Interna- 
cional Privado -celebrada en Washington en abril de 
1980-, el proyecto de Convención elaborado por el 
Comité Jurídico Interamericano en 1982, y las modifi- 
caciones propuestas por la Delegación del Uruguay 
en la Conferencia, basadas en los estudios efectua- 
dos por la Sala de Derecho Internacional Privado del 
Instituto de Derecho y Relaciones Internacionales de 
la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de Mon- 
tevideo. 


11) Características generales de la Convención 


A diferencia del sistema global, regulador de la 
competencia internacional, directa e indirecta, se ha 
aceptado un sistema especial, regulador de la temáti- 
ca al exclusivo efecto del reconocimiento y ejecución 
de las sentencias extranjeras. 


Miércoles 12 de junio de 2002 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 27 


Índice elocuente del gradualismo de la codificación 
interamericana contemporánea del Derecho Interna- 
cional Privado. 


La Convención revela un intento de acercamiento 
entre las soluciones del sistema del Derecho Civil y 
del "Common Law", lo que se refleja en algunas solu- 
ciones acordadas y en significativas exclusiones. 


Se trata, asimismo, de una Convención indepen- 
diente y autónoma, pudiendo los Estados que lo de- 
seen ser únicamente partes en esta Convención de 
La Paz, sin quedar al mismo tiempo obligados a ratifi- 
car la Convención aceptada por la CIDIP Il. Sin per- 
juicio de que aquellos Estados que deseen vincular 
ambos instrumentos y complementarlos puedan ha- 
cerlo a través de la declaración del Artículo 12. 


La Convención es, en principio, favorable a acep- 
tar criterios alternativos de competencia, admitiéndo- 
se con flexibilidad diversas posibilidades de actuación 
judicial. Como excepción se admiten criterios exclusi- 
vos para los accionamientos reales sobre bienes in- 
muebles y para aquellos derivados de la contratación 
mercantil internacional en que se haya pactado váli- 
damente la jurisdicción. 


Las normas adoptadas son subsidiarias, en el 
sentido de que son aplicables si no coexisten otras - 
convencionales o consuetudinarias- más amplias y 
generosas (Artículo 8?). 


Finalmente, se trata de una reglamentación frag- 
mentaria que se limita exclusivamente a las situacio- 
nes que contempla, sin posibilidades de extenderse a 
las materias excluidas y sin pretensiones de configu- 
rar una normativa completa y exhaustiva de la juris- 
dicción internacional indirecta (Artículo 6*, acápite). 


111) Alcance de la Convención 


La Convención se aplica a las sentencias judicia- 
les extranjeras en general, sean éstas constitutivas, 
declarativas o de condena. Quedan excluidos los lau- 
dos o sentencias arbitrales en tanto la Convención no 
rige en materia de arbitraje (Artículo 6* literal ¡). 


Los Estados Parte están facultados a extender el 
alcance de la misma a las resoluciones que terminen 
el proceso, a las dictadas por autoridades que ejerzan 
alguna función jurisdiccional y a las sentencias pena- 
les en cuanto se refieran a la indemnización de daños 
y perjuicios derivados del delito. 


Nuestro país no hizo uso de esta misma facultad 
al momento de ratificar la Convención de 1979 sobre 
Eficacia Extraterritorial de Sentencias y Laudos Arbi- 


trales Extranjeros, caducando una posibilidad de ex- 
tensión que en dicha Convención se justificaba. 


No resulta aconsejable, sin embargo, extender el 
ámbito de esta Convención de 1984 en tanto los crite- 
rios de competencia indirecta de la misma no han si- 
do pensados para actos de jurisdicción voluntaria ni 
tampoco existe base jurisdiccional que contemple los 
efectos civiles de las sentencias penales. 


IV) Ámbito espacial y material de aplicación 


Se circunscribe en forma precisa el ámbito geo- 
gráfico en el artículo primero de la Convención, com- 
prendiéndose a las sentencias dictadas por un órgano 
jurisdiccional de un Estado Parte. 


Dicho marco regional no descarta la posibilidad de 
alcanzarse eventualmente a aquellas sentencias ex- 
trarregionales dictadas en cualquier otro Estado ajeno 
al sistema interamericano, que se haya adherido a la 
Convención. 


La Convención se aplicará exclusivamente a los 
fallos dictados en materia civil o comercial -no obs- 
tante no haberlo indicado de modo expreso- quedan- 
do excluidos los fallos en cuestiones laborales (Artí- 
culo 6*, literal g). 


Se eliminan del ámbito de la Convención, de 
acuerdo al artículo 6? determinadas materias, como 
por ejemplo, capacidad de las personas físicas, divor- 
cio, sucesión testamentaria o intestada, daños y per- 
juicios de naturaleza extracontractual, cuestiones ma- 
rítimas y aéreas, etc. 


Las materias excluidas, en su casi totalidad, se 
inspiran en las Convenciones sobre competencia y 
ejecución de decisiones del Mercado Común Europeo 
de 1968 y 1970 y de La Haya de 1971, así como en el 
Convenio Franco-Español de 1969, instrumentos to- 
dos ellos limitativos del campo de su aplicación mate- 
rial. 


Se ha buscado evitar áreas muy complejas y su- 
mamente sensibles al orden público de los Estados, 
en las que también los sistemas del "Common" y "Ci- 
vil Law" varían sustancialmente. 


Algunas de las categorías excluidas, como las 
pensiones alimenticias y la responsabilidad extracon- 
tractual deberán ser contempladas en una próxima 
instancia codificadora, encontrándose incluidas en el 
temario tentativo de la CIDIP IV. 
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V) Análisis de los criterios de competencia in- 
directa 


La Convención clasifica en cuatro secciones, los 
criterios de competencia indirecta aceptados, toman- 
do como base la naturaleza de las acciones: 


A. Acciones personales de naturaleza patrimonial; 


B. Acciones reales sobre bienes muebles corpo- 
rales; 


C. Acciones reales sobre bienes inmuebles; y 


Acciones derivadas de contratos mercantiles 
internacionales. 


A. Acciones personales de naturaleza patrimo- 
nial 


Siguiendo una terminología ya empleada en el 
Tratado de Derecho Civil Internacional de Montevideo 
de 1940 (Artículo 56 inciso 3%) se prevén en esta sec- 
ción cuatro supuestos que dicen relación con las es- 
peciales características del demandado o con sus ac- 
titudes procesales en el juicio. 


Tratándose de personas físicas se acepta el crite- 
rio tradicional del domicilio o residencia habitual del 
demandado, de plena adaptación en los distintos sis- 
temas jurídicos coexistentes en la región. El texto 
aprobado sigue los lineamientos de la Convención 
Interamericana sobre Domicilio de las Personas Físi- 
cas en el Derecho Internacional Privado, aprobada en 
la CIDIP !l, que al identificar el domicilio con el lugar 
de la residencia habitual de la persona se pliega a la 
concepción objetiva. 


Siendo un criterio de competencia en la esfera in- 
ternacional, y no de competencia interna del órgano 
interviniente, resulta acertada la precisión establecida 
de que se requiere el domicilio en el territorio del Es- 
tado Parte donde fue pronunciada la sentencia. 


Para el caso de acciones contra personas jurídi- 
cas, sociedades civiles o comerciales de carácter pri- 
vado se sigue también el criterio del domicilio, el que 
se identifica con el lugar del establecimiento principal. 
Se acepta también como criterio alternativo -para am- 
bas formas societarias- el lugar de constitución de la 
sociedad. 


Aunque no existe definición en el propio docu- 
mento del sentido a darse a la expresión "estableci- 
miento principal", del análisis de las deliberaciones 
emana que fue admitida como equivalente a "sede de 
la administración central", coincidentemente con el 
artículo 5% de la Convención Interamericana sobre 


Conflictos de Leyes en materia de Sociedades Mer- 
cantiles de 1979. 


Quedan excluidas del ámbito de la Convención las 
sociedades de carácter público, obviándose indirec- 
tamente un pronunciamiento sobre el delicado tema 
de la inmunidad de jurisdicción. 


Se prevén también los accionamientos contra su- 
cursales, agencias o filiales de sociedades civiles o 
mercantiles de carácter privado, estableciéndose co- 
mo base de jurisdicción válida el lugar en donde se 
realizan las actividades, objeto de las respectivas 
demandas. La norma implica un desarrollo especial 
del principio general del domicilio para el caso con- 
creto, en armonía con la solución dada por el artícu- 
lo 3? inciso 2* del Tratado de Derecho Comercial Te- 
rrestre Internacional de Montevideo de 1940, que las 
considera domiciliadas en el lugar en donde funcio- 
nan, y sujetas a la jurisdicción de las autoridades lo- 
cales, en lo concerniente a las operaciones que allí 
practiquen. 


Finalmente, en materia de fueros renunciables se 
admite la autonomía de la voluntad como criterio atri- 
butivo de jurisdicción, pero limitada exclusivamente a 
la prórroga "post litem", requiriéndose que el deman- 
dado haya consentido expresamente por escrito la 
competencia del juez o implícitamente a través de su 
comparecencia en el juicio sin cuestionar la misma. 


B. Acciones reales sobre bienes muebles cor- 
porales 


La naturaleza de los bienes tiene influencia en la 
determinación de los jueces que deben conocer en 
las acciones reales que recaigan sobre los mismos. 


Tratándose de bienes muebles corporales la Con- 
vención establece criterios alternativos, aceptando el 
tradicional que atribuye competencia a los jueces del 
lugar en que se encuentren situados al momento de 
la demanda, así como los criterios vigentes en mate- 
ria de acciones personales patrimoniales (Sección A 
del artículo 19). 


Quedan excluidos del ámbito de la Convención los 
bienes muebles incorporales, de más difícil localiza- 
ción y regulados normalmente por convenciones es- 
pecíficas. 


C. Acciones reales sobre bienes inmuebles 


La Convención recoge como criterio de competen- 
cia exclusivo en esta materia el del territorio del Esta- 
do Parte en que se hayan encontrado situados los 
bienes inmuebles, al momento de entablarse la de- 
manda. Temperamento ya aceptado por los Tratados 
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de Montevideo y el Código de Bustamante, y en ge- 
neral en el Derecho Comparado. 


No se tienen en cuenta, en cambio, a las acciones 
mixtas, por entenderse que esta clasificación podría 
no encontrar exacta ubicación dentro del sistema del 
"Common Law". 


D. Acciones derivadas de contratos mercanti- 
les internacionales 


De modo excepcional la Convención recoge la 
autonomía de la voluntad como base atributiva de ju- 
risdicción. Se establecen límites expresos atinentes a 
la materia, en tanto el criterio se admite solo en el 
ámbito de la contratación mercantil internacional. La 
razonabilidad de la conexión entre la jurisdicción ele- 
gida y el objeto de la controversia y la ausencia de 
abusos en la determinación del Juez, como criterios 
restrictivos de la autonomía de las partes, quedan 
sujetos a la apreciación judicial, la que opera tanto en 
el proceso original como en la etapa de reconoci- 
miento o ejecución del fallo. 


VI) Jurisdicción de emergencia 


Se incorpora un nuevo criterio de competencia in- 
directa, pensado para situaciones extremas en que 
existen conflictos negativos de jurisdicción internacio- 
nal y determinado órgano judicial asume competencia 
para evitar denegación de justicia. 


La apreciación de las circunstancias en que asu- 
mió la competencia el tribunal que dictó la sentencia 
quedará siempre a criterio del tribunal requerido. 


VI!) Jurisdicción funcional 


Se contemplan los casos de contrademandas in- 
dependientes y conexas, abarcándose las distintas 
situaciones que el tema ofrece en los sistemas proce- 
dimentales de los Estados Americanos. 


Si se considera la reconvención como una acción 
independiente -posibilidad bien conocida en los Esta- 
dos Unidos de América- será reconocida la sentencia 
que decida la contrademanda solamente si se ha 
cumplido algún criterio de competencia aceptado por 
la Convención. 


En caso de contrademanda estrechamente ligada 
a la demanda principal, segundo supuesto del Con- 
venio, queda satisfecho el requisito si ya hubo criterio 
jurisdiccional cumplido respecto a la demanda princi- 


pal. 


VIII) Competencia exclusiva del Estado reque- 
rido 


La competencia exclusiva estará regulada en la 
Convención de La Paz como excepción jurídica a tra- 
vés de la cual el Estado Parte receptor puede recha- 
zar la eficacia del fallo extranjero dentro de sus fronte- 
ras. 


El uso abusivo de esta norma puede desvirtuar el 
funcionamiento de la Convención aprobada. La inter- 
pretación contextual del Convenio de La Paz así co- 
mo sus antecedentes inmediatos circunscriben -sin 
embargo- la denominada competencia exclusiva a 
sus justos límites. 


En primer lugar, con rango de norma supranacio- 
nal, la propia Convención contempla dos casos de 
competencia exclusiva: en materia de acciones reales 
sobre bienes inmuebles y en materia de acciones de- 
rivadas de contratos mercantiles internacionales con 
pacto atributivo de jurisdicción válido. 


En segundo lugar, en las sesiones de la Reunión 
de Expertos de Washington, antecedente obligado a 
la CIDIP lll, existió consenso de que la jurisdicción 
exclusiva siempre afecta el orden público internacio- 
nal, aun cuando no se recogió en el documento apro- 
bado la fórmula propuesta en este sentido por el 
Profesor Werner Goldschmidt. 


Finalmente, cabe inferir a través de las actas de la 
Comisión que estudió el tema en la CIDIP Ill, como 
interpretación auténtica del texto aprobado, que los 
participantes en dicho evento entendieron por com- 
petencia exclusiva aquella jurisdicción única basada 
en consideraciones de orden público. 


Y al excluirse del ámbito de la Convención varias 
materias en las que prevalece el interés o el orden 
público (Artículo 6%), las posibilidades prácticas de la 
invocación de la excepción quedan reducidas a la mí- 
nima expresión. 


IX) Sentencias provenientes de Estados con 
estructura federal 


Proviniendo el fallo extranjero de un Estado con 
estructura federal, es necesario que el mismo tenga 
plena eficacia en el país de origen y no solamente en 
la circunscripción política de donde emana. Resultaría 
ilógico que la sentencia que no tenga plena eficacia 
intraterritorial pretenda desplegar eficacia extraterrito- 
rial. 


La norma aprobada resuelve acertadamente un 
problema práctico que plantea el reconocimiento ex- 
traterritorial de estas sentencias. 


30 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Miércoles 12 de junio de 2002 


PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCIÓN 
INTERAMERICANA SOBRE RECEPCIÓN DE 
PRUEBAS EN EL EXTRANJERO 


1) Precisiones 


1. El Protocolo de La Paz, al igual que el de Mon- 
tevideo de 1979 a la Convención Interamericana de 
Panamá de 1975 sobre exhortos o Cartas Rogatorias, 
busca conciliar el sistema latinoamericano de coope- 
ración jurídica internacional de mero trámite y proba- 
torio y el régimen del "Common Law" en la materia. El 
primero, fundado en la acción de cooperación de los 
tribunales del estado donde deban diligenciarse las 
actuaciones al servicio del proceso foráneo y, el se- 
gundo, en la intervención de comisionados y agentes 
diplomáticos o consulares del país del juicio, acredi- 
tados ante el Estado donde deban efectuarse notifi- 
caciones e intimaciones u obtenerse pruebas. 


2. El texto prevé, en consecuencia, dos procedi- 
mientos respecto a la recepción de pruebas en el ex- 
tranjero: 


a) diligenciamiento de rogatorias recibidas vía 
Autoridades Centrales por los tribunales del 
país exhortado; y 


b) intervención de agentes diplomáticos o consu- 
lares del Estado donde se desarrolla el proce- 
so, que actuarán donde se tramitará la prueba. 


3. Constituyen antecedentes inmediatos o directos 
del texto aprobado: el Proyecto presentado por la 
Delegación de los Estados Unidos de América en 
ocasión de la CIDIP Il de Montevideo de 1979, ins- 
tancia en la que se resolviera encomendar a la Se- 
cretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos que, a través de la actual Subsecretaría 
de Asuntos Jurídicos, designara expertos para reali- 
zar estudios sobre el tema y convocara a una reunión 
a efectos de elaborar un anteproyecto; el Antepro- 
yecto preparado -en cumplimiento de la resolución 
anterior- por la Primera Reunión de Expertos en De- 
recho Internacional Privado, celebrada en Washington 
en abril de 1980; y el Proyecto del Comité Jurídico 
Interamericano de agosto de 1980. 


11) Ámbito del Protocolo 
11.1. Ámbito material 


4. Surge del Artículo 18, una fuerte identidad entre 
el Protocolo y la Convención a la que accede, siendo 
únicamente posible la adhesión o ratificación por 
aquellos Estados que a su vez hubieren ratificado o 
adherido a la Convención de 1975 sobre Recepción 
de Pruebas en el Extranjero. La vinculación señalada 


resulta igualmente del Artículo 17, norma que ordena 
que las disposiciones del Protocolo sean interpreta- 
das de modo que contemplen las de la Convención. 


Las materias alcanzadas por el Protocolo, Artícu- 
lo 14, son asimismo, las regladas por la Convención - 
materias civil y mercantil, Artículo 2 del texto de 1975- 
pudiendo ser ampliadas al tiempo de la firma, ratifica- 
ción o adhesión a aquellas otras respecto a las cuales 
la propia regulación de Panamá admitía su extensión: 
criminal, laboral, contencioso-administrativa, juicios 
arbitrales (Artículo 15 Convención sobre Recepción 
de Pruebas). 


II. 2. Ámbito espacial 


5. El Protocolo, al igual que los demás textos 
aprobados en ocasión del proceso codificador cons- 
tituido por las Conferencias Especializadas Interame- 
ricanas de Derecho Internacional Privado, se en- 
cuentra abierto tanto a los países miembros de la Or- 
ganización de Estados Americanos, como a aquellos 
ajenos a la misma. (Artículo 18). 


III. Las soluciones consagradas 


III. 1. Actividad de cooperación cumplida por 
tribunales del país donde deba diligenciarse la 
prueba 


6. La misma es reglada en los numerales | a IV del 
Protocolo, en base a la actuación de las Autoridades 
Centrales, que constituyen organismos especializa- 
dos en cooperación jurídica internacional. A través de 
ellas, resulta posible la rápida remisión de exhortos 
entre tribunales de distintos países sin necesidad de 
legalización, atento al carácter oficial de la vía em- 
pleada, y han sido recibidos en el Derecho Interna- 
cional Privado Interamericano por diversos textos 
multilaterales, algunos vigentes entre más de una do- 
cena de naciones (Convenciones de Panamá de 1975 
sobre Exhortos o Cartas Rogatorias y Recepción de 
Pruebas en el Extranjero y de Montevideo de 1979 
sobre Cumplimiento de Medidas Cautelares, etc.). 
Igualmente, diversos Convenios bilaterales vigentes 
entre nuestro país y otros del continente, organizan la 
cooperación en base a la existencia de Autoridades 
Centrales; v.gr., Convenios uruguayo argentinos so- 
bre Igualdad de Trato Procesal y Exhortos; Aplicación 
e Información del Derecho Extranjero y Protección 
Internacional de Menores. 


a) Designación de Autoridades Centrales 


7. De acuerdo al Artículo 1%, cada Estado design a- 
rá una Autoridad Central y comunicará tal designación 
a la Secretaría General de la OEA. Con un criterio 
que busca evitar dispersiones burocráticas y concen- 
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trar la actividad en un único organismo especializado, 
la norma dispone que los países parte también del 
Protocolo Adicional de 1979 a la Convención Intera- 
mericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias de 
1975, designen la misma Autoridad Central. Nuestra 
República ha ratificado el Protocolo de 1979 y la Au- 
toridad Central en relación al mismo, así como res- 
pecto a todos aquellos Tratados Internacionales que 
prevén su existencia, es la Asesoría Autoridad Central 
de Cooperación Jurídica Internacional, organizada por 
Decreto 407/985 del 31 de julio de 1985 en el Ministe- 
rio de Educación y Cultura, al que se transfiere el or- 
ganismo anteriormente constituido en la órbita del ex 
Ministerio de Justicia, cuya nueva ubicación ha sido 
comunicada a la Secretaría General de la OEA. 


b. Empleo de formularios 


8. Con finalidad de simplificar la prestación de co- 
operación y uniformizar la redacción de exhortos en 
que se requiere la misma, así como las constancias 
del cumplimiento o no de las medidas impetradas, el 
Artículo 2* prevé el empleo de fórmulas según mode- 
los, cuyos textos se acompañan en un Anexo. 


Cc. Deber de comunicar los idiomas oficiales 
de los Países Parte, dadas ciertas hipótesis 


9. Atento a la posibilidad que accedan al Protocolo 
Estados con más de un idioma oficial -en el conti- 
nente americano caso de Canadé- el Artículo 2 dis- 
pone, a efectos de facilitar la remisión de rogatorias, 
que los Estados Parte con tal característica comuni- 
quen a la Secretaría General de la OEA -al momento 
de la firma, adhesión o ratificación- cuál o cuáles 
idiomas deberán ser considerados oficiales. 


d. Diligenciamiento de las rogatorias 
d. 1. Remisión. 


10. El Artículo 3 dispone que los exhortos sean 
remitidos a la Autoridad Central del Estado rogado 
por la Autoridad Central del país requirente. 


La Autoridad Central requerida transmitirá el 
exhorto al órgano jurisdiccional nacional competente, 
de acuerdo a su ordenamiento jurídico interno, de 
manera inmediata. En nuestro país, el Decre- 
to 392/986 de 28 de julio de 1986 prevé a tales efec- 
tos una comunicación directa entre la Suprema Corte 
de Justicia y la Autoridad Central, procedimiento que 
se ha demostrado en la práctica muy efectivo. 


d.2. Medios de apremio 


11. El Artículo 4 busca evitar la discriminación en- 
tre el diligenciamiento de la prueba nacional y la soli- 
citada desde el extranjero, disponiendo que el tribunal 


exhortado aplique "las medidas de apremio apropia- 
das previstas en su legislación", luego de verificado 
que se han cumplido los requisitos exigidos por su 
propia legislación para que tales medidas se apliquen 
en procesos locales. 


d.3. Presencia e intervención de abogados y 
apoderados de las partes en el cumplimiento de 
las rogatorias 


12. El Artículo 5 autoriza la presencia de abogados 
o apoderados de las partes pertenecientes al país en 
que se lleva a cabo el juicio en el Estado de diligen- 
ciamiento de la rogatoria. La regulación aprobada re- 
sultó más restrictiva que la proyectada, que además 
permitía la actuación de tales letrados. La interven- 
ción de abogados y procuradores actuantes en el país 
del juicio en el Estado rogado, de acuerdo al artículo 
citado, queda en definitiva sujeta a lo que al respecto 
disponga la legislación de este último. 


d.4. Gratuidad del diligenciamiento de la roga- 
toria 


13. La solución de principio, es la gratuidad en la 
tramitación de la rogatoria, Artículo 6, criterio compar- 
tible en tanto el Protocolo busca estrechar la coope- 
ración jurisdiccional entre los Estados Parte. La gra- 
tuidad empero no es absoluta; el Estado podrá recla- 
mar a la parte requirente el pago de actuaciones que 
conforme a su ley interna deban ser sufragadas. El 
exhorto extranjero es equiparado por el Protocolo al 
nacional pero, con criterio lógico, se busca evitar que 
en definitiva resulte privilegiado respecto a éste. 


A efectos de costear gastos, la parte solicitante de 
la medida deberá designar en el Estado rogado la 
persona que atienda los mismos o acompañar cheque 
por el costo de las actuaciones. 


Con la finalidad de facilitar los pagos, el artículo 7 
dispone que los Estados al depositar en la Secretaría 
General de OEA el instrumento de ratificación o ad- 
hesión, informen que actuaciones según su legisla- 
ción interna son onerosas y el valor razonable esti- 
mado; extremo éste que ha de resultar necesario te- 
ner presente al momento en que nuestra República 
deposite el respectivo instrumento de ratificación. 


En base a la reciprocidad, los Estados podrán in- 
dicar al momento de realizar la declaración aludida 
precedentemente, que no cobrarán gastos que de lo 
contrario los requirentes del acto de cooperación de- 
berían abonar (Artículo 8). 
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III. 2. Recepción de pruebas por agentes diplo- 
máticos o consulares 


14. El Capítulo V regula este procedimiento cuya 
posibilidad ya estaba prevista en la Convención de 
Panamá de 1975 sobre Recepción de Pruebas en el 
Extranjero -ratificada por Uruguay por Decreto-Ley 
N?* 14.534 del 24 de junio de 1976- Artículo 14 "in fi- 
ne". 


15. El Artículo 9 dispone especialmente que la 
actuación de agentes consulares o diplomáticos en la 
recepción de pruebas dentro del ámbito de su juris- 
dicción no puede suponer el empleo de medios de 
apremio. 


El artículo distingue entre actividad probatoria lle- 
vada a cabo por tales agentes respecto a sus nacio- 
nales y en relación a los de terceros países, caso en 
el cual sus potestades pueden ser más restringidas. 


Límites a la actividad probatoria de diplomáti- 
cos y cónsules en la recepción de pruebas relati- 
vas a no nacionales del Estado al que pertenecen 


16. Los Estados Parte en el momento de firmar, 
ratificar o adherir al Protocolo (Artículo 10) podrán li- 
mitar las actuaciones probatorias de diplomáticos y 
cónsules respecto a los no nacionales del Estado 
acreditante de dichos agentes, tanto en razón de 
materia, como respecto a las condiciones de tiempo y 
lugar en que deban desarrollar sus actividades (Artí- 
culo 9). 


Las posibilidades de reducción de la actividad pro- 
batoria en razón de materia deben tener en cuenta el 
Artículo 2% de la Convención Interamericana de 1975 
sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero, en fun- 
ción del cual el Protocolo queda circunscripto a la te- 
mática civil y mercantil, excepto declaración extensiva 
de los Estados (Artículo 14). Por consiguiente, la re- 
ducción deberá circunscribirse a las categorías perte- 
necientes a una de las dos ramas jurídicas enuncia- 
das y, atento a la naturaleza de los intereses protegi- 
dos, podría resultar conveniente excluir de la compe- 
tencia de funcionarios ajenos al foro, las cuestiones 
relativas a la minoridad. 


Respecto a condicionamientos relativos a lugar, 
autorizados también por el Artículo 10, puede resultar 
conveniente que la actividad probatoria de cónsules y 
diplomáticos se realice fuera de sus sedes, en ofici- 
nas del Estado acreditante especializadas en la coo- 
peración jurídica internacional, v. gr., la Autoridad 
Central de Cooperación Jurídica Internacional, como 
medio de velar por el adecuado cumplimiento de los 
límites y garantías previstas por el Artículo 12. 


Diligenciamiento de las pruebas 


17. El artículo 12 autoriza al agente diplomático o 
consular a someter su actuación a las reglas y proce- 
dimientos del país al que pertenece -pues es funcio- 
nario de dicho Estado y la actividad que desarrolla se 
encuentra al servicio de un proceso allí tramitado- a 
condición que "la diligencia solicitada no fuere contra- 
ria a disposiciones legales en el Estado requerido que 
expresamente la prohíban" (artículo 2 literal 2, Con- 
vención de 1975 sobre Recepción de Pruebas en el 
Extranjero). 


18. En materia de prestación de testimonios, se 
prevé expresamente que el declarante ante cónsul o 
diplomático puede rehusarse a prestaros, tanto (de 
acuerdo a lo dispuesto por el artículo 12 de la Con- 
vención) conforme a la ley del Estado requerido, co- 
mo del Estado requirente. 


19. Las personas a quienes se requiera pruebas o 
información podrán estar asistidas por abogados, in- 
térpretes o auxiliares de su confianza (artículo 12 "in 
fine"), como medio de asegurar plenamente sus dere- 
chos. 


Medidas de apremio 


20. En tanto los agentes diplomáticos o consulares 
no se encuentran autorizados a emplear por sí me- 
dios de apremio (artículo 9), pueden requerir la adop- 
ción de los mismos a los órganos jurisdiccionales del 
Estado en que se desarrollen sus actividades, los que 
únicamente podrán acceder cuando estimen que se 
han cumplido las condiciones exigidas por su ley (ar- 
tículo 11). 


21. El artículo 13 se basa en la índole no exclu- 
yente de los dos procedimientos legislados en materia 
de obtención de pruebas y en consecuencia la frus- 
tración en el diligenciamiento de la prueba en base al 
procedimiento del artículo 9 no impide acudir a la vía 
Autoridades Centrales. 


111.3. Procedimientos especiales 


22. Las autoridades del Estado exhortante podrán 
solicitar que se cumplan procedimientos especiales, 
propios del ordenamiento requirente, pedido que los 
tribunales rogados en principio deberán observar (ar- 
tículo 15), excepto que fueren de imposible cumpli- 
miento en dicho país, o resultaren incompatibles con 
su legislación (artículo 6 Convención de 1975 sobre 
Recepción de Pruebas). 


La facultad de requerir por los tribunales rogantes 
el cumplimiento de procedimientos específicos no es 
nueva para el Derecho Internacional Privado Procesal 
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uruguayo (además de la Convención de 1975 sobre 
Recepción de Pruebas -artículo 6-, admiten tal hipó- 
tesis la Convención de 1975 sobre Exhortos o Cartas 
Rogatorias (artículo 10 y los Convenios bilaterales 
uruguayo-argentino y uruguayo-chileno sobre lIgual- 
dad de Trato Procesal y Exhortos, artículos 5 de am- 
bos textos) y se funda en la naturaleza accesoria del 
proceso cooperativo respecto del principal, a cuyo 
servicio se llevan a cabo las actuaciones en el ex- 
tranjero. 


111.4. Exhibición o transcripción de documentos 


23. El diligenciamiento de las rogatorias es objeto 
de severo condicionamiento (artículo 16); se exige: 


a) que el proceso esté iniciado; se evita de esta 
forma el deber de acceder a exhibiciones o informa- 
ciones documentarias requeridas con carácter preju- 
dicial, lo que el sistema del common law denomina 
"pretrial discovery of documents" -conforme informe 
del Relator de la Comisión ll de la Conferencia de La 
Paz de 1984, Frederick Heller, págs. 4 y 5-; 


b) que los documentos sean razonablemente 
identificados; y 


c) que se especifique la razón por la cual la 
parte requirente cree que los documentos se encuen- 
tran en posesión o son de conocimiento de la persona 
requerida. 


La parte a la que se solicite la información, puede 
siempre negar ésta de acuerdo a los términos de la 
Convención sobre Recepción de Pruebas. 


24. Los Estados, al momento de firmar, ratificar o 
adherir a la Convención, pueden declarar que cumpli- 
rán los exhortos referidos en el artículo en examen, a 
condición que la rogatoria precise la relación entre la 
prueba requerida y el proceso en relación al cual ésta 
se solicita. Juzgamos conveniente que Uruguay 
efectúe en su oportunidad la mencionada declaración, 
como medio de evitar requerimientos abusivos O 
cuando menos, no seriamente fundados. 


111.5. Conclusiones 


25. Como evaluación del Protocolo examinado, 
creemos que al igual que su precedente de Montevi- 
deo de 1979 (Protocolo Adicional a la Convención 
Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias, 
texto ya vigente) constituye un intento serio por conci- 
liar las soluciones en materia de recepción de prue- 
bas en el extranjero propias de los países latinoame- 
ricanos, con aquellas características de los Estados 
del common law. Se prevén dos procedimientos: uno 
fundado en la actuación de los tribunales del país de 


recepción de la prueba y la trasmisión de la rogatoria 
por intermedio de las Autoridades Centrales, vía nue- 
va pero suficientemente asentada de la cooperación 
jurídica internacional a nivel mundial y continental, 
que la experiencia -inclusive nacional- ha demostrado 
como sumamente ágil y segura; y la recepción de 
prueba por intermedio de diplomáticos o cónsules del 
país del proceso, forma propia de los sistemas anglo- 
sajones, que ha sido suficientemente atemperada por 
la Convención. En tal sentido, los agentes extranjeros 
carecen de facultades para disponer por sí medidas 
de apremio; las diligencias relativas a los no nacio- 
nales de sus Estados acreditantes pueden ser limita- 
das en razón de materia y condicionadas respecto al 
lugar y tiempo en que deben ser practicadas; cual- 
quiera que sea, el declarante puede invocar la legis- 
lación del Estado donde se practica la diligencia o del 
país del juicio, para negarse a declarar y puede exigir 
estar acompañado de auxiliares o abogados de su 
confianza durante las actuaciones llevadas a cabo. 


Respecto a la exhibición y transcripción de docu- 
mentos, los condicionamientos para la recepción de 
pruebas y la declaración que al respecto se prevé 
puedan hacer los Estados, son garantía suficiente pa- 
ra el correcto cumplimiento de un deber básico im- 
puesto por la práctica de las naciones civilizadas, co- 
operar en la realización de la Justicia. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta 
consideración. 


JULIO MARÍA SANGUINETTI, CARLOS 
PÉREZ DEL CASTILLO, SAMUEL 
LICHTENSZTEJN. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único.- Apruébanse las Convenciones y 
el Protocolo suscritos por la República en la Tercera 
Conferencia Especializada Interamericana sobre De- 
recho Internacional Privado que tuviera lugar en La 
Paz, del 15 al 24 de mayo de 1984: Convención Inte- 
ramericana sobre Conflictos de Leyes en Materia de 
Adopción de Menores; Convención Interamericana 
sobre Personalidad y Capacidad de las Personas Ju- 
rídicas en el Derecho Internacional Privado; Conven- 
ción Interamericana sobre Competencia en la Esfera 
Internacional para la Eficacia Extraterritorial de las 
Sentencias Extranjeras y Protocolo Adicional a la 
Convención Interamericana sobre Recepción de 
Pruebas en el Extranjero. 


Montevideo, 24 de mayo de 1995. 


CARLOS PÉREZ DEL CASTILLO, 
SAMUEL LICHTENSZTEJN. 
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CÁMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores en sesión de hoy ha 
aprobado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único.- Apruébase el Protocolo Adicional 
a la Convención Interamericana sobre Recepción de 
Pruebas en el Extranjero, suscrita por la República en 
la Tercera Conferencia Especializada Interamericana 
sobre Derecho Internacional Privado, que tuviera lu- 
gar en La Paz, del 15 al 24 de mayo de 1984. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en 
Montevideo, a 9 de agosto de 2000. 


LUIS HIERRO LÓPEZ 
Presidente 
MARIO FARACHIO 
Secretario". 


Anexo l al 
Rep. N2285 


"TEXTO DEL PROTOCOLO 


Los Gobiernos de los Estados Miembros de la Or- 
ganización de los Estados Americanos, deseosos de 
fortalecer y facilitar la cooperación internacional en 
procedimientos judiciales según lo dispuesto en la 
Convención Interamericana sobre Recepción de 
Pruebas en el Extranjero, han acordado lo siguiente: 


|, AUTORIDAD CENTRAL 
Artículo 1 


Cada Estado Parte designará la autoridad central 
que deberá desempeñar las funciones que se le asig- 
nan en la Convención Interamericana sobre Recep- 
ción de Pruebas en el Extranjero (que en adelante se 
denominará "la Convención") y en este Protocolo. 
Cada Estado Parte, al depositar el instrumento de ra- 
tificación o adhesión al Protocolo, comunicará esas 
designaciones a la Secretaría General de la Organi- 
zación de los Estados Americanos, la que distribuirá 
entre los Estados Parte en la Convención una lista 
que contenga las designaciones que haya recibido. 
La autoridad central designada por cada Estado Par- 
te, de conformidad con el artículo 11 de la Conven- 
ción, podrá ser sustituida en cualquier momento, de- 
biendo el Estado Parte comunicar a la referida Se- 
cretaría General el cambio en el menor tiempo posi- 
ble. 


El Estado Parte que lo sea también del Protocolo 
Adicional a la Convención Interamericana sobre 
Exhortos o Cartas Rogatorias designará la misma 


autoridad central para los efectos señalados en am- 
bos Protocolos. 


Il. PREPARACIÓN DE EXHORTOS O CARTAS 
ROGATORIAS 


PARA SOLICITAR LA RECEPCIÓN DE PRUEBAS 
Artículo 2 


Los exhortos o cartas rogatorias en que se solicite 
la obtención de pruebas se elaborarán según el for- 
mulario A del Anexo de este Protocolo, y deberán ir 
acompañados de la documentación a que se refiere el 
artículo 4 de la Convención y de un formulario elabo- 
rado según el texto B del Anexo a este Protocolo. 


Si un Estado Parte tiene más de un idioma oficial, 
deberá declarar, al momento de la firma o ratificación 
de este Protocolo, o de la adhesión a él, cuál o cuáles 
idiomas han de considerarse oficiales para los efectos 
de la Convención y de este Protocolo. Si un Estado 
Parte comprende unidades territoriales con distintos 
idiomas, deberá declarar, al momento de la firma o 
ratificación de este Protocolo, o de la adhesión a él, 
cuál o cuáles han de considerarse oficiales en cada 
unidad territorial para los efectos de la Convención y 
de este Protocolo. La Secretaría General de la Orga- 
nización de los Estados Americanos distribuirá entre 
los Estados Parte en este Protocolo la información 
contenida en tales declaraciones. 


III. TRANSMISIÓN Y DILIGENCIAMIENTO DE 
EXHORTOS O CARTAS ROGATORIAS 


EN QUE SE SOLICITA LA RECEPCIÓN DE 
PRUEBAS 


Artículo 3 


Cuando la autoridad central de un Estado Parte 
reciba de la autoridad central de otro Estado Parte un 
exhorto o carta rogatoria, lo transmitirá al órgano ju- 
risdiccional competente para su diligenciamiento 
conforme a la ley interna que sea aplicable. 


El órgano u órganos jurisdiccionales que hayan di- 
ligenciado el exhorto o carta rogatoria dejarán cons- 
tancia de su cumplimiento o de los motivos que lo im- 
pidieron, según lo previsto en su ley interna, y lo re- 
mitirán a su autoridad central con los documentos 
pertinentes. La autoridad central del Estado Parte re- 
querido certificará el cumplimiento o los motivos que 
le impidieron atender el exhorto o carta rogatoria, a la 
autoridad central del Estado Parte requirente según el 
formulario B del Anexo, el que no necesitará legaliza- 
ción. Asimismo, la autoridad central requerida enviará 
la correspondiente documentación a la requirente, pa- 
ra que ésta la remita junto con el exhorto o carta ro- 
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gatoria al órgano jurisdiccional que haya librado este 
último. 


Artículo 4 


En el diligenciamiento de un exhorto o carta roga- 
toria, conforme a la Convención y a este Protocolo, el 
órgano jurisdiccional exhortado aplicará las medidas 
de apremio apropiadas previstas en su legislación, 
cuando encuentre que se han llenado los requisitos 
exigidos por su propia legislación para que estas me- 
didas puedan aplicarse en los procesos locales. 


Artículo 5 


El órgano jurisdiccional del Estado requirente pue- 
de solicitar que se le informe sobre la fecha, hora y 
lugar en que se va a cumplir un exhorto o carta roga- 
toria enviado a la autoridad competente de un Estado 
Parte. El órgano jurisdiccional del Estado requerido 
que va a dar cumplimiento al exhorto o carta rogatoria 
informará al órgano jurisdiccional del Estado requi- 
rente sobre la referida fecha, hora y lugar, de acuerdo 
con lo pedido. Los apoderados judiciales de las partes 
o sus abogados pueden presenciar las diligencias de 
cumplimiento del exhorto o carta rogatoria; su inter- 
vención queda sujeta a la ley del Estado requerido. 


IV. COSTAS Y GASTOS 
Artículo 6 


El diligenciamiento del exhorto o carta rogatoria 
por la autoridad central y los órganos jurisdiccionales 
del Estado Parte requerido será gratuito. Este Estado, 
no obstante, podrá reclamar de la parte que haya pe- 
dido la prueba o la información, el pago de aquellas 
actuaciones que, conforme a su ley interna, deben ser 
sufragadas directamente por aquélla. 


La parte que haya pedido las pruebas o la infor- 
mación deberá, según lo prefiera, indicar la persona 
que responderá por las costas y gastos correspon- 
dientes a dichas actuaciones en el Estado Parte re- 
querido, o bien adjuntar al exhorto o carta rogatoria 
un cheque por el valor fijado, conforme a lo previsto 
en el artículo 7 de este Protocolo para cubrir el costo 
de tales actuaciones, o el documento que acredite 
que, por cualquier otro medio, dicha suma ya ha sido 
puesta a disposición de la autoridad central de ese 
Estado. 


La circunstancia de que el costo de las actuacio- 
nes realizadas excedan en definitiva el valor fijado, no 
retrasará ni será óbice para el diligenciamiento y 
cumplimiento del exhorto o carta rogatoria por la auto- 
ridad central y los órganos jurisdiccionales del Estado 
Parte requerido. En caso de que exceda dicho valor, 


al devolver el exhorto o carta rogatoria diligenciado, la 
autoridad central de ese Estado podrá solicitar que el 
interesado complete el pago. 


Artículo 7 


Al depositar en la Secretaría General de la Orga- 
nización de los Estados Americanos el instrumento de 
ratificación o adhesión a este Protocolo, cada Estado 
Parte presentará un informe de cuáles son las actua- 
ciones que, según su ley interna, deban ser sufraga- 
das directamente por el interesado, con especifica- 
ción de las costas y gastos respectivos. Asimismo, 
cada Estado Parte deberá indicar en el informe men- 
cionado el valor único que a su juicio cubra razona- 
blemente el costo de aquellas actuaciones, cualquiera 
que sea su número o naturaleza. Este valor será exi- 
gible cuando el interesado no designare persona res- 
ponsable para hacer el pago de esas actuaciones en 
el Estado requerido, sino que optare por abonarlas di- 
rectamente en la forma señalada en el artículo 6 de 
este Protocolo. 


La Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos distribuirá entre los Estados 
Parte en este Protocolo la información recibida. Los 
Estados Parte podrán, en cualquier momento, comu- 
nicar a la Secretaría General de la Organización de 
los Estados Americanos las modificaciones a los 
mencionados informes, debiendo aquélla poner en 
conocimiento de los demás Estados Parte en este 
Protocolo, tales modificaciones. 


Artículo 8 


En el informe mencionado en el artículo 7 los Es- 
tados Parte podrán declarar que en determinadas 
materias, siempre que haya reciprocidad, no cobrarán 
al interesado las costas y gastos de las actuaciones 
necesarias para el cumplimiento de los exhortos o 
cartas rogatorias, o aceptarán como pago total de 
ellas el valor único de que trata el artículo 7 u otro 
valor determinado. 


V. RECEPCIÓN DE PRUEBAS POR AGENTES 
DIPLOMÁTICOS O CONSULARES 


Artículo 9 


La Convención no será obstáculo para que un 
agente diplomático o consular de un Estado Parte, en 
el ámbito de su competencia territorial, reciba pruebas 
u obtenga informaciones en el Estado Parte donde 
ejerce sus funciones, sin que pueda emplear medidas 
de apremio. 


Sin embargo, cuando se trate de la recepción de 
pruebas u obtención de información de parte de per- 
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sonas que no sean de la nacionalidad del Estado 
acreditante del agente diplomático o consular, se pro- 
cederá de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10. 


Artículo 10 


En el caso previsto en el segundo párrafo del artí- 
culo 9 y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 12, 
los Estados Parte podrán limitar a determinadas ma- 
terias las facultades de los agentes diplomáticos o 
consulares de los otros Estados Parte y establecer las 
condiciones que estimen necesarias o convenientes 
en la recepción de pruebas u obtención de informa- 
ción, entre otras, aquellas condiciones relativas al lu- 
gar y tiempo en que ello deba practicarse. 


Deberá hacerse una declaración a estos efectos, 
en el momento de firmar, ratificar o adherirse a este 
Protocolo. 


Artículo 11 


En los casos previstos por el artículo 9 de este 
Protocolo, el agente diplomático o consular podrá so- 
licitar al órgano jurisdiccional competente, por las vías 
adecuadas, la aplicación de las medidas de apremio 
apropiadas previstas en la legislación del Estado 
Parte en el cual el agente diplomático o consular ejer- 
ce sus funciones. El órgano jurisdiccional aplicará di- 
chas medidas de apremio cuando estime que se han 
llenado los requisitos exigidos por su propia legisla- 
ción para que esas medidas puedan aplicarse en los 
procesos locales. 


Artículo 12 


En la recepción de pruebas u obtención de infor- 
mación según el artículo 9 de este Protocolo, pueden 
observarse las reglas y procedimientos vigentes en el 
Estado Parte requirente, siempre que no contradigan 
lo dispuesto en el artículo 2, inciso 1, de la Conven- 
ción; sin embargo, los motivos para no dar testimonio, 
especificados en el artículo 12 de la Convención, son 
igualmente aplicables a la recepción de pruebas u 
obtención de información. 


En los casos del artículo 9 de este Protocolo las 
personas de quienes se reciban pruebas o se obten- 
ga información pueden estar asistidas por abogados 
y, si fuere pertinente, por intérpretes y auxiliares de su 
confianza. 


Artículo 13 


La frustración del intento de recepción de pruebas 
e información según el artículo 9 por renuencia de la 
persona que las debe dar, no es obstáculo para pe- 
dirlo conforme a los capítulos | al IV de este Protoco- 
lo. 


VI. DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 14 


Los Estados Parte en este Protocolo podrán decla- 
rar, al tiempo de firmarlo, ratificarlo o adherirse a él, 
que extienden también las normas relativas a la pre- 
paración y diligenciamiento de exhortos o cartas ro- 
gatorias sobre la recepción de pruebas e información 
a la materia criminal y a las otras materias contem- 
pladas en el artículo 15 de la Convención. 


Artículo 15 


El órgano jurisdiccional del Estado Parte requerido 
atenderá favorablemente la solicitud de observar pro- 
cedimientos especiales, de acuerdo con el artículo 6 
de la Convención, a menos que sean de imposible 
cumplimiento por tal Estado o sean incompatibles con 
los principios fundamentales de la legislación o las 
normas de aplicación exclusiva del mismo. 


Artículo 16 


Los Estados Parte en este Protocolo diligenciarán 
exhortos o cartas rogatorias, en los que se solicite la 
exhibición y transcripción de documentos, cuando se 
reúnan los siguientes requisitos: 


a. Que se haya iniciado el proceso; 


b. Que los documentos estén identificados razo- 
nablemente en cuanto a su fecha, contenido u 
otra información pertinente, y 


c. Que se especifiquen aquellos hechos o cir- 
cunstancias que permitan razonablemente cre- 
er a la parte solicitante que los documentos pe- 
didos son del conocimiento de la persona de 
quien se requieran o que se encuentran o se 
encontraban en posesión o bajo el control o 
custodia de ella. 


La persona a quien se piden documentos puede, 
cuando corresponda, negar que tiene la posesión, 
control o custodia de los documentos solicitados o 
puede oponerse a la exhibición y transcripción de los 
documentos, de acuerdo con las reglas de la Con- 
vención. 


Cualquier Estado podrá declarar, en el momento 
de firmar o ratificar este Protocolo o de adherirse a él, 
que únicamente diligenciará los exhortos o cartas ro- 
gatorias a que se refiere este artículo si en ellos se 
identifica la relación entre la prueba o la información 
solicitadas y el proceso pendiente. 
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Artículo 17 


Las disposiciones de este Protocolo se interpreta- 
rán de manera que complementen las de la Conven- 
ción Interamericana sobre Recepción de Pruebas en 
el Extranjero. 


VII. DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 18 


El presente Protocolo estará abierto a la firma y 
sujeto a la ratificación o a la adhesión de los Estados 
Miembros de la Organización de los Estados Ameri- 
canos que hayan firmado la Convención Interameri- 
cana sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero, 
suscrita en Panamá el 30 de enero de 1975, o que la 
ratifiquen o se adhieran a ella. 


El presente Protocolo quedará abierto a la adhe- 
sión de cualquier otro Estado que se haya adherido o 
se adhiera a la Convención Interamericana sobre Re- 
cepción de Pruebas en el Extranjero, en las condicio- 
nes indicadas en este artículo. 


Los instrumentos de ratificación y adhesión se de- 
positarán en la Secretaría General de la Organización 
de los Estados Americanos. 


Artículo 19 


Cada Estado podrá formular reservas al presente 
Protocolo al momento de firmarlo, ratificarlo o al adhe- 
rirse a él siempre que la reserva verse sobre una o 
más disposiciones específicas. 


Artículo 20 


El presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo 
día a partir de la fecha en que dos Estados Parte en 
la Convención hayan depositado sus instrumentos de 
ratificación o adhesión al Protocolo. 


Para cada Estado que ratifique o se adhiera al 
Protocolo después de su entrada en vigencia, el Pro- 
tocolo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la 
fecha en que tal Estado haya depositado su instru- 
mento de ratificación o adhesión, siempre que dicho 
Estado sea parte en la Convención. 


Artículo 21 


Los Estados Parte que tengan dos o más unida- 
des territoriales en las que rijan distintos sistemas ju- 
rídicos relacionados con cuestiones tratadas en el 
presente Protocolo, podrán declarar, en el momento 
de la firma, ratificación o adhesión, que el Protocolo 
se aplicará a todas sus unidades territoriales o sola- 
mente a una o más de ellas. 


Tales declaraciones podrán ser modificadas me- 
diante declaraciones ulteriores, que especificarán ex- 
presamente la o las unidades territoriales a las que se 
aplicará el presente Protocolo. Dichas declaraciones 
ulteriores se transmitirán a la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos y surtirán 
efecto treinta días después de recibidas. 


Artículo 22 


El presente Protocolo regirá indefinidamente, pero 
cualquiera de los Estados Parte podrá denunciarlo. El 
instrumento de denuncia será depositado en la Se- 
cretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos. Transcurrido un año, contado a partir de 
la fecha de depósito del instrumento de denuncia, el 
Protocolo cesará en sus efectos para el Estado de- 
nunciante, quedando subsistente para los demás Es- 
tados Parte. 


Artículo 23 


El instrumento original del presente Protocolo y de 
su Anexo (formularios A y B) cuyos textos en español, 
francés, inglés y portugués son igualmente auténti- 
cos, será depositado en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos, la que en- 
viará copia auténtica de su texto para su registro y 
publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, 
de conformidad con el artículo 102 de su Carta Cons- 
titutiva. La Secretaría General de la Organización de 
los Estados Americanos notificará a los Estados 
Miembros de dicha Organización y a los Estados que 
se hayan adherido al Protocolo, las firmas, los depó- 
sitos de instrumentos de ratificación, adhesión y de- 
nuncia, así como las reservas que hubiere. También 
les transmitirá las informaciones a que se refieren los 
artículos 1, 2 (último párrafo) y 7, así como las decla- 
raciones previstas en los artículos 8, 10, 14, 16 y 21 
del presente Protocolo. 


EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infras- 
critos, debidamente autorizados por sus respectivos 
gobiernos, firman el presente Protocolo. 


HECHO EN LA CIUDAD DE LA PAZ, BOLIVIA, el 
día veinticuatro de mayo de mil novecientos ochenta y 
cuatro. 
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ANEXO AL PROTOCOLO ADICIONAL DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
RECEPCIÓN DE PRUEBAS EN EL EXTRANJERO 


FORMULARIO A 


EXHORTO O CARTA ROGATORIA PARA PEDIR LA 
PRÁCTICA DE PRUEBAS U OBTENCIÓN DE INFORMACIÓN EN EL EXTRANJERO ' 


1 2 
ÓRGANO JURISDICCIONAL REQUIRENTE ASUNTO 
Nombre EXPEDIENTE N?2 
Dirección 
3 4 
AUTORIDAD CENTRAL DEL ESTADO AUTORIDAD CENTRAL DEL ESTADO 
REQUIRENTE REQUERIDO * 
Nombre Nombre 
Dirección Dirección 
País 
5 6 
PARTE SOLICITANTE ABOGADO DE LA PARTE SOLICITANTE EN 
Nombre EL ESTADO REQUIRENTE 
Dirección Nombre 
Dirección 
7 


PERSONA DESIGNADA PARA ACTUAR EN CONEXIÓN CON EL EXHORTO O CARTA 
ROGATORIA 


1. Abogado local designado para representar al solicitante ante el órgano jurisdiccional del Estado 
requerido. 


Nombre 
Dirección 
2. Persona designada para realizar los trámites a nombre del solicitante. 
Nombre 
Dirección 
3. Persona designada para responder de las costas y gastos. 
Nombre Si no se designa persona, adjuntar el si- 
guiente documento de pago: 
* cheque por la suma de 
Dirección * recibo de pago 
* Otro comprobante de pago 


Llénese el original y una copia del formulario con los datos conocidos. 

Llénese solamente el nombre del país; el nombre y la dirección de la autoridad 
central del Estado requerido serán llenados por la autoridad central del Estado 
requirente. 

* Táchese si no corresponde. 
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A la Autoridad Central de 


La Autoridad Central que suscribe tiene el honor de transmitirle la carta rogatoria que aparece abajo y res- 
petuosamente solicita su tramitación de acuerdo con las disposiciones de la Convención Interamericana sobre 
Recepción de Pruebas en el Extranjero y su Protocolo Adicional. 


Firma y sello de la 
autoridad central del 
Estado de origen 


El órgano jurisdiccional que suscribe esta carta rogatoria tiene el honor de solicitar la cooperación del órga- 
no jurisdiccional competente para recibir pruebas en 


(ciudad, país) 


y, de conformidad con la Convención Interamericana sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero y su Proto- 
colo Adicional, respetuosamente solicita las pruebas o información abajo indicadas, que son necesarias para la 
preparación, o resolución del proceso civil, comercial o * mencionado en el cuadro 2 de la pri- 
mera página de este formulario. Se acompañan a esta carta rogatoria dos copias de la documentación reque- 
rida por el artículo 4 de la Convención y por el Protocolo Adicional. 


1. Partes en el proceso (Convención, artículo 4 (3)) 
a. Actor 


Nombre 


Dirección 


Abogado 


Dirección del Abogado 


b. Demandado 


Nombre 


Dirección 


Abogado 


Dirección del Abogado 


c. Otras Partes 


Nombre 


Dirección 
Abogado 


Dirección del Abogado 


2. Indicación clara y precisa acerca del objeto de la prueba solicitada (Convención, artículo 4 (1)) 


* 


Si el artículo 14 del Protocolo Adicional es aplicable, indicar en el espacio 
pertinente si el proceso se refiere a materia criminal o a otra materia prevista 
en el artículo 15 de la Convención. 
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a. Clase de prueba o información solicitada (testimonial, reconocimiento de documentos, etc.) 


b. Clase de proceso (relativo a contrato, responsabilidad por agravio, sucesión, etc.) 


c. Relación entre la prueba o información solicitada y el proceso pendiente (especifíquese) 


3. De requerirse, resumen de la situación del proceso y de los hechos que hayan dado lugar al proceso (Con- 
vención, artículo 4 (4)) 


(Dígase "Ninguno" de no requerirse) 


4. Descripción clara y precisa de cualquier formalidad o procedimientos básicos o adicionales, procedimientos 
o requisitos especiales por observarse (Artículos 4 (5) y 6 de la Convención y artículo 15 del Protocolo Adicio- 
nal). (Explicar la forma en que debe recibirse la prueba (oral o escrita, transcripción completa o resumida, etc.)) 


5. Persona(s) de quien(es) va a recibirse la prueba y capacidad con la que la rendirá: 


Nombre 


Dirección 


Capacidad 


(Parte, Testigo, Perito, etc.) 


6. Agregue como anexo una lista de las preguntas que serán formuladas haciendo constar la(s) persona(s) 
que debe(n) contestar, o bien indique que se formularán preguntas en el momento de la recepción de la prue- 


ba. 


Agregue los documentos u objetos que deban ser presentados a la persona de quien va a recibirse la prueba. 


Agregue copias de las disposiciones (leyes o reglamentos) relativos a cualquier impedimento que pueda ser 
invocado por la persona que rinda la prueba, de conformidad con el artículo 12 (2) de la Convención. 
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7. Documentos u otros objetos que deben ser inspeccionados o información por obtenerse. 


(Especifique si el documento u objeto debe ser exhibido, copiado, valuado, etc.) 


8. Especifique si la prueba debe ser tomada bajo juramento o declaración solemne. 


En el caso de que la prueba no pueda recibirse en la forma solicitada, especifique si debe recibirse en la forma 
prevista por la ley local. 


9. Especifique si la prueba debe recibirse en algún lugar determinado y, de ser así, señálelo. 


Dirección 


10. Especifique si el órgano jurisdiccional requirente desea ser informado de la fecha, tiempo y lugar en que se 
recibirá la prueba y, de ser así, indique la dirección a la que debe ser enviado el aviso (artículo 5 del Protocolo 
Adicional). 


Dirección 


11. Especifique si el aviso de fecha, tiempo y lugar debe enviarse a alguna otra persona y, de ser así, propor- 
cione la información que se solicita. 


Nombre 


Dirección 


12. Especifique la fecha límite en que el órgano jurisdiccional requirente necesitará recibir la respuesta a la 
carta rogatoria. 


Fecha 


Motivo de la fecha límite 


Hecho en , el de 
de 19 


Firma y sello del 
Organo Jurisdiccional 
del Estado requirente 


[Los Estados Parte pueden incluir líneas adicionales en el formulario A.] 
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FORMULARIO B 


CERTIFICADO DE CUMPLIMIENTO DEL EXHORTO O CARTA ROGATORIA 
PARA PEDIR RECEPCIÓN DE PRUEBAS ' 


A la Autoridad Central de 


(Nombre y dirección de la autoridad central del Estado requirente) 


De conformidad con el Protocolo Adicional a la Convención Interamericana sobre Recepción de Pruebas en 
el Extranjero, firmado en La Paz, Bolivia, el día veinticuatro de mayo de mil novecientos ochenta y cuatro, y de 
acuerdo con el exhorto o carta rogatoria adjunta, la Autoridad Central suscrita tiene el honor de certificar lo si- 
guiente: 


* A. Que las pruebas solicitadas han sido recibidas: 


Fecha 


Nombre de la persona que aportó las pruebas 


Lugar donde se recibió la prueba(dirección) 


Por uno de los siguientes procedimientos autorizados en la Convención: 
* (1) Conforme a las leyes y normas procesales del Estado requerido. 
* (2) Conforme a los siguientes requisitos, formalidades adicionales o procedimientos especiales: 


* B. Que la información solicitada ha sido obtenida: 


Fecha 


Lugar donde se ha obtenido la información 


C. Se agrega: 
* (a) Copia certificada del testimonio (transcripción o resumen) o de la información obtenida. 
* (b) El documento o documentos que se obtuvieron como resultado de la solicitud si la persona 


requerida voluntariamente hizo entrega de éstos, o copia de los mismos en caso contrario. 
* (c) Otros (Especifique) 


*D, De acuerdo con el Protocolo Adicional se solicita a la parte que pidió las pruebas o la información, el 
pago del saldo pendiente de las costas y gastos por la suma indicada en el estado de cuenta adjunto. 


“Es Que las pruebas o informes solicitados no han sido recabados u obtenidos por los siguientes motivos: 


Hecho en , el de de 19 


Firma y sello de la autoridad central 
del Estado requerido 


l Llénese este formulario en original y una copia. 


* Táchese si no corresponde. 
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Anexo ll al 
Rep. N2285 


"CÁMARA DE REPRESENTANTES 
Comisión de Asuntos Internacionales 


INFORME 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales ha 
analizado el Protocolo Adicional a la Convención Inte- 
ramericana sobre Recepción de Pruebas en el Ex- 
tranjero, suscrito por la República en la Tercera Con- 
ferencia Especializada Interamericana sobre Derecho 
Internacional Privado, que tuviera lugar en La Paz, del 
15 al 24 de mayo de 1984. 


Del examen de las disposiciones de este Protocolo 
surge que su aprobación redundará en beneficio de 
los intereses y prestigio internacional de nuestro país. 


Conviene recordar que la Convención a la que ac- 
cede este Protocolo fue aprobada en la Conferencia 
Interamericana de Derecho Internacional Privado 
(CIDIP |) celebrada en Panamá, del 14 al 30 de enero 
de 1975. 


Se fundamentan los diversos procedimientos so- 
bre exhortos o cartas rogatorias en la necesidad de 
conciliar el sistema latinoamericano de cooperación 
jurídica internacional de mero trámite y probatoria y el 
régimen del "Common Law" en la materia. 


Mientras que el sistema latinoamericano se basa 
en la acción de cooperación de los juzgados del Es- 
tado donde deban diligenciarse las actuaciones para 
ser utilizadas en el proceso extranjero, el sistema del 
"Common Law" se fundamenta en la interacción de 
comisionados y agentes diplomáticos o consulares 
del país del juicio, acreditados ante el Estado donde 
deban efectuarse notificaciones e intimidaciones u 
obtenerse pruebas. 


En consecuencia, este Protocolo prevé dos proce- 
dimientos en relación a la recepción de pruebas en el 
extranjero: 


1. Diligenciamiento de rogatorias recibidas vía 
Autoridades Centrales por los juzgados del país 
exhortado, y 


2. Intervención de agentes diplomáticos o consula- 
res del Estado, donde se desarrolla el proceso, que 
actuarán donde se tramitará la prueba. 


El ámbito material está regulado en los Artícu- 
los 17 y 18 del Protocolo, en tanto solo pueden ratifi- 
carlo o adherirse a él los países que hubieran ratifica- 


do o adherido a la Convención de 1975 sobre Recep- 
ción de Pruebas en el Extranjero. 


Las diligencias a practicar deben referirse a mate- 
ria civil y comercial aunque pueden extenderse a la 
materia criminal, laboral, contencioso administrativo, 
juicios arbitrales, debiéndose especificar estos cam- 
pos al tiempo de la firma, ratificación o adhesión del 
Protocolo (Artículos 2 y 15 de la Convención de 1975 
sobre Recepción de Pruebas). 


En cuanto al ámbito espacial, está determinado en 
el Artículo 18 de este Protocolo, el que prevé que el 
mismo se encuentra abierto tanto a los países miem- 
bros de la Organización de Estados Americanos, co- 
mo a aquellos ajenos a la misma. 


La solución consagrada, siguiendo la práctica lati- 
noamericana, está prevista en los numerales 1, Il, Il y 
IV del documento que estamos analizando, y que se 
efectiviza por el conducto de las Autoridades Centra- 
les, que son organismos especializados en coopera- 
ción jurídica internacional. 


A fin de simplificar la prestación de cooperación y 
uniformizar la redacción de exhortos, se ha redactado 
una fórmula de exhorto cuyo modelo se adjunta en el 
Anexo. 


Los exhortos son remitidos a las Autoridades 
Centrales de los Estados rogados por la Autoridad 
Central del país requirente (Artículo 3). La Autoridad 
Central requerida transmite el exhorto al órgano juris- 
diccional nacional competente de acuerdo al ordena- 
miento jurídico interno. 


En los casos de pedidos de medidas de apremio, 
el juzgado exhortado las llevará a cabo siempre que 
estén previstos en su legislación nacional. 


La recepción de pruebas por diplomáticos o con- 
sulares está regulada en el Capítulo V de este Proto- 
colo y ya existía en la Convención de Panamá de 
1975 sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero, 
que fuera ratificada por Uruguay (Decreto-Ley 
N?* 14.534, de 24 de junio de 1976). 


En el sentido indicado, el Artículo 9 de este Proto- 
colo dice que: "La Convención no será obstáculo para 
que un agente diplomático o consular de un Estado 
Parte, en el ámbito de su competencia territorial, reci- 
ba pruebas u obtenga informaciones en el Estado 
Parte donde ejerce sus funciones, sin que pueda em- 
plear medidas de apremio. Sin embargo, cuando se 
trata de la recepción de pruebas u obtención de in- 
formación de parte de personas que no sean de la 
nacionalidad del Estado acreditante del agente diplo- 
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mático o consular, se procederá de acuerdo con lo 
dispuesto en el Artículo 10". 


Esta última disposición aclara que "En el caso pre- 
visto en el segundo párrafo del Artículo 9 y, sin perjui- 
cio de lo dispuesto en el Artículo 12, los Estados 
Parte podrán limitar a determinadas materias las fa- 
cultades de los agentes diplomáticos o consulares de 
los otros Estados Parte y establecer las condiciones 
que estimen necesarias o convenientes en la recep- 
ción de pruebas u obtención de información, entre 
otras, aquellas condiciones relativas al lugar y tiempo 
en que ello deba practicarse. Al efecto, deberá hacer- 
se una declaración en el momento de firmar, ratificar 
o adherirse a este Protocolo. 


Se prevé que el agente consular o diplomático po- 
drá solicitar al órgano jurisdiccional competente la 
aplicación de las medidas de apremio previstas en la 
legislación del Estado Parte en donde aquellos estén 
acreditados. 


Las personas de quienes se reciban pruebas o se 
obtenga información pueden estar asistidas por abo- 
gados y, si fuere pertinente, por intérpretes y auxilia- 
res de su confianza. 


La frustración del intento de recepción de prueba e 
información por la vía de los agentes diplomáticos o 
consulares, por renuencia de la persona que las debe 
dar, no es obstáculo para pedirlo por vía de la Autori- 
dad Central y Jurisdiccional prevista en los Capítulos | 
al IV de este Protocolo. 


Por último, cada Estado podrá formular reservas al 
Protocolo al momento de firmar, ratificar o adherirse a 
él, siempre que las mismas versen sobre una o más 
disposiciones específicas. 


El Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que dos Estados Parte en la 
Convención hayan depositado sus instrumentos de 
ratificación o adhesión al Protocolo. A la fecha han 
ratificado, aceptado o adherido cuatro países (Argen- 
tina, Ecuador, México y Venezuela), por lo que este 
Protocolo ya ha entrado en vigencia. 


Tal como se expresa en el Mensaje del Poder Eje- 
cutivo, al continuar en vigencia para los intereses y el 
prestigio internacional de la República, por los funda- 
mentos expresados, vuestra Comisión de Asuntos 
Internacionales aconseja al Cuerpo la aprobación del 
adjunto proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 10 de abril de 2002. 
FÉLIX LAVIÑA, Miembro informante, 
ARTURO HEBER  FÚLLGRAFF, 


JOSÉ MARÍA MIERES VISILLAC, 
CARLOS PITA". 


———Léase el proyecto. 
(Se lee) 
———En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor 
Diputado Laviña. 


SEÑOR LAVIÑA.- Señor Presidente: este Protocolo 
Adicional a la Convención Interamericana sobre Re- 
cepción de Pruebas en el Extranjero fue aprobado en 
la Comisión de Asuntos Internacionales por unanimi- 
dad de presentes. 


Conviene recordar, en lo sustancial, que la Con- 
vención a la que accede este Protocolo fue aprobada 
en la Conferencia | nteramericana de Derecho |nterna- 
cional Privado (CIDIP |) celebrada en Panamá, del 14 
al 30 de enero de 1975. 


Se fundamentan los diversos procedimientos so- 
bre exhortos o cartas rogatorias en la necesidad de 
conciliar el sistema latinoamericano de cooperación 
jurídica internacional de mero trámite y probatoria y 
el régimen del "Common Law" en la materia. 


Mientras que el sistema latinoamericano se basa 
en la acción de cooperación de los juzgados del Esta- 
do donde deban diligenciarse las actuaciones para ser 
utilizadas en el proceso extranjero, el sistema del 
"Common Law" se fundamenta en la interacción de 
comisionados y agentes diplomáticos o consulares del 
país del juicio, acreditados ante el Estado donde de- 
ban efectuarse notificaciones e intimidaciones u obte- 
nerse pruebas. 


En consecuencia, este Protocolo prevé dos pro- 
cedimientos con relación a la recepción de pruebas en 
el extranjero: en primer lugar, el diligenciamiento de 
rogatorias recibidas vía autoridades centrales por los 
juzgados del país exhortado y, en segundo término, la 
intervención de agentes diplomáticos o consulares del 
Estado donde se desarrolla el proceso, que actuarán 
donde se tramitará la prueba. 


El ámbito material está regulado en los artículos 
17 y 18 del Protocolo, en tanto solo pueden ratificarlo 
o adherir a él los países que hubieran ratificado o ad- 
herido a la Convención |nteramericana de 1975 sobre 
Recepción de Pruebas en el Extranjero. Las diligencias 
a practicar deben referirse a la materia civil y comer- 
Cial, aunque pueden extenderse a la materia criminal, 
laboral, al contencioso administrativo y a los juicios 
arbitrales, debiéndose especificar estos campos al 
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tiempo de la firma, ratificación o adhesión al Protoco- 
lo, previsión establecida en los artículos 2 y 15 de la 
Convención de 1975 sobre recepción de pruebas. 


En cuanto al ámbito espacial, está determinado 
en el artículo 18 de este Protocolo, el que prevé que 
el mismo se encuentra abierto tanto a los países 
miembros de la Organización de los Estados America- 
nos, como a aquellos ajenos a la misma. 


La solución consagrada, siguiendo la práctica la- 
tinoamericana, está prevista en los Capítulos !, 11, 111 
y IV del documento que estamos analizando y se 
efectiviza por el conducto de las Autoridades Centra- 
les, que son organismos especializados en la coopera- 
ción jurídica internacional. 


A fin de simplificar la prestación de cooperación y 
uniformizar la redacción de exhortos, se ha redactado 
una fórmula de exhorto cuyo modelo se adjunta en el 
Anexo. Los exhortos son remitidos a las Autoridades 
Centrales de los Estados rogados por la Autoridad 
Central del país requirente (artículo 3). La Autoridad 
Central requerida trasmite el exhorto al órgano juris- 
diccional nacional competente de acuerdo con el or- 
denamiento jurídico interno. 


En los casos de pedidos de medidas de apremio, 
el juzgado exhortado las llevará a cabo siempre que 
estén previstos en su legislación nacional. 


La recepción de pruebas por diplomáticos o con- 
sulares está regulada en el Capítulo V de este Proto- 
colo y ya existía en la Convención de Panamá de 1975 
sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero, que 
fuera ratificada por Uruguay. 


En el sentido indicado, el artículo 9 de este Pro- 
tocolo dice que "La Convención no será obstáculo 
para que un agente diplomático o consular de un Es- 
tado Parte, en el ámbito de su competencia territorial, 
reciba pruebas u obtenga informaciones en el Estado 
Parte donde ejerce sus funciones, sin que pueda en 
plear medidas de apremio.- Sin embargo, cuando se 
trata de la recepción de pruebas u obtención de in- 
formación de parte de personas que no sean de la na- 
cionalidad del Estado acreditante del agente diplomá- 
tico o consular, se procederá de acuerdo con lo dis- 
puesto en el artículo 10". Esta última disposición 
aclara que "En el caso previsto en el segundo párrafo 
del artículo 9 y, sin perjuicio de lo dispuesto en el ar- 
tículo 12, los Estados Parte podrán limitar a determi- 
nadas materias las facultades de los agentes diplomá- 


ticos o consulares de los otros Estados Parte y esta- 
blecer las condiciones que estimen necesarias o con- 
venientes en la recepción de pruebas u obtención de 
información, entre otras, aquellas condiciones relati- 
vas al lugar y tiempo en que ello deba practicarse.- 
Deberá hacerse una declaración a estos efectos, en el 
momento de firmar, ratificar o adherirse a este Proto- 
colo". 


Se prevé que el agente consular o diplomático 
podrá solicitar al órgano jurisdiccional competente la 
aplicación de las medidas de apremio previstas en la 
legislación del Estado Parte en donde aquel esté acre- 
ditado. 


Las personas de quienes se reciban pruebas o se 
obtenga información pueden estar asistidas por abo- 
gados y, si fuere pertinente, por intérpretes y auxilia- 
res de su confianza. 


La frustración del intento de recepción de prueba 
e información por la vía de los agentes diplomáticos o 
consulares, por renuencia de la persona que las debe 
dar, no es obstáculo para pedirlo por vía de la Autori- 
dad Central y J urisdiccional prevista en los Capítulos | 
a |V de este Protocolo. 


Por último, cada Estado podrá formular reservas 
al Protocolo al momento de firmar, ratificar o adherir- 
se a él, siempre que las mismas versen sobre una o 
más disposiciones específicas. 


El Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que dos Estados Parte en la Con- 
vención hayan depositado sus instrumentos de ratifi- 
cación o adhesión al Protocolo. A la fecha han ratifi- 
cado, aceptado o adherido cuatro países -Argentina, 
Ecuador, México y Venezuela-, por lo que este Proto- 
colo ya ha entrado en vigencia. 


Tal como se expresa en el Mensaje del Poder 
Ejecutivo, al continuar en vigencia para los intereses y 
el prestigio internacional de la República, por los fun- 
damentos expresados, vuestra Comisión de Asuntos 
Internacionales aconseja al Cuerpo la aprobación del 
adjunto proyecto de ley. 


SEÑOR PRESI DENTE (Álvarez).- Si no se hace uso 
de la palabra, se va a votar si se pasa a la discusión 
particular. 


(Se vota) 


——Setenta y nueve en ochenta y uno: AFIRMATIVA. 
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En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee) 
———En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 
——Ochenta y uno en ochenta y dos: AFIRMATIVA. 


Queda sancionado el proyecto y se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MELGAREJ O.- ¡ Que se comunique de inme- 
diato! 


SEÑOR PRESI DENTE (Álvarez).- Se va a votar. 
(Se vota) 
——Setenta y ocho en ochenta y uno: AFIRMATIVA. 


(No se publica el texto del proyecto sancionado 
por ser igual al informado, que corresponde al 
aprobado por el Senado) 


17.- Llamado a Sala a los señores Minis- 
tros de Educación y Cultura y de 
Economía y Finanzas. 


———Dese cuenta de una moción presentada por la 
señora Diputada Tourné y los señores Diputados 
Arregui, Orrico, Barrios, Domínguez, |barra, Melgare- 
jo, Baráibar, Gil Solares, Fonticiella y Ponce de León. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 119 de la Constitución de 
la República, convoquemos a Sala a los señores 
Ministros de Educación y Cultura, doctor Antonio 
Mercader, y de Economía y Finanzas, contador 
Alberto Bensión, a los efectos de brindar explica- 
ciones acerca de los contratos de arrendamiento 
de obra y de servicio en la Administración Nacio- 
nal de Educación Pública". 


———<S€ va a votar. 
(Se vota) 


——Treinta y nueve en 


AFIRMATIVA. 


SEÑOR MI ERES (don Pablo).- Pido la palabra para 
fundar el voto. 


ochenta y Cuatro: 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).- Señor Presidente: 
como se sabe, la posición tradicional del Nuevo Espa- 
cio Independiente ha sido la de habilitar este tipo de 
peticiones de parte de cualquier legislador. No obs- 
tante, en esta oportunidad no hemos acompañado el 
pedido en virtud de que la temática por la cual se 
convoca a los señores Ministros de Educación y Cul- 
tura y de Economía y Finanzas fue discutida en pro- 
fundidad con las autoridades del CODICEN en una se- 
sión de la Comisión de Educación y Cultura que tuvo 
lugar a fines del año pasado. 


Los asuntos que fueron esgrimidos por parte de 
uno de los convocantes, a nuestro juicio fueron con- 
testados con bastante claridad por parte de las auto- 
ridades invitadas en ese momento. 


En la medida en que no ha habido nuevos argu- 
mentos -hemos leído en la prensa cuáles son las ra- 
zones que motivan esta convocatoria y ellas se cir- 
cunscriben a reiterar los mismos asuntos que fueron 
ventilados en la Comisión de Educación y Cultura el 
año pasado-, nos parece que el tema ha sido debida- 
mente discutido y, desde nuestro punto de vista, las 
explicaciones dadas fueron satisfactorias. 


Por lo tanto, el Nuevo Espacio Independiente ha 
entendido que no era pertinente acompañar este lla- 
mado a Sala. 


SEÑOR MI CHELINI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: hemos 
acompañado esta solicitud, por ahora, a los solos 
efectos de procedimiento, en el sentido de que parte 
de la oposición a la actual Administración pueda ejer- 
cer los mecanismos de control. 


Esa ha sido la posición histórica del Nuevo Espa- 
cio y es la que en este momento estamos sustentan- 
do. 


Muchas gracias. 


SEÑORA RONDÁN.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
la señora Diputada. 
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SEÑORA RONDÁN.- Señor Presidente: el Partido 
Colorado ha votado en forma negativa este llamado a 
Sala porque, en cierta medida -como manifestó el se- 
ñor Diputado preopinante-, el Consejo Directivo Cen- 
tral de la ANEP ha explicado exhaustivamente el tema 
de los contratos de obra. Los contratos no son un se- 
creto para nadie; es, precisamente, a través de los 
contratos de obra que MESYFOD está realizando una 
revolución en la educación. Por eso hemos votado ne- 
gativamente, no porque haya algo para ocultar; no 
hay absolutamente nada, ni una coma ni un punto 
para ocultar, señor Presidente. 


También queremos aclarar que, en sus múltiples 
visitas a la Comisión de Educación y Cultura, el 
CODI CEN -hoy se produjo su novena visita, por lo que 
prácticamente tiene su casa en este Palacio- ha abor- 
dado todos estos temas. No quiero pensar -porque 
este Parlamento no se lo merece- que este plantea- 
miento se realice para generar un hecho político. Pero 
a veces el invento mata al inventor, porque como na- 
da hay para ocultar, sin duda este hecho político ser- 
virá para mostrar cuánto seguimos haciendo, cuánto 
se está haciendo en este país por la educación desde 
la reinstauración de la democracia. Desde 1985 he- 
mos mantenido una misma política educativa. ¿Hay 
contratos de obra? Si, señor Presidente, los hay y los 
va seguir habiendo, pero todos realizados con abso- 
luta transparencia. 


Estas son las razones por las cuales hemos vota- 
do en forma negativa el llamado a Sala. 


SEÑOR ARREGUI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR ARREGUI.- Señor Presidente: vamos a fun- 
dar el voto indicando que, efectivamente, el pasado 
año el CODICEN vino a la Comisión parlamentaria co- 
rrespondiente a los efectos de dar explicaciones sobre 
la firma de 588 contratos de obra y de servicios por 
más de US$ 3:200.000. En esa instancia parlamenta- 
ria tuvimos una larga sesión de más de siete horas y, 
lamentablemente, no se rectificó el procedimiento. 


Entendemos que el mecanismo de los contratos 
de arrendamiento de obra y de servicios, utilizado ra- 
cionalmente, puede ser útil al Estado uruguayo, pero 
la manera en que se lo viene usando, masivamente y 
con altísimos costos, representa que a lo largo del 


quinquenio se van a estar gastando en la proyección 
unos US$ 15:000.000, existiendo sueldos que superan 
los US$ 4.000 y US$ 5.000 mensuales. Esto no ayuda 
a esta situación y contrasta con las enormes necesi- 
dades que existen a nivel de la enseñanza y que tie- 
nen los docentes. Cuando se exige un enorme esfuer- 
zo a la población en su conjunto, no aparecen solu- 
ciones para los productores, porque se les retacean 
los recursos, por lo que hay que utilizar muy bien los 
dineros del Estado. 


Nuestra intención inicial era que el señor Ministro 
de Educación y Cultura concurriese a la Comisión de 
Educación y Cultura, pero por motivos que no viene al 
caso explicar ahora, lamentablemente, esa puerta nos 
fue cerrada, por lo cual, analizada la situación en la 
bancada de Diputados, hemos resuelto la convocato- 
ria a los señores Ministros de Economía y Finanzas y 
de Educación y Cultura por las responsabilidades que 
eventualmente podría caber al Poder Ejecutivo como 
vigilante de la Administración Pública en general. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: por la vía 
de la fundamentación de voto no vamos a abrir un 
debate que con seguridad va a tener lugar en su mo- 
mento. Pero nos pareció que nuestra obligación era 
hacer alguna acotación, porque no falta mucho para 
que la palabra "contrato" sea una mala palabra. 


Estos contratos son un engranaje imprescindible 
de la reforma educativa y, además, son exigidos por 
los organismos que financian los grandes planes de 
reestructura de la enseñanza para que puedan fun- 
cionar. Es importante señalar que la mayor parte del 
dinero para estos proyectos proviene de organismos 
internacionales, que van a invertir decenas y hasta 
cientos de millones de dólares. Estos proyectos nece- 
sitan un plantel de unas doscientas personas adicio- 
nales para su implementación. Ahora se va a abordar 
el tema de los bachilleratos, o sea, la enseñanza me- 
dia superior -sin dejar de lado los otros aspectos de la 
enseñanza-; así, el bachillerato tecnológico. Esta re- 
estructura requiere grandes erogaciones y, para lle- 
varla a la práctica, es necesario el refuerzo de un gru- 
po de expertos. En la Comisión ya se habló por espa- 
cio de horas de alguien que cobra US$ 4.000. Se trata 
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de una consultora internacional, de primera línea en el 
mundo, experta en enseñanza bilingúe para los niños 
de Primaria, que, dicho sea de paso, deja un salario 
tres o cuatro veces mayor en una universidad nor- 
teamericana y a la que se pudo convencer para que 
venga a colaborar en la organización y aplicación de 
la enseñanza bilingúe -español-inglés- en Primaria. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


———Como dijo la señora Diputada Rondán, no hay ab- 
solutamente nada que ocultar. Creemos que el cues- 
tionamiento de la cantidad de contratos también lleva 
a conclusiones equivocadas, porque son contratos 
que, por lo general, se hacen por un período corto 
para que las autoridades de la enseñanza siempre 
tengan la facultad y la prerrogativa de renovarlos o no 
en función de la idoneidad del contratado. Entonces, 
aparecen cinco contratos, pero se trata de la misma 
persona que fue contratada, por ejemplo, por un año. 


Dejando eso a un lado, queremos decir que sin 
esos contratos no puede avanzar la reforma educati- 
va. Se atacan esos contratos aun sabiendo que no 
hay ningún tipo de clientelismo, ya que si se analizan 
lo nombres de los contratados les aseguro que la filia- 
ción política de la mayoría no corresponde a los Parti- 
dos tradicionales. Lo que no desearíamos es que se 
perturbe la marcha de una reforma educativa que, di- 
cho sea de paso, tanto el Banco Mundial como el BID 
están utilizando como ejemplo. 


Hacemos esta intervención, si se quiere prema- 
tura, para que no se difunda, en la medida de lo posi- 
ble, que acá estamos ante algo que va a conmover a 
la opinión pública. No pasará nada, salvo que la re- 
forma educativa seguirá su curso con mayor apoyo 
aún de la opinión pública. 


SEÑOR PRESI DENTE (Álvarez).- El señor Diputado 
Bergstein se ha acostumbrado a la benevolencia de la 
Cámara y ha hecho uso de dos minutos de más, como 
suele hacer últimamente. 


SEÑOR LEGNANI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR LEGNANI.- Señor Presidente: entendemos 
que es muy importante el seguimiento a lo largo de la 
sociedad de todo el flujo de dinero que proviene de 
los créditos internacionales. En una auditoría interna 


realizada por el Banco Mundial -el BID es nada más 
que el sector para América del Banco Mundial- se es- 
timaba que el 80% de los créditos internacionales re- 
torna a los países de origen en menos de dos años en 
forma de contratos de consultorías y de incorporación 
de tecnología de los países desarrollados. Quiere decir 
que todo el seguimiento de ese dinero, la forma en 
que se distribuye en la sociedad y cómo de alguna 
manera representa -o no- el mejoramiento de las 
condiciones de vida de los uruguayos, debe ser estu- 
diado y analizado detalladamente para la mayor clari- 
dad en el manejo de esos fondos. 


SEÑOR PENADÉS.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: hemos votado 
negativamente esta propuesta por varios motivos. El 
primero de ellos refiere a una cuestión de practicidad. 
Dudo que el señor Ministro de Educación y Cultura -de 
cuya Cartera depende la Administración Nacional de 
Educación Pública, que, como también es público y 
notorio, tiene absoluta independencia técnica- conoz- 
ca la situación de los contratos a los que hace refe- 
rencia quien supongo será el miembro interpelante. 
Digo esto porque hasta ahora no ha sido designado 
un miembro interpelante, cosa que se debería hacer. 


Entonces, creo que lo que la Cámara va a hacer 
es perder el tiempo porque el señor Ministro de Edu- 
cación y Cultura vendrá a informar que desconoce lo 
que sucede en la ANEP con relación a los contratos a 
los que se hace referencia. 


Por tanto, sugeriría que los mocionantes inviten a 
los integrantes del Consejo Directivo Central de la 
ANEP a que acompañen al señor Ministro y puedan 
satisfacer las inquietudes que, según había informado 
el señor Diputado Pablo Mieres, ya fueron satisfechas 
el año pasado -o este; no recuerdo bien cuándo- en 
una sesión de más de siete horas, y así sacar algo 
provechoso, o será una sesión de la Cámara a la que 
los Ministros y nosotros vendremos literalmente a 
perder el tiempo. 


SEÑOR PRESI DENTE (Álvarez).- El señor Diputado 
Penadés tiene razón en una observación que realizó, y 
es que no se ha designado al miembro interpelante. 
Por lo tanto, solicitamos a la coordinadora de bancada 
que nos diga quién será. 
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SEÑORA TOURNÉ.- ¿Me permite, señor Presidente? 


El miembro interpelante designado por el En- 
cuentro Progresista-Frente Amplio será el señor Di- 
putado Arregui. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍ GUEZ.- Pido la pala- 
bra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍ GUEZ.- Señor Presi- 
dente: hemos votado afirmativamente la propuesta 
que ha hecho nuestra fuerza política, que ha sido 
acompañada por algún otro legislador, por entenderla 
pertinente, pues estamos convencidos de que esta- 
mos cumpliendo con nuestro deber de observar y de 
seguir el proceso de fiscalizar cómo se usan los dine- 
ros del Estado uruguayo, aunque sean prestados des- 
de el exterior. 


Creo que nunca es una pérdida de tiempo que el 
Parlamento interrogue a las autoridades pertinentes, 
en este caso al señor Ministro de Educación y Cultura, 
que a nuestro juicio, si no sabe lo que pasa en la 
ANEP, es un mal administrador y no actúa con la se- 
riedad que debería en una situación como la que aquí 
se ha planteado. 


Estamos convencidos de que tendremos sufi- 
cientes elementos para demostrar que la convocatoria 
que se hace en el día de hoy tiene su razón de ser y 
tendrá su peso. Ejerceremos el papel de controladores 
de los gastos del Estado, que la ciudadanía nos ha 
conferido, en esta comparecencia de los señores Mi- 
nistros de Economía y Finanzas y de Educación y 
Cultura, que tienen la obligación de saber cómo se 
usan y gastan los dineros que involucran a sus Car- 
teras. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- La Presidencia 
analizará el fundamento de voto del señor Diputado 
Castromán Rodríguez. 


SEÑOR DA SILVA.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR DA SILVA.- Señor Presidente: comparto lo 
expresado por el señor Diputado Penadés y, a sabien- 
das de que podemos anticipar que será un debate que 


no aportará nada al estado de ánimo de la población, 
nuestro voto ha sido negativo. 


No vamos a admitir ningún tipo de observaciones 
por parte de algún legislador preopinante. 


Es probable que hablemos de contratos de obra; 
quien habla va a hablar de contratos de obra. Todos 
sabemos que contratos de obra y préstamos interna- 
cionales hay en toda la Administración. 


Entonces, como creo que este es un tema que 
puede sonar hasta como un capricho personal -tal 
como lo expresaba el señor Diputado Pablo Mieres- es 
probable que también hagamos algún tipo de aclara- 
ción. 

SEÑOR MI ERES (don José María).- Pido la palabra 
para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR MIERES (don José María).- Señor Presi- 
dente: en el mismo sentido, quiero decir que creo que 
esa interpelación será una pérdida de tiempo. Asi- 
mismo, entiendo que las expresiones de un señor Di- 
putado no corresponden, porque en el ámbito de la 
educación hay autonomía técnica, así como presu- 
puestal -por algo tiene un presupuesto independien- 
te-; además, cuando se habla de malos administra- 
dores habría que mirar primero por casa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- La Mesa anali- 
zará el fundamento de voto del señor Diputado José 
María Mieres. 


La Presidencia coordinará con los señores Minis- 
tros la fecha en que se llevará adelante este llamado 
a Sala y, en el caso de que algún Ministro entienda 
que para poder contestar las preguntas de los legisla- 
dores debe hacerse acompañar por los Directores de 
algún ente, así lo planteará; eso corre por cuenta de 
los señores Ministros. 


18.- Solicitud de urgencia. 


Dese cuenta de una moción presentada por la 
señora Diputada Tourné y los señores Diputados 
Agazzi , Ibarra, Fonticiella, Sellanes y Guarino. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se declare urgente y 
se considere de inmediato la Carpeta 
N* 2118/002, 'Remates judiciales y extrajudicia- 
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les. (Se suspende la ejecución de las providen- 
cias que los dispongan en caso de deudas con- 
traídas por productores agropecuarios, sus co- 
deudores, garantes o avalistas)"". 


——La Mesa aclara que la moción no tiene discusión. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Pido la palabra para 
una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Señor Presidente: 
quiero decir que se ha presentado otra moción sobre 
este asunto y sería bueno que se le diera lectura, sin 
perjuicio de que se traten las dos por separado. 


SEÑOR GUARINO.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 

SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR GUARI NO.- Señor Presidente: solicito que la 
votación de la moción que presentamos se tome en 
forma nominal. 


SEÑOR PRESI DENTE (Álvarez).- Se va a proceder 
de la siguiente manera: se dará lectura a la otra mo- 
ción, tal como solicitó el señor Diputado Ronald Pais, 
y luego se pondrá a votación la moción que ya fue 
leída. 


Dese cuenta de una moción presentada por los 
señores Diputados Berois Quinteros, Ronald Pais, 
Amorín Batlle, Posada y Da Silva. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se incorpore como 
primer punto del orden del día de la sesión ordi- 
naria del próximo martes 18 de junio, la Carpeta 
N* 2118/002, 'Remates judiciales y extrajudicia- 
les' (proyecto informado en mayoría por la Comi- 
sión de Ganadería, Agricultura y Pesca)". 


——S€ va a votar la moción presentada por la señora 
Diputada Tourné y los señores Diputados Agazzi, Fon- 
ticiella, Sellanes, Guarino e l barra. 


SEÑOR GUARI NO.- ¿Me permite, señor Presidente? 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR GUARINO.- Señor Presidente: reitero la soli- 
citud de que la votación se tome en forma nominal. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Se va a votar la 
moción del señor Diputado. 


(Se vota) 

——Cuarenta en ochenta y ocho: AFIRMATIVA. 
Tómese la votación nominal. 
(Se toma en el siguiente orden: ) 

SEÑOR ABDALA.- Por la negativa. 


SEÑOR AGAZZI.- Por la afirmativa, y voy a fundar el 
voto. 


El tema de las ejecuciones judiciales se está dis- 
cutiendo en este Parlamento desde hace ya seis me- 
ses y se ha discutido como parte del problema más 
general del endeudamiento agropecuario. Todos en 
este Poder Legislativo sabemos la difícil situación por 
la que está pasando desde hace varios años el sector 
agropecuario. En realidad, todos sabemos que esta 
discusión en este momento está trabada y nosotros, 
como Representantes, tenemos la obligación de en- 
contrar las fórmulas que conduzcan a la salida que 
más le convenga al país. Sabemos que el Poder Eje- 
cutivo no ha querido que esta discusión tome estado 
parlamentario y ha optado por la vía de las soluciones 
administrativas. Todos sabemos que las soluciones 
administrativas se han llevado adelante con muchos 
problemas. Ha habido diferentes interpretaciones por 
parte de los bancos privados sobre los montos máxi- 
mos de los adeudos y sobre las fechas límite, tal como 
fue reconocido por el señor Ministro de Economía y 
Finanzas. Y todo eso ha conducido a algunas ejecu- 
ciones judiciales. 


Preferimos que esto se discuta aquí y que la so- 
lución al problema del endeudamiento y de las ejecu- 
ciones se tome por la vía de una ley. Entendemos que 
una ley es más cristalina y no permite dos lecturas, 
mientras que la vía administrativa ya nos ha demos- 
trado los problemas prácticos que acarrea al país. 


Conceptualmente, para nosotros el agro es un 
sector de gran importancia económica y social. A los 
productores agropecuarios que perdemos en caso de 
ejecuciones judiciales no los vamos a poder reponer 
como las máquinas de una fábrica. El rol que tiene el 
agro en el desarrollo nacional es muy importante, tal 
como ha sucedido en toda la historia del país, y pen- 
samos que también cumple un papel importante con 
vistas al futuro. En realidad, desde nuestro punto de 
vista, el país hoy necesita una suspensión de ejecu- 
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ciones como una señal de paz para buscar una salida. 
Pensamos que es un aporte positivo a las inquietudes 
que tiene la sociedad. En este sentido, creemos que el 
tema debe discutirse en el Parlamento y, como ya ha- 
ce seis meses que está por solucionarse, considera- 
mos que es urgente tratarlo hoy. 


SEÑOR AMEN VAGHETTI.- Por la negativa. 
SEÑOR AMORÍN BATLLE..- Por la negativa. 


SEÑOR ARAÚJ O.- Por la negativa, y voy a fundar el 
voto. 


Hemos votado por la negativa, pues somos sen- 
sibles ante la situación que están pasando los pro- 
ductores agropecuarios de nuestro país; sensibles de 
verdad; sensibles porque conocemos la realidad de 
nuestra producción y la del país real, no la del país de 
papel; sensibles porque sabemos que tenemos que 
encarar la realidad total del país; sensibles en el sen- 
tido de que el Partido Nacional ha hecho un gran es- 
fuerzo dentro de la coalición de Gobierno, y nuestro 
sector, el Herrerismo, también ha hecho un esfuerzo 
enorme para lograr que el sector agropecuario sea 
contemplado en forma global, abarcando no sola- 
mente el endeudamiento agropecuario con la banca 
privada, sino con la banca pública. Somos sensibles y 
seguimos siéndolo. No aceptamos que por la vía indi- 
recta de la coacción, haciéndonos votar en forma no- 
minal y demagógica, se nos quiera acorralar a pon- 
chazos. De ninguna manera. El Partido Nacional va a 
estar junto al sector agropecuario como lo ha estado 
durante toda su historia. Tiene fuerte raigambre, raíz, 
dentro del sector agropecuario de nuestro país. Se- 
guramente, en los próximos días vamos a estar bus- 
cando soluciones en serio, a largo plazo, de verdad, 
que en definitiva no sean pan para hoy y hambre para 
mañana. 


Por eso hemos votado negativamente, pero sien- 
do sensibles como lo hemos sido y lo seguiremos 
siendo siempre. 


SEÑOR ARGENZI O.- Por la negativa, y voy a fundar 
el voto. 


He votado negativamente porque la aspiración de 
mi sector era tratar este punto como un asunto inclui- 
do en el orden del día de la próxima sesión de la Cá- 
mara. Sabemos que se ha demorado la dilucidación 
de este tema, pero unos días más permitirían aportar 
soluciones importantes a fin de profundizarlo. 


SEÑORA ARGI MÓN.- Por la negativa. 
SEÑOR ARRARTE FERNÁNDEZ.- Por la afirmativa. 


SEÑOR ARREGUI .- Por la afirmativa, y voy a fundar 
el voto. 


Hemos votado afirmativamente porque sabemos 
de la enorme angustia que están padeciendo los pro- 
ductores que tienen ejecuciones judiciales que están 
en puerta, que no les permiten trabajar adecuada- 
mente. A través de la vía legal se podrá buscar solu- 
ciones más de fondo para el endeudamiento, mientras 
se procesan formas por las cuales se procure que el 
sector agropecuario tenga la debida rentabilidad, úni- 
ca manera posible de salir de esta situación coyuntu- 
ral. 


SEÑOR BARÁI BAR.- Por la afirmativa. 
SEÑORA BARREI RO..- Por la afirmativa. 
SEÑOR BARRIOS.- Por la afirmativa. 
SEÑOR BAYARDI.- Por la afirmativa. 
SEÑOR BELLOMO..- Por la afirmativa. 
SEÑOR BENTANCOR.- Por la afirmativa. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Por la negativa, y voy a fun- 
dar el voto. 


Somos absolutamente sensibles a este problema, 
como al problema que afecta a industriales y otros 
agentes económicos en este momento tan difícil. Cre- 
emos que para beneficio de todos y del agro incluido, 
en primer término tenemos que proteger la seguridad 
jurídica del país. Si este país no pudiera dar certezas 
en cuanto a alguno de los derechos fundamentales 
consagrados en la Constitución, la situación se podría 
complicar más, incluso para los circunstanciales bene- 
ficiarios, porque ¿dónde y quién les dará un crédito en 
el día de mañana? 


Nos consta la sensibilidad del Gobierno para bus- 
car soluciones a los problemas del agro. Cualquiera 
sea la solución, tendrá costos, que va a afrontar la so- 
ciedad en su conjunto. Pensamos que con la buena 
voluntad de todos, analizando casos tan desiguales 
como el de un productor que debe $ 20.000 y el de 
otro que debe millones de dólares, analizando en for- 
ma desigual situaciones desiguales, se podrá alcanzar 
soluciones que a todos dejen satisfechos, sin violar el 
principio de certeza jurídica sin el cual el sistema no 
puede funcionar. 
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SEÑOR BEROIS QUI NTEROS.- Por la negativa. 
SEÑOR BIANCHI .- Por la negativa. 

SEÑOR BLASI NA.- Por la afirmativa. 

SEÑOR BORSARI BRENNA.- Por la negativa. 
SEÑOR BOSCH.- Por la negativa. 


SEÑOR CANET.- Por la afirmativa, y voy a fundar el 
voto. 


Hemos votado afirmativamente esta moción en 
virtud del convencimiento de que es urgente asumir el 
tema y, además, porque la dirección política del 
Frente Amplio aprobó por unanimidad hace nueve dí- 
as una moción, a propuesta de las bases del interior, 
que dice que habiéndose concretado "dos ejecuciones 
judiciales de productores rurales, uno en el departa- 
mento de Flores y otro en el departamento de Cerro 
Largo, la Mesa Política del Frente Amplio reafirma sus 
propuestas referidas al tema, planteadas en el ámbito 
parlamentario y contenidas en el conjunto de medidas 
hechas públicas el pasado 22 de mayo". 


SEÑOR CARDOZO FERREI RA.- Por la afirmativa, y 
voy a fundar el voto. 


Señor Presidente: votamos afirmativamente esta 
moción convencidos de que no vemos dificultad algu- 
na para tratar hoy el tema, y teniendo en cuenta el 
esfuerzo que ha hecho cantidad de gente en aras de 
una solución para el problema del que estamos ha- 
blando. 


Desde el mes de noviembre del año pasado es- 
tamos esperando una solución prometida para el en- 
deudamiento del sector agropecuario, sobre todo con 
la banca privada, y algún ajuste en el endeudamiento 
con la banca oficial. No vemos cuál es la dificultad 
para que haya una ley de suspensión de ejecuciones, 
cuando desde 1999 existe la ley de cupón cero pro- 
mulgada por el Presidente de la República del período 
anterior. Y ningún sistema económico tambaleó por- 
que se haya promulgado esa ley. También se han he- 
cho otro tipo de suspensiones. No veo la diferencia 
que existe entre un pacto de suspensión de ejecucio- 
nes y una ley. Veo, sí, mayor seguridad, porque el 
pacto que se hizo en ese momento no fue cumplido 
por las instituciones bancarias y hemos tenido ejecu- 
ciones de productores. 


De todas maneras, queremos expresar que va- 
loramos mucho el esfuerzo que han hecho los legisla- 


dores por llegar a un acuerdo. Seguramente, será 
parte de ese esfuerzo el resultado positivo que vamos 
a alcanzar después de estas discusiones. Por ese es- 
fuerzo y con la conciencia de que hacemos estas co- 
sas y este trabajo seguros de que es realmente lo que 
va a llevar al resultado final de que el sector producti- 
vo uruguayo será atendido en serio, podremos dar 
tranquilidad espiritual y económica al sector primario. 


También queremos expresar que la semana que 
viene tenemos pactados encuentros con agentes y 
delegados del comercio y la industria del país por la 
misma situación. Asimismo, la semana próxima el 
sector del turismo nos va a plantear la misma proble- 
mática, que vive toda la sociedad uruguaya. Quiero 
que quede constancia de que así como estamos tra- 
bajando por este sector, lo haremos por esos otros 
con el mismo esfuerzo, dedicación y convencimiento 
de que el Uruguay solo podrá pagar sus deudas y lle- 
gar a lo que todos queremos -un país próspero y con 
balanza favorable- si atendemos al sector productivo 
en su totalidad. 


SEÑORA CASTRO..- Por la afirmativa. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍ GUEZ.- Por la afirma- 
tiva. 


SEÑOR CONDE.- Por la afirmativa. 
SEÑOR CHÁPPER.- Por la negativa. 


SEÑORA CHARLONE.- Por la afirmativa, y voy a 
fundar el voto. 


Estamos votando por la afirmativa porque enten- 
demos que este tema es realmente urgente. Tan ur- 
gente es que se ha presentado otra moción a la Mesa 
para que, en lugar de tratarse hoy, se considere el 
martes. Entonces, hay un reconocimiento implícito de 
que el tema es, efectivamente, urgente. Es urgente 
para dar un marco de tranquilidad a los productores 
que están siendo ejecutados. Sabemos que, en reali- 
dad, el tema de fondo no es este; esto es simple- 
mente un paréntesis. El tema de fondo consiste en 
solucionar el endeudamiento del sector agropecuario. 
Y si vamos más allá, el tema de fondo es la rentabili- 
dad, que no es de solución legislativa, pero implica 
importantes decisiones de política económica. 


Este tema no se puede seguir dilatando porque 
hay productores que están siendo ejecutados y se re- 
quiere la certeza de que ello se detendrá. 
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Efectivamente, la seguridad jurídica es muy im- 
portante para el país. Pero con seguridad jurídica se 
generó atraso cambiario; con seguridad jurídica per- 
dimos competitividad; con seguridad jurídica tenemos 
un brutal déficit fiscal; con seguridad jurídica perdi- 
mos el "investment grade"; con seguridad jurídica 
muchos de los productores han tenido que abandonar 
cada año sus establecimientos porque no son renta- 
bles; con seguridad jurídica tenemos desocupación; 
con seguridad jurídica perdemos reservas. Entonces, 
es muy importante la seguridad jurídica, pero atrás y 
por encima de ella están la seguridad económica, las 
condiciones de vida de nuestra gente y los problemas 
reales que ella tiene. Allí es donde tenemos que dar 
seguridad. 


En este momento, la seguridad jurídica para mí 
pasa por dar seguridad en esas situaciones. 


SEÑOR CHI ESA BORDAHANDY.- Por la negativa, y 
voy a fundar el voto. 


Señor Presidente: en el día de hoy solamente 
estamos considerando si este tema es urgente o no. 
Creo que la urgencia también pasa por solucionar el 
tema de fondo, que es el del endeudamiento. Esto no 
es una solución para los productores porque, en defi- 
nitiva, lo que pretenden es parar las ejecuciones, pero 
van a seguir recibiendo a través de los trámites judi- 
Ciales las notificaciones y los cedulones; lo único que 
esto va a parar es el remate, pero así no buscamos la 
solución. Para eso están trabajando el Gobierno y la 
coalición, que se ha estado reuniendo con el señor 
Ministro de Economía y Finanzas en busca de una so- 
lución de fondo. Para eso también ayer le pedimos a 
la Comisión correspondiente que siguiera trabajando 
en el tema y decíamos que eran bienvenidas las ideas 
de los demás sectores políticos para contribuir en ese 
sentido. Pero, evidentemente, hay otros que no pre- 
tenden eso y van por otros caminos. Nuestro camino 
es el de buscar el trabajo y, por supuesto, una salida 
para el sector agropecuario, al igual que para otros 
sectores, que es lo más importante para nuestro país. 


Nosotros queremos una solución que, en definiti- 
va, contribuya al mejoramiento del país y a la tranqui- 
lidad de los productores, y para ello vamos a seguir 
trabajando. Sin embargo, en el día de hoy votamos 
negativamente porque este tema lo vamos a tratar en 
forma definitiva el martes de la semana próxima. 


SEÑOR CHI FFLET.- Por la afirmativa, y voy a fundar 
el voto. 


El país entero -no solo el Parlamento- desde hace 
muchos meses viene escuchando el clamor de las an- 
gustias de los productores. Nadie duda, ni aquí ni en 
el país, que el tema es urgente. Naturalmente, hay 
que solucionar el problema de las ejecuciones, el del 
endeudamiento y otros que sufre el agro, y para ello 
será necesario realizar acuerdos entre las distintas 
fuerzas políticas para salvar un sector esencial para el 
futuro del país. Sin embargo, están llegando cedulo- 
nes y la situación es muy grave. Yo podría mencionar 
un caso curioso que escuché del Vicepresidente de la 
Federación Rural, quien denunció que a un pequeño 
productor que trabajaba 27 hectáreas en Cerro Largo 
le llegó un cedulón de desalojo firmado curiosamente 
-esto lo señalo porque es digno de curiosidad- por un 
delincuente defraudador del Banco Comercial, un se- 
ñor Rohm, contra el cual no se han tomado todavía 
las medidas que corresponden. 


Creo, además, que aquí no se trata de un pro- 
blema de sensibilidades; aquí se trata de que hay 
quienes entendemos necesario que este tema se trate 
hoy, es decir, lo antes posible, y quienes consideran 
que puede ser mejor analizar la situación en otro 
momento. Son puntos de vista; en este tema no se 
trata de agraviar a nadie. 


Por otra parte, cuando se pide que se tome la 
votación en forma nominal no se trata de coaccionar a 
nadie; nadie guapea por votar de acuerdo con sus 
convicciones. En todo caso, ese es un derecho que 
está establecido en el Reglamento para que se sepa 
claramente cuál es la posición de cada legislador y 
para que la opinión pública pueda informarse, ya que 
figura en la versión taquigráfica la posición de cada 
uno. Nadie, cuando se redactó el Reglamento, se ne- 
96 a esto porque, naturalmente, todos estamos dis- 
puestos a dar la cara. Este es un aporte a la transpa- 
rencia y a la información a la que todo ciudadano tie- 
ne derecho. 


Muchas gracias. 


SEÑOR DA SI LVA.- Por la negativa, y voy a fundar 
el voto. 


Los temas en profundidad los vamos a discutir el 
día martes. Ahí vamos a rever muchas de las cosas 
que en esta Legislatura se han dicho con respecto a 
soluciones alcanzadas y a otras que quizás no se han 
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podido alcanzar. Vamos a ver quién ha mentido o 
quién está mintiendo en esta ocasión, así como tam- 
bién a quién le ha venido una seudosensibilidad con el 
sector agropecuario que quizás responde al año capi- 
cúa, al año 2002, porque algunas posiciones que es- 
toy escuchando pueden no ser las mismas que las que 
escuché el año pasado. Vamos a hacer memoria, se- 
ñor Presidente. 


En base a eso vamos a seguir negándonos a esa 
posición, que todavía no termino de entender, de 
querer dividir a los sensibles y a los insensibles. 


Discrepo con algún señor Diputado preopinante 
en lo que acá se propone al hacer una votación nomi- 
nal. A ninguno de los que estamos aquí sentados nos 
asusta decir lo que pensamos; es más, lo decimos 
permanentemente. Quien habla tiene una cercanía ín- 
tima con el sector agropecuario y está enfrentado a 
toda una familia por este tema. Pero en mi conciencia 
y según mi leal saber y entender creo que la mejor 
ayuda que puedo dar al sector agropecuario de hoy y 
de mañana es no votar la ley de suspensión de ejecu- 
ciones. 


Entonces, me resisto, y me temo que muchos 
que hacen la vista fácil porque tienen la tribuna llena, 
tengan alguna contradicción el futuro martes. Sepa, 
señor Presidente, que el Partido Nacional va a estar 
muy atento a esas contradicciones y las va a marcar a 
fuego, porque con este tipo de cosas no se juega. El 
sector agropecuario es muy sensible para el Partido 
Nacional como para que vengan algunos, a los que 
quizás ahora les vinieron las veleidades de apoyo al 
sector agropecuario, a decirnos qué es lo que se tiene 
que hacer. 


Por lo tanto, señor Presidente, con la frente bien 
alta el martes vamos a estar haciendo una discusión 
que esperamos se dé con la altura y coherencia sufi- 
cientes. En este Parlamento hay versión taquigráfica y 
va a contener lo que espero que se manifieste el 
martes. Si eso no llega a ser así, tenga la tranquilidad 
de que los blancos vamos a estar bien atentos para 
marcar esas contradicciones. 


SEÑOR DÍAZ.- Por la negativa, y voy a fundar el 
voto. 


En primer lugar, quiero decir que la votación no- 
minal es un instrumento no solo reglamentario, sino 
legítimo. Creo que está bien que los legisladores ha- 
gamos públicamente expresión de nuestros votos en 


la forma más evidente posible. Lo que creo también 
es que no sería bueno agraviarse cada vez que se pi- 
da votación nominal. En nuestra práctica parlamenta- 
ria muchas veces la pedimos. Por lo tanto, trato de 
ser coherente; no voté con mi Partido en esta emer- 
gencia sobre este asunto, pero eso sí: no vale decir 
hoy que no es "macarthismo" proponer la votación 
nominal y sentir que sí lo es en otras instancias. 


En cuanto al tema de fondo, mantendré las posi- 
ciones que tengan mi sector y mi Partido político, pero 
desde el punto de vista estrictamente personal diré 
que me parece que las fórmulas públicas que ha he- 
cho conocer el Ministerio de Economía y Finanzas son 
negativas, porque creo que son de una amplitud que 
no viene al caso, que no son buenas para el país, que 
no son buenas para la producción; y porque, además, 
como no tengo sensibilizaciones flechadas, pienso que 
debemos tener la misma sensibilidad ante todos los 
sectores que forman este país, que trabajan por este 
país, que se preocupan por este país y que hacen este 
país. 


SEÑOR DÍ AZ MAYNARD.- Por la afirmativa. 
SEÑOR DOMÍ NGUEZ.- Por la afirmativa. 
SEÑOR ESTÉVEZ.- Por la negativa. 


SEÑOR FALCO.- Por la negativa, y voy a fundar el 
voto. 


Me resulta absolutamente extemporáneo la soli- 
citud de votar con urgencia este proyecto de ley en el 
día de hoy; extemporáneo en la forma y en el conte- 
nido. 


Escuchaba recién que la seguridad jurídica es un 
bien a defender por todas las partes. De alguna ma- 
nera eso se tenía que dar por sentado; supongo que 
no deberíamos justificarnos en ese sentido. Pero con 
este proyecto que de alguna manera se pretende in- 
troducir hoy y votar de manera urgente, ¿se logra la 
rentabilidad en el campo? No, señor Presidente. ¿Se 
logra que las deudas que hoy tienen los productores 
se vean de alguna manera, no digo licuadas, pero sí 
aliviadas o disminuidas? No, señor Presidente. Lo úni- 
co que se logra con este proyecto que se quiere sacar 
con fórceps es la suspensión de ejecuciones hasta di- 
ciembre de este año. 


Pues bien, en la hipótesis de que este proyecto 
-que es menester tratar, porque nadie desconoce la 
situación del campo- resultara aprobado, ¿en cuánto 
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realmente se mejora la situación del campo? Creemos 
que en lo que refiere a los problemas de fondo -solo 
hemos mencionado algunos-, en absoluto, señor Pre- 
sidente. 


A eso debemos sumar la coacción demagógica 
-lamento utilizar esta palabra- de solicitar que se vote 
nominalmente; es un mecanismo previsto y ajustado 
al Reglamento, por lo que en definitiva no nos hemos 
opuesto y de hecho damos nuestra opinión, pero lo 
podríamos haber hecho igual fundando el voto en una 
votación no nominal. 


En conclusión, nos parece extemporáneo en la 
forma y en el contenido y, además, se presenta cuan- 
do se está a punto de alcanzar un acuerdo o una so- 
lución al respecto, que quizás tenga las dificultades 
que algunos manifestaron desde el punto de vista 
administrativo; no lo sé. Lo que digo es que por este 
proyecto y por la manera en que se quiere introducir 
-reitero-, sí se violenta el principio de seguridad jurídi- 
ca y en nada se ayuda a los productores; simple- 
mente, se alarga una agonía. 


SEÑOR FALERO.- Por la negativa, y voy a fundar el 
voto. 


Estoy realmente asombrado porque estamos vo- 
tando la urgencia de un proyecto que en definitiva no 
está informado por la Comisión. 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca se 
reunió en el día de ayer, tomó resolución con respecto 
al tema, se elaboró un informe y resulta que hoy no 
estamos en condiciones de analizar el informe que 
esta aprobó. Me parece que es absolutamente fuera 
de lugar, no corresponde y, a mi juicio, hasta sería un 
destrato para la propia Comisión de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca, tratar este tema sin considerar la re- 
solución que por mayoría la Comisión adoptó y sin 
analizar los informes en mayoría y en minoría que la 
Comisión elaboró. 


Por lo tanto, es un hecho absolutamente anormal 
e irregular porque, en definitiva, aquí deberíamos te- 
ner el informe de la Comisión de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca, que ni siquiera está distribuido; hasta 
donde yo sé, se ha elaborado el original, pero no se 
han distribuido las copias. 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca se 
volvió a reunir en la mañana de hoy y se informó a 
todos los allí presentes, de todos los Partidos políticos, 


que existían procedimientos administrativos que qui- 
zás ¡ban a estar dados por escrito en la tarde de hoy, 
sobre resoluciones que iba a adoptar el Banco Central 
a los efectos de los acuerdos relacionados con las eje- 
cuciones de los productores rurales vinculados a la 
banca privada, y que ese documento por escrito iba a 
ser suficiente -así se manifestó y estuvimos todos de 
acuerdo- para resolver el problema. 


Sin embargo, lo que estamos tratando acá no es 
el problema del endeudamiento del sector agropecua- 
rio, porque si fuera así tendríamos que empezar a 
conversar y no alcanzaría esta reunión, ni una, ni dos 
ni tres sesiones de la Comisión de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca, ni una semana, ni dos semanas de 
trabajo para tratar, en definitiva, el endeudamiento 
social del país, que es un tema mucho más impor- 
tante. A mí también me preocupa la doña que debe 
plata por el uso de la tarjeta de crédito y le rematan 
la casa, que no puede pagar la cuenta de la tienda y 
no puede mandar los hijos a la escuela. Vamos a en- 
tendernos; esto también me preocupa. Ese endeuda- 
miento también lo tengo que considerar. 


Por lo tanto, he votado negativamente esto por- 
que considero que debemos contar con los elementos 
de juicio necesarios y suficientes para actuar con se- 
riedad en un tema de esta envergadura. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Por la afirmativa, y voy a 
fundar el voto. 


He votado afirmativamente en virtud de que, a 
mi modesto entender, cuando hay grandes problemas 
se necesitan soluciones grandes y cuando los proble- 
mas son urgentes se necesitan soluciones urgentes. 
Creo que el tratamiento de este tema en la Cámara 
daría una cristalinidad al problema que hoy -no ma- 
ñana ni pasado, sino hoy- tienen los productores ru- 
rales que ven peligrar sus fuentes no solo de produc- 
ción, sino de recursos, frente a la banca estatal y a la 
privada. 


No creo que aparezcan soluciones mágicas en 
una semana para resolver el problema de fondo y 
buscar las soluciones definitivas al endeudamiento y a 
la producción. Creo que para eso son necesarias rec- 
tificaciones de conducción económica y la búsqueda 
de elementos que den a la producción nacional una 
nueva posibilidad y que hoy no están sobre de la me- 
sa. Esta sencilla ley permitiría en estos meses, hasta 
diciembre, encarar soluciones de común acuerdo en- 
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tre todos los Partidos políticos que nos lleven a una 
solución de fondo. Evidentemente, esta no es una 
solución de fondo, pero es urgente para los produc- 
tores rurales y la producción nacional. 


SEÑOR FERNÁNDEZ CHAVES..- Por la negativa. 


SEÑOR FONTI Cl ELLA.- Por la afirmativa, y voy a 
fundar el voto. 


Estoy votando por la afirmativa porque, como 
Representante de un departamento netamente agro- 
pecuario, siento muy de cerca la difícil situación y la 
urgencia que tienen nuestros trabajadores rurales de 
contar con soluciones serias. 


Nosotros representamos a un departamento cu- 
yos productores creyeron en compromisos asumidos 
que, posteriormente, a pesar de las buenas intencio- 
nes, no pudieron ser cumplidos en su totalidad. Las 
dificultades para cumplir con estos compromisos ya se 
han llevado tierras de productores de mi departa- 
mento. 


Estoy convencido de que solamente la ley puede 
establecer los parámetros necesarios para que puedan 
tramitarse las soluciones, de cuya buena intención no 
dudo, pero que entiendo que necesitan un tiempo 
para poder procesarse. 


Todo lo que quizá se buscó por mucho tiempo, 
recién ahora llega en forma urgente y con falta de 
prolijidad, y a esta solución se le deberá dar tiempo 
compartimentado por una ley que impida que sigan 
los procesos de ejecución de quienes están esperando 
las soluciones. 


Por eso voto con absoluta convicción, respetando 
las posiciones ajenas, pero exigiendo que se respete 
la sana intención con la que estamos transitando este 
camino. 


SEÑOR GAMBETTA.- Por la afirmativa. 
SEÑOR GALLO | MPERI ALE.- Por la afirmativa. 
SEÑOR GARCÍA PI NTOS.- Por la negativa. 


SEÑOR GIL SOLARES.- Por la afirmativa, y voy a 
fundar el voto. 


La ley debe evitar las ejecuciones de los deudo- 
res del sector agropecuario. Es mucho el endeuda- 
miento y son muchos los deudores. ¿Qué gana el país 
desarraigando a trabajadores de su ámbito natural? 
Nadie los puede sustituir de la noche a la mañana. 


Por instinto de conservación ciudadana voto por 
la afirmativa. Si el campo se cruza de brazos o se 
queda sin brazos, a la larga la ciudad se queda sin 
alimentos y por este camino podríamos llegar a situa- 
ciones muy enojosas. Este tema hay que tratarlo ya. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Por la negativa, y 
voy a fundar el voto. 


Como siempre digo, las cuentas claras conservan 
la amistad. Debemos tener bien en cuenta qué es lo 
que estamos votando en el día de hoy. No estamos 
votando la suspensión o no de las ejecuciones. En el 
día de hoy estamos votando si tratamos en forma ur- 
gente un proyecto sobre el cual el propio sector re- 
dactor de esa iniciativa y el propio Diputado que la 
presentó en Comisión han dicho que no quieren que 
se trate en el día de hoy. Esto es lo primero que 
quiero decir. 


Somos sensibles al problema de la agropecuaria, 
¡ y vaya si tenemos credenciales de ello! 


Somos firmantes del proyecto de suspensión de 
ejecuciones hasta el 31 de diciembre, que fue votado 
negativamente en Comisión. No se contó con los vo- 
tos necesarios para la aprobación del proyecto que 
habíamos firmado junto con otros siete Diputados del 
Partido Nacional, que fuimos quienes propiciamos la 
medida de que se suspendieran las ejecuciones hasta 
diciembre. Como ese proyecto no fue aprobado en 
Comisión, otro proyecto del Nuevo Espacio |ndepen- 
diente contó con los votos necesarios y es lo que hoy 
estamos votando para que se trate en forma urgente. 
Debo decir que ni siquiera hemos leído este proyecto; 
no tenemos la más mínima idea de lo que contiene; 
no sabemos cuál es el informe que elaboraron quie- 
nes lo votaron y tampoco conocemos el de aquellos 
que no lo votaron. 


Este es un tema muy sensible y preocupante, por 
lo que no se debe tratar sobre tablas sin haber anali- 
zado debidamente el proyecto. 


Por otra parte, somos autores del único -no 
quiero ser injusto en caso de que hubiera otro, pero sí 
es el primero- proyecto de refinanciación del sector 
agropecuario, que presentamos en el mes de mayo de 
2000. Seguimos creyendo que es un muy buen pro- 
yecto, pero hasta el día de hoy no hemos contado con 
otros sectores que estén dispuestos a considerarlo. 
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Así que, después de esta instancia, voy a votar 
afirmativamente que el proyecto aprobado por la Co- 
misión de Ganadería, Agricultura y Pesca se trate el 
próximo martes, de modo que sea posible analizarlo 
previamente. 


Quiero ser claro en lo siguiente. Cuando fui pro- 
ponente y firmante de un proyecto de suspensión de 
ejecuciones hasta el 31 de diciembre, no era con el 
ánimo de que no hubiera remates hasta esa fecha, si- 
no con el ánimo de que saliera un plan de refinancia- 
ción para el sector agropecuario. De nada me sirve 
suspender las ejecuciones hasta diciembre si no hay 
un plan de refinanciación. Lo importante aquí es que 
haya un plan de refinanciación para que los produc- 
tores agropecuarios puedan acogerse y dormir tran- 
quilos. De nada me sirve suspender las ejecuciones 
por treinta, noventa o ciento ochenta días, si no tengo 
la solución de fondo. 


Sobre la solución de fondo se está conversando. 
Se están buscando soluciones. Es la primera vez que 
se me invita a ir con otros compañeros del Partido 
Nacional al despacho del señor Ministro de Economía 
y Finanzas, ya que otras veces no se me había invita- 
do. Hemos dejado ahí una serie de planteamientos 
sobre cómo aspiramos a que sea el plan de refinan- 
ciación. Quedaron en contestarnos el día viernes so- 
bre algunas cosas y el lunes sobre otras. 


Por lo tanto, tratar hoy un proyecto que no cono- 
cemos y sobre el cual hasta la Federación Rural ha di- 
cho que no es el adecuado, y no esperar hasta el día 
martes -cuando podremos tener respuestas claras so- 
bre un plan de refinanciación-, creo que no tiene sen- 
tido. Lo importante es obtener un plan de refinancia- 
ción en el que todos o la gran mayoría de los pro- 
ductores agropecuarios que realmente trabajan y 
comparten nuestro sentir agropecuario, puedan aco- 
gerse. 


Que quede claro: en el día de hoy no estoy vo- 
tando ni a favor ni en contra del proyecto de suspen- 
sión de ejecuciones. En el día de hoy he votado nega- 
tivamente que se trate en esta sesión un proyecto 
que, estoy seguro, de los noventa y nueve Diputados 
tal vez ochenta no hemos tenido la oportunidad si- 
quiera de leerlo. 


De aquí al martes vamos a tener el proyecto del 
señor Diputado Falero -él mismo ha sugerido que no 
se trate hoy, sino el martes- y esperamos tener tam- 


bién una respuesta clara del señor Ministro de Eco- 
nomía y Finanzas y de los bancos en cuanto a un plan 
de refinanciación que todos esperamos. 


Voy a votar, entonces, esa otra moción y el 
martes podremos contar con todos los elementos de 
juicio sobre la mesa. Al día de hoy, en cambio, alguna 
persona del Gobierno nos puede decir, con razón, que 
el señor Ministro de Economía y Finanzas y los bancos 
están trabajando en procura de una solución. El día 
martes tendremos todo sobre la mesa, y en ese mo- 
mento diremos si el plan de refinanciación nos con- 
vence o no y votaremos la suspensión de ejecuciones 
para seguir conversando. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR GUARI NO.- Por la afirmativa, y voy a fundar 
el voto. 


A algunos calificativos por la solicitud de votación 
nominal no nos vamos a referir, porque ya ha sido 
suficientemente aclarado. Queremos reafirmar, sí, que 
hacemos uso de una potestad reglamentaria, con un 
objetivo muy claro: que quede marcado el voto de 
cada uno de los legisladores, cosa que debería ser 
totalmente normal. 


¿Por qué creemos importante tratar hoy esto? En 
primer lugar, por lo que ya se ha dicho: este tema no 
es nuevo. No es nuevo en el Parlamento, en la Comi- 
sión ni en el plenario. En la Comisión hace ya varias 
semanas -por no decir meses- que está planteado. 
Semana a semana se anuncia que se va a votar y, sin 
embargo, no se ha concretado. Mientras tanto, se han 
cumplido ejecuciones de productores. Podrán no ser 
muchas, pero para el productor que lo ejecutan y lo 
sacan de su predio es una situación terrible. Es el 
mundo entero lo que se le viene abajo. 


Nosotros no estamos actuando hoy para la tribu- 
na. Estamos defendiendo desde siempre el interés del 
sector productivo de este país, porque creemos en él. 
Es nuestro proyecto de vida y nuestro proyecto políti- 
co. 


Lo que estamos pidiendo al solicitar que este 
proyecto se discuta hoy es dar una señal de que se 
pueden parar los remates y generar mejores condi- 
ciones para lograr las soluciones de fondo, que todos 
estamos contestes en que son necesarias. Pero eso, 
hagámoslo con la tranquilidad de saber que no habrá 
más remates hasta el mes de diciembre. 
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A pesar de que el señor Ministro de Economía y 
Finanzas, contador Bensión, muchas veces ha dicho 
que no está dispuesto a hablar una sola palabra más 
sobre el endeudamiento del agro y que con el cupón 
cero cerraba el capítulo, ahora ha empezado a hablar. 
Yo creo que hablaría con mucha más claridad, ten- 
drían mucha más fuerza los productores y habría 
mejores condiciones para una solución de fondo si 
hubiera una ley demarcatoria que evite que los re- 
mates que se están parando, se estén suspendiendo 
por favores políticos o vinculaciones con Senadores o 
con algún Ministro. Que la transparencia de la ley sea 
la que marque la igualdad de condiciones para todos. 


Por último, quiero decir que es cierto que hay al- 
gunas fórmulas que el martes ojalá estén. Yo no creo 
mucho que puedan surgir soluciones mágicas de aquí 
al martes. Hay algunas fórmulas con elementos inte- 
resantes que habrá que estudiar e incorporar a las 
soluciones de fondo. Pero muchos de esos plantea- 
mientos parecen ser más soluciones para los bancos 
que para los endeudados. ¿Sabe una cosa? Cuando 
en un tema agropecuario se buscan soluciones al en- 
deudamiento y no se habla de vacas, no se habla de 
ovejas, ni de lana, carne o arroz, sino de bonos, cu- 
pones y "leasing", las cosas no van por buen camino, 
porque el productor no sabe qué es un bono. Quieren 
ahora introducirlos en el lenguaje del sistema finan- 
ciero. Entonces, por mejor voluntad que se tenga, 
mientras no aterricen proyectos para hablar de carne, 
de producción, de vacas y de granos, no habrá una 
solución definitiva. Por eso estamos convencidos de 
que cuanto antes se solucione este tema, se estará 
aportando algo muy importante para nuestro país: la 
recuperación agropecuaria. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR IBARRA.- Por la afirmativa, y voy a fundar 
el voto. 


En primer término, no estamos innovando cuan- 
do planteamos que se trate con carácter urgente este 
proyecto. Se ha hecho en infinitas oportunidades, aun 
sin informe de la Comisión correspondiente. 


En segundo lugar, todos sabemos que el sector 
agropecuario está viviendo una situación de angustia 
muy importante y que hay productores que corren el 
riesgo de ser expulsados del campo, de sus estable- 
cimientos, con sus familias. Nosotros creemos que 
este tema debe tratarse de inmediato, porque ni un 


solo productor a partir de hoy puede ser expulsado ni 
migrar, echado de su tierra, de su trabajo, originando 
incertidumbre, zozobra y dolor en la familia agrope- 
cuaria. 


Además, queremos decir brevemente algo sobre 
lo que aquí se ha expresado en cuanto a que nosotros 
tendríamos una seudosensibilidad para este tema. 
Siempre hemos planteado el tema agropecuario. Lo 
hicimos cuando se trató la primera ley de urgente 
consideración, oportunidad en la que, a través de un 
aditivo, estábamos planteando la suspensión de eje- 
cuciones en el sector agropecuario. 


Nuestra fuerza política, el Encuentro Progresista- 
Frente Amplio, desde siempre ha planteado este te- 
ma. Acá tengo un documento muy claro, titulado 
"Respuestas y propuestas ante la coyuntura económi- 
ca y social", del 22 de mayo, que refiere a la necesi- 
dad de lograr una "suspensión de ejecuciones por 
deudas de productores agropecuarios y/o industriales, 
por el término de seis meses [...]," y de "Crear una 
Comisión Sectorial para que informe de la situación 
del endeudamiento bancario de los sectores agrope- 
cuario e industrial y plantee y estudie soluciones con- 
siderando el valor de mercado de las deudas, la viabi- 
lidad de la empresa y la necesidad de evitar el des- 
mantelamiento del sistema productivo". 


Entonces, somos absolutamente coherentes y es 
por eso que estamos votando favorablemente esta 
moción. 


SEÑOR LACALLE POU.- Por la negativa, y voy a 
fundar el voto. 


No voy a entrar en el fondo del asunto. Simple- 
mente, quiero informar y recordar a la Cámara que el 
Partido Nacional siempre ha dado la cara, que la da 
en este momento y la va a dar en el futuro, cual- 
quiera sea la circunstancia: en democracia o en dicta- 
dura, en la paz o en la guerra. Así que se equivoca 
quien pretende corrernos con el poncho con una vo- 
tación nominal. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR LAVI ÑA.- Por la negativa, y voy a fundar el 
voto. 


Voto por la negativa por una razón de lógica 
parlamentaria que consiste en que si dentro de seis 
días se va a considerar este mismo tema como primer 
punto del orden del día, parece razonable contar con 
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el informe de la Comisión asesora especializada en el 
tema, que es la de Ganadería, Agricultura y Pesca. En 
el fondo, estoy de acuerdo con la suspensión, pero 
voy a aguardar el informe de la Comisión de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca, que espero se presentará el 
martes próximo a fin de efectivizar mi voluntad y mi 
voto. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR LEGNANI .- Por la afirmativa. 
SEÑOR MAGURNO.- Por la negativa. 
SEÑOR MAHÍ A.- Por la afirmativa. 
SEÑOR MÁSPOLI BIANCHI .- Por la negativa. 
SEÑOR MELGAREJ O.- Por la afirmativa. 


SEÑOR MELLO..- Por la afirmativa, y voy a fundar el 
voto. 


Voto esta moción en forma afirmativa porque 
realmente no quiero que se produzcan más ejecucio- 
nes. Los señores Diputados deben saber que este 
proyecto de suspensión de remates hace varios meses 
que está propuesto y no hay acuerdo al respecto. 


Creo que el sector agropecuario endeudado solo 
saldrá adelante si se suspenden los remates y luego 
se estudian en serio las medidas para atender a su 
situación, a fin de que sepa cómo salir de su endeu- 
damiento. No quiero que nuestros campos queden 
desiertos porque la gente que vive allí tenga que 
abandonar su lugar de trabajo para venir a las ciuda- 
des. Estoy pensando firmemente en lo que ocurre 
cuando a una persona que trabaja en el campo se le 
remata su casa, se queda sin sus animales y sin sus 
útiles de trabajo. 


Por lo tanto, es con total convicción que votamos 
esta moción afirmativamente. 


Gracias, señor Presidente. 
SEÑOR MI CHELINI .- Por la afirmativa. 


SEÑOR MIERES (don José María).- Por la negati- 
va. 


SEÑOR MIERES (don Pablo).- Por la negativa, y 
voy a fundar el voto. 


En el día de ayer, a iniciativa del señor Diputado 
Falero, presentamos un proyecto de ley que contó con 
el voto mayoritario de la Comisión de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca. Esta iniciativa que hoy se somete a la 


consideración del Cuerpo buscando que su trata- 
miento sea declarado urgente, no tiene mayoría y to- 
dos lo sabemos: los que la proponen, los que la votan 
afirmativamente y los que la votamos negativamente. 
Por lo tanto, la pregunta que uno se hace es cómo se 
defiende mejor el interés de quienes hoy están pa- 
sando por una situación de gran dificultad: si some- 
tiendo a votación un proyecto que ya se sabe que no 
cuenta con la mayoría para aprobarlo y entonces se 
trata simplemente de un saludo a la bandera para 
marcar posiciones, o buscando una solución de fondo 
al problema del sector agropecuario. Sin duda, no te- 
nemos problema alguno -como no lo hemos tenido a 
través de nuestro representante en la Comisión de 
Ganadería, Agricultura y Pesca- en acordar interme- 
dios ante el planteamiento de que la consideración de 
este tema se traslade para el día martes, pero, eso sí, 
con la garantía de que sea el primer punto del orden 
del día la discusión del proyecto que ayer tuvo mayo- 
ría en la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
respecto al cual también sabemos todos que hoy no 
cuenta con mayoría en el plenario. Por lo tanto, la 
postergación del tema de fondo para el martes tiene 
el fundamento y la inteligencia de habilitar tiempos 
para encontrar caminos mejores que dejar señalada la 
banderita y decir a alguna gente: "Miren, yo los de- 
fiendo", sabiendo que, en definitiva, el resultado será 
negativo. Preferimos postergar la consideración de 
este asunto e intentar que de aquí al martes se en- 
cuentren otras soluciones o, de lo contrario, que la 
nuestra, que ayer tuvo mayoría en la Comisión, la lo- 
gre también en el plenario, lo cual nos satisfaría 
enormemente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MOLI NELLI.- Por la negativa, y voy a fun- 
dar el voto. 


Sin lugar a dudas, hoy, todos los legisladores de 
esta Cámara han de considerar que este es un tema 
urgente. Pero además de urgente es importante y, tal 
vez, más importante que urgente. 


Como se ha dicho en Sala, la cuestión funda- 
mental no es únicamente la suspensión de ejecucio- 
nes, sino que ella es solo una vía para solucionar el 
tema de fondo, que es el del endeudamiento. Esta- 
mos hablando del endeudamiento agropecuario, que 
es un sector vital en la economía del país. Inclusive, la 
cuestión del endeudamiento es más grande, porque 
también deberíamos considerar el de la industria y el 
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del comercio, que también son sectores importantes 
para el país. 


Sabemos que la consideración de este tema es 
urgente y, por eso, vamos a apoyar la segunda mo- 
ción que se leyó, a fin de que se analice en la próxima 
sesión de la Cámara, porque tanto ayer como hoy la 
Comisión estuvo trabajando intensamente, buscando 
y negociando una salida para solucionar la cuestión de 
fondo, el endeudamiento, que es lo realmente impor- 
tante. Entonces, la urgencia puede esperar hasta el 
próximo martes, porque hasta ese día podemos dar 
un paso importante para encontrar una solución. 


Es por esto que hemos votado en forma negativa 
y apoyaremos la segunda moción que está en la Me- 
sa. 


SEÑOR MORALES.- Por la negativa. 
SEÑORA MOREIRA.- Por la afirmativa. 


SEÑOR OBISPO.- Por la afirmativa, y voy a fundar 
el voto. 


Señor Presidente: hace mucho tiempo que se 
está hablando de soluciones de fondo para el sector 
agropecuario. También recordamos en este período y 
en el anterior muchas sesiones en las que se consi- 
deraron soluciones de fondo para el endeudamiento. 


Por nuestra parte, en nuestro departamento, 
permanentemente, hemos recogido el reclamo de los 
productores agropecuarios de suspender los remates. 
Por lo tanto, para nosotros es importante que este 
tema se discuta, como lo estamos haciendo hoy, así 
como también lo es el compromiso que acá se hace 
de encararlo. Desde nuestra posición, nos parece que 
lo mejor es tener una ley de acuerdo con los funda- 
mentos que aquí han expresado los compañeros. 


Por lo tanto, con absoluta tranquilidad, votamos 
afirmativamente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ORRICO.- Por la afirmativa, y voy a fundar 
el voto. 


Señor Presidente: se ha argumentado por parte 
de quienes están en contra de esta moción en base a 
la seguridad jurídica, lo que, hasta por mi especializa- 
ción, realmente me preocupa muchísimo. 


Entiendo que hay consideraciones para hacer que 
ameritan esta votación. 


En primer lugar, se sabe que toda sociedad está 
basada en valores: la vida, la libertad, la seguridad, la 
propiedad y tantos otros que las sociedades van es- 
tructurando, en este caso, a través de sus sistemas 
jurídicos. Esos valores, muchas veces, están en con- 
flicto entre sí. A título de ejemplo, el valor certeza 
puede estar en conflicto con el valor seguridad, por- 
que si, por ser seguros, pasan años y años antes de 
dictarse una sentencia, habría un conflicto de valores; 
llega un momento en que el derecho resuelve las co- 
sas. 


Entonces, el valor seguridad no es el único a te- 
ner en cuenta; efectivamente, es un valor muy im+- 
portante, pero primero está la gente y, en consecuen- 
cia, hay otro valor que se debe considerar en estos 
casos, que es el que se denomina estado de necesi- 
dad. Cuando sabemos que si no tomamos determina- 
da decisión, estamos lanzando literalmente al hambre 
a miles y miles de personas, tenemos la obligación de 
decir que el valor seguridad jurídica debe decaer en 
pro de este otro, que es un valor humano esencial, ya 
que el derecho, la economía y todas las ciencias so- 
Ciales tienen su razón de ser porque parten del hom- 
bre y terminan en el hombre, y si no es así, no son 
una ciencia social o, por lo menos, la que yo quiero. 


Se dice que habría que buscar soluciones de fon- 
do. ¿Soluciones de fondo en seis días? 


Pido disculpas a los muchos médicos que inte- 
gran esta Cámara, pero si alguien tiene un paro car- 
díaco delante de mí, ¿primero debo recurrir a los te- 
mas de fondo, saber qué fue lo que le provocó el paro 
cardíaco y qué tratamiento tendría que hacer, o lo 
reanimo y utilizo todo el personal médico y paramédi- 
co para ello? Primero, lo dejo vivo y después empiezo 
a averiguar qué fue lo que pasó. Acá pasa lo mismo: 
se dice que vamos a buscar un plan de refinanciación, 
pero, por definición, para que se refinancie algo tiene 
que haber una deuda. ¿Y cómo se va a refinanciar si 
el individuo ya fue ejecutado? Si está ejecutado no 
hay posibilidades de refinanciar nada, ya está afuera. 


Entonces, estoy de acuerdo en que habría que 
analizar los casos uno a uno, pero para hacerlo los 
productores primero tienen que estar en su lugar; si 
no, ya no podremos analizar sus casos porque tal vez 
sus tierras y sus bienes estén en propiedad de algún 
banco, de alguna financiera o de alguien que prestó 
plata sin ser banco ni nada. En ese extremo, tal vez 
no podamos tomar ninguna decisión porque, volvien- 
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do al ejemplo de la medicina, si no lo reanimamos, el 
individuo muere y lo único que podremos hacer es la 
autopsia, que tendrá valor científico, pero el muerto, 
muerto está. 


SEÑOR ORTIZ.- Por la negativa, y voy a fundar el 
voto. 


Voto esta moción por la negativa, como votaré 
en forma afirmativa la otra moción. La votaré en for- 
ma afirmativa, sin pedir votación nominal -como en 
este caso-, porque antes de entrar a Sala, todos los 
que estábamos en el Palacio Legislativo sabíamos qué 
respaldaría cada legislador; ninguna votación nominal 
cambia el voto de nadie. 


Soy un legislador del interior, nacido en el de- 
partamento de Treinta y Tres -como todos saben-; he 
vivido toda mi vida en el departamento y espero llegar 
a viejo viviendo allí y morir con bastantes años. Toda 
mi vida política y empresarial ha estado vinculada a la 
agropecuaria, sobre todo mi vida privada; desde que 
nací he estado vinculado a la agropecuaria, como sigo 
estándolo. No tengo deudas agropecuarias, pero co- 
nozco todo el endeudamiento agropecuario, capaz 
que mejor que muchos de los legisladores aquí pre- 
sentes -con esto no quiero nombrar a nadie-, tal vez 
muchísimo mejor. 


En la Comisión yo presenté el proyecto, junto a 
otros siete compañeros del Partido Nacional -fuimos 
varios los que lo presentamos-, con un muy buen fin: 
suspender las ejecuciones judiciales, lograr algo coer- 
citivo, a efectos de negociar con el Poder Ejecutivo 
para llegar a una solución satisfactoria para todo el 
endeudamiento rural. Creo que esto está llegando a 
un buen fin y por eso ayer en la Comisión votamos en 
forma negativa el proyecto que presentamos nosotros 
mismos, es decir que fuimos incoherentes, pero 
coherentes con lo que pensamos: incoherentes para 
los demás, pero coherentes con nosotros mismos. 


No votamos por la negativa ni siquiera por disci- 
plina partidaria, porque la bancada no lo requirió, sino 
que lo hicimos en el convencimiento de que estamos 
buscando un proyecto mejor, y sobre eso hemos es- 
tado conversando con los compañeros de bancada de 
los cuatro Partidos representados en la Comisión de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Cuando presentamos ese proyecto de ley, los 
demás compañeros nos dijeron: "Estamos dispuestos 
a tratarlo, pero hasta cierto grado de endeudamien- 


to". Las tres bancadas restantes representadas dijeron 
lo mismo: "Estamos dispuestos a llevar la suspensión 
de ejecuciones hasta cierto grado de endeudamiento". 
Es claro que cuando se habla de "cierto grado", es 
"cierto monto de endeudamiento". Hugo una bancada 
que me propuso poner un monto a las deudas para 
suspender las ejecuciones, es decir, no cubrir a los 
productores grandes, sino a los pequeños y a los me- 
dianos. 


Por eso ayer pedimos en Comisión, para no votar 
en contra un proyecto que presentamos nosotros 
mismos, un plazo de cuarenta y ocho horas que, la- 
mentablemente, no nos fue concedido, en el entendi- 
do de que se trataba de un período más del ya largo 
tiempo que se viene tratando este tema, no solo en el 
Parlamento, sino en todo el espectro político uruguayo 
y en el gremial, que es más importante que el político. 


No han confiado mucho en nosotros. Nuestros 
compañeros de Cámara no confiaron en lo que les 
estábamos diciendo; lo entendemos, pero no creemos 
que pueda ser así. No confían en nosotros, ni en el 
señor Ministro de Economía y Finanzas; lo entende- 
mos, pero no creemos que sea lo correcto. Dijimos 
que hay un principio de solución al endeudamiento, 
que es el fin al que quiere llegar este proyecto de 
suspensión de las ejecuciones judiciales; es decir, una 
solución de endeudamiento para los productores que 
están en vías de ejecución y no para aquellos que 
están al día, con quienes cometemos una injusticia 
solo tratando proyectos para quienes están endeuda- 
dos, sin buscar medidas en la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, conjuntamente con esto, para la 
reactivación agropecuaria en general. 


Mi departamento es netamente  agrícola- 
ganadero, no tiene otra subsistencia; cuando digo 
esto, no solo me refiero a producción pecuaria, sino a 
una muy importante producción arrocera. Conocemos 
el grado de endeudamiento del sector arrocero y lo 
que le ha costado salir adelante en estos últimos cua- 
tro años. 


Quiero dejar bien claro que acá nadie le va a sa- 
car al Partido Nacional la bandera de la lucha por la 
agropecuaria; no creo que ningún otro Partido sea 
menos ni más que nosotros, pero el Partido Nacional 
estará siempre apoyando a la agropecuaria y a todos 
los sectores de actividad de nuestro país. 
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No creemos que las votaciones nominales ni el 
decir que tal Diputado votó y tal otro no, sean la solu- 
ción para las deudas agropecuarias; acá la solución la 
tenemos que buscar entre todos y creemos que esta, 
a satisfacción de la Cámara y a satisfacción o no de 
las gremiales, estará mañana -por eso pedimos a la 
Comisión un plazo de cuarenta y ocho horas- y segu- 
ramente será publicada en la prensa en los próximos 
días. 


SEÑOR PAIS (don Gabriel).- Por la negativa, y voy 
a fundar el voto. 


Señor Presidente: se habló de los intereses del 
sector productivo. Pienso que al no apoyar un pro- 
yecto de ley que suspende las ejecuciones de los pro- 
ductores agropecuarios, lo que estamos haciendo 
realmente es proteger los intereses del sector produc- 
tivo y explico por qué. 


No hay sector productivo en el país ni en el mun- 
do que pueda funcionar sin crédito; no hay produc- 
ción que no deba recurrir en algún momento, inde- 
fectiblemente, a la utilización del crédito. Y la garantía 
que tiene el acreedor, al tiempo de conceder un cré- 
dito, de que va a recuperarlo es, precisamente, el 
procedimiento de ejecución del crédito. Si nosotros 
suspendemos oO debilitamos este procedimiento, 
afectamos el derecho de crédito. La mejor manera de 
entender este razonamiento es llevando la suspensión 
a su extremo: si en lugar de votar una suspensión de 
ejecuciones por sesenta días, la votáramos por más 
tiempo -uno, dos, tres, cinco o diez años-, veríamos 
claramente que no habría acreedor en el país ni en el 
mundo dispuesto a prestar al sector agropecuario. 
¿Por qué? Porque jamás podría recuperar el crédito si 
existiese una suspensión de ejecuciones. 


Una suspensión por sesenta días hiere el crédito 
definitivamente; una suspensión más larga lo mata y 
saca a los productores del mercado. Para proteger la 
producción agropecuaria pedimos la suspensión de las 
ejecuciones, y yo creo que debe hacerse lo inverso; 
cuando suspendemos las ejecuciones, afectamos la 
producción agropecuaria porque matamos el crédito. 


Todas las movilizaciones que ha habido en tal 
sentido, sin lugar a dudas, sacan del mercado a los 
posibles prestamistas del sector agropecuario porque 
no están dispuestos a prestar a un sector que resuel- 
ve corporativamente frenar ejecuciones para intentar, 
de alguna manera, demorar la devolución de los cré- 


ditos. Creemos, en cambio, que las soluciones pasan 
por el lado de las refinanciaciones, que son un meca- 
nismo lógico y coherente que una sociedad tiene que 
adoptar ante dificultades que se generan en un de- 
terminado sector. 


La suspensión de ejecuciones va a hacer a la ac- 
tividad productiva el mismo efecto que la suspensión 
de lanzamientos provocó en el mercado de los arren- 
damientos en la década del sesenta. Lo que ocurrió 
fue que todas las personas que tenían propiedades las 
sacaron del mercado de arrendamientos porque no 
tenían la certeza de recuperarlas y generaron un au- 
mento en el precio de los contratos de arrendamien- 
tos urbanos. Ahora pasa lo mismo: el hecho de sus- 
pender las ejecuciones quita del mercado posibles in- 
teresados en prestar al sector agropecuario, aumenta 
la tasa de interés y dificulta la situación del sector 
productivo. Por tanto, buscando un bien, terminamos 
haciendo un mal. 


Además, estamos ante una suerte de conflicto de 
intereses. Por un lado, tenemos a aquellos producto- 
res agropecuarios que hoy están endeudados, que 
están en riesgo de ejecución, y, por otro lado, tene- 
mos a miles y miles de productores agropecuarios que 
desean acceder al crédito y que van a tener dificulta- 
des por el hecho de que quienes prestan se van a re- 
tirar del mercado. Por lo tanto, debemos tener sumo 
cuidado con estas medidas que, pretendiendo benefi- 
ciar a un sector, terminan perjudicando y dañando la 
producción que todos queremos proteger. 


Es por todas estas razones que voy a votar ne- 
gativamente esta moción. 


SEÑOR PAIS (don Ronald).- Por la negativa, y voy 
a fundar el voto. 


Vamos a votar negativamente esta moción, así 
como vamos a votar por la afirmativa la moción de la 
cual somos firmantes para que este tema sea consi- 
derado como primer punto del orden del día de la 
próxima sesión ordinaria, por dos razones fundamen- 
tales. 


En primer lugar, por respeto al trabajo parla- 
mentario. Aquí muchas veces se ha mencionado que 
nosotros debemos respetar el trabajo parlamentario, 
que debemos jerarquizarlo, pero este tema fue trata- 
do en Comisión y se votó; aún no tenemos los infor- 
mes y no se ha dado el tiempo para que se procese el 
trámite normal que estas cosas deben tener para que 
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lleguen de la mejor manera a los distintos señores 
Representantes, cuando se presenta la moción que 
estamos considerando hoy. Me parece que no corres- 
ponde; creo que debemos darnos el tiempo necesario 
y respetar el trabajo que ha venido realizando la Co- 
misión competente. 


En segundo término, nosotros entendemos que 
estas horas -prácticamente son horas las que nos se- 
paran del tratamiento del tema, según como lo pro- 
ponemos nosotros- pueden contribuir a que maneje- 
mos otras variantes que se están gestionando, como 
es notorio, a nivel del Poder Ejecutivo y de las distin- 
tas fuerzas políticas. Me parece que lo que todos 
queremos con relación a este tema es alcanzar la 
mejor solución. 


Por otra parte, quisiera dejar una constancia, 
porque a mí tampoco me pesa el voto nominal. Si hoy 
tuviera que votar una suspensión de ejecuciones in- 
discriminada, la votaría negativamente. Eso debe 
quedar claro. Lo haría por todas las razones que aca- 
ba de resumir muy acertadamente mi homónimo, el 
señor Diputado Gabriel Pais, así como por el hecho de 
que desestimulando el crédito a largo plazo, estaría- 
mos hiriendo de muerte las posibilidades que los pro- 
ductores tengan hacia el futuro para realizar su activi- 
dad. 


Por lo tanto, si tuviéramos que tratar el tema en 
el día de hoy, votaríamos una suspensión indiscrimi- 
nada en forma negativa, no solo porque sería tre- 
mendamente injusta para el resto de la sociedad y 
para las personas que, endeudadas en otros sectores 
de la actividad, tienen tanto derecho como cualquier 
productor agropecuario a recibir las mismas solucio- 
nes, sino porque estaríamos poniendo en el mismo 
paquete a gente que se ha endeudado por necesidad, 
por una coyuntura muy desgraciada que ha tenido 
que vivir nuestro país, y a otras personas que han 
usado y abusado del crédito y que serían amparadas 
por una legislación que no distinguiría las situaciones. 


SEÑOR PENADÉS.- Por la negativa, y voy a fundar 
el voto. 


En la tarde de hoy estamos viviendo uno de esos 
acontecimientos que resultan incomprensibles para 
quien pueda enterarse desde fuera del Parlamento. 


Hubo legisladores de mi colectividad política que 
a título personal presentaron un proyecto para sus- 
pender las ejecuciones. Además, se presentó otra ini- 


ciativa por parte de un señor Diputado del Nuevo Es- 
pacio Independiente. En la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, en la tarde de ayer, el proyecto 
presentado por los legisladores del Partido Nacional 
fue votado negativamente. Asimismo, fue votada por 
la afirmativa la iniciativa presentada por el señor Di- 
putado Falero, del Nuevo Espacio Independiente. 


Por otra parte, es público y notorio que hay un 
compromiso hasta el 30 de junio en cuanto a evitar la 
mayor cantidad de ejecuciones posible. También es 
público y notorio que se viene llevando adelante una 
negociación entre el Partido Nacional y el Gobierno, 
impulsada por nuestra colectividad política, preocupa- 
da por la situación por la que está atravesando el 
sector agropecuario nacional. 


Es público y notorio que el Partido Nacional pidió 
que este tema -aprobado en la tarde de ayer en Co- 
misión y todavía sin informe-, según las prácticas 
parlamentarias más tradicionales de esta Casa, fuera 
considerado como primer punto del orden del día en 
la sesión ordinaria del próximo martes. Tenemos la 
certeza de que las negociaciones que vienen llevando 
adelante el Partido Nacional y el Gobierno van a al- 
canzar una solución. 


Se sabe que en la tarde de hoy esta propuesta va 
a resultar negativa y, sin embargo, se pide una vota- 
ción nominal. Entonces, salvo que esto tenga una in- 
tencionalidad política que no me corresponde catalo- 
gar -no lo voy a hacer, a pesar de que tengo un firme 
convencimiento de que existe, y no la voy a rotular 
por respeto a quienes la propusieron-, es absoluta- 
mente incomprensible lo que estamos viviendo hoy 
aquí. Reitero: esto es algo absolutamente incompren- 
sible, salvo que alguien quiera vivir su minuto de glo- 
ría, es decir, que sus palabras y su discurso -y solo 
eso- sean música para quienes, con la preocupación 
lógica del caso, hoy se encuentran aquí, angustiados 
por su propia situación. Por tanto, esas personas, en 
la tarde de hoy, van a salir más defraudadas de lo 
que entraron. 


No me voy a referir al tema de fondo porque lo 
voy a hacer el martes próximo. 


Pienso que el hecho de que se haya solicitado la 
votación nominal de este tema es muy menor, abso- 
lutamente menor; pretendió que alguien pudiera vivir 
su minuto de gloria y lo logró. Nosotros nos vamos a 
quedar con las soluciones. 
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SEÑORA PERCOVI CH.- Por la afirmativa, y voy a 
fundar el voto. 


Señor Presidente: en momentos de crisis tan difí- 
ciles como estos, las soluciones también son de crisis. 
Creo que este Parlamento tiene responsabilidades 
para evitar el deslizamiento de miles y miles de per- 
sonas y familias hacia una nueva informalidad, que 
difícilmente podremos contener y podrá contener este 
equipo de Gobierno. 


Por lo tanto, pensamos que esta es una pro- 
puesta responsable, en un momento de crisis, para 
una situación de crisis. 


SEÑOR PERDOMO.- Por la afirmativa, y voy a fun- 
dar el voto. 


Señor Presidente: nosotros, como todo nuestro 
sector, Alianza Nacional, votamos afirmativamente el 
tratamiento de este proyecto de ley sobre la susper- 
sión de las ejecuciones, última barrera en la defensa 
ante lo que causó esta situación, que es el endeuda- 
miento, que tiene origen básicamente en la falta de 
rentabilidad del sector. 


Como breve reflexión, queremos decir que no 
estamos de acuerdo con soluciones generales. No 
entendemos cómo de un sector que tiene poco más 
de cuarenta mil productores en todo el país y que en 
el Estado cuenta con servicios, programas y un Mi- 
nisterio con miles de funcionarios, hoy no tengamos 
información básica sobre cuál es la estructura familiar 
de cada productor, cuál es la asistencia técnica y la 
capacitación que ha recibido, cuál es su apuesta y su 
relación con la tierra. No podemos entenderlo en fun- 
ción de las tecnologías informáticas que hoy existen. 


Creemos que siempre llegaremos a soluciones 
que no contemplarán todas las posiciones. Ni siquiera 
entendemos la disposición de un monto máximo. Cre- 
emos que esto no es cuestión de grandes o chicos, si- 
no de actitud frente al sector agropecuario y al tra- 
bajo en la tierra. En un país tan pequeño, pienso que 
esto sería posible. 


Puestos hoy en la disyuntiva entre financistas o 
productores, personalmente, al igual que nuestro 
sector político, optamos por los productores, y reafir- 
mamos nuestro voto afirmativo para considerar este 
proyecto de ley en el día de hoy. 


SEÑOR PÉREZ.- Por la afirmativa. 
SEÑOR PITA.- Por la afirmativa. 


SEÑOR PONCE DE LEÓN.- Por la afirmativa, y voy a 
fundar el voto. 


Señor Presidente: en estos días la Cámara ha en- 
carado, en varias discusiones y proyectos de ley, dis- 
tintos aspectos vinculados al endeudamiento, al volu- 
men del endeudamiento, al costo del endeudamiento, 
a las tasas de interés, al precio del dinero. 


No tenemos cómo esquivar un tema en un mo- 
mento de tremendas dificultades para la economía del 
país; no dificultades puntuales de hace algunos me- 
ses, sino que se prolongan al menos desde hace cua- 
tro años. Mientras los alquileres y el valor real de muy 
diversas cosas bajan, los intereses y el costo del di- 
nero suben. 


En alguna otra ocasión hemos dicho que hay te- 
mas sobre los que tal vez lo mejor sería no legislar, 
pero cabe preguntarse cuál es el motor de estos pro- 
yectos de ley. Una cosa es que se tenga derecho legal 
a aplicar determinado nivel de intereses de mora y 
otra cosa es que efectivamente se aplique; una cosa 
es que se tenga derecho legal a ejecutar y otra cosa 
es que efectivamente se ejecute. 


Queremos decir con mucha claridad que si esta- 
mos discutiendo este tema es porque sentimos que 
del lado del sistema financiero no se ha hecho un uso 
prudente, un uso a tono con las circunstancias de cri- 
sis, de los mecanismos que se pueden llamar de refi- 
nanciación -como antes se decía-; yo diría que no se 
ha hecho uso de los mecanismos de sentido común 
en una relación comercial con un cliente que está 
atravesando por enormes dificultades. 


Y en muchos casos se ha pretendido aplicar me- 
cánicamente reglas -en ocasiones llegando a ejecu- 
ciones absurdas- que estaban pensadas para una 
economía funcionando en forma normal. Nosotros de- 
cimos que puede existir el derecho puntual de hacer 
eso, pero no existe el derecho global, el derecho con- 
ceptual de actuar como si los clientes no estuvieran 
atravesando por la situación en la que se encuentran. 


Si estos proyectos de ley vienen aquí es porque 
esto, en definitiva, no se ha usado con prudencia, y 
no por obra de una masiva difusión como a veces pa- 
sa. Recién se hacía referencia a la ley de alquileres; 
son miles los propietarios que alquilan y, entonces, es 
algo estadístico. En este caso, son muy pocos los ac- 
tores del sistema financiero que son los titulares de 
todo este endeudamiento. 
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Por lo tanto, allí es donde sentimos que radica 
una enorme responsabilidad de quienes han sido 
asistidos por el conjunto de la sociedad uruguaya 
cuando han estado en dificultades, aunque ninguna 
ley obligara a hacerlo. Sin embargo, muchas veces 
uno siente que cuando los que están en dificultades 
son otros, se piensa: "¡Ah!, señores, está en la ley y 
tengo el derecho a ejecutarlo". 


¡Ese es el motor de este proyecto de ley! Si las 
cosas se aplicaran con prudencia, no estaríamos tra- 
tando este tema. 


SEÑOR POSADA.- Por la negativa, y voy a fundar el 
voto. 


Señor Presidente: en el día de ayer legisladores 
del Partido Nacional nos plantearon la posibilidad de 
que lo aprobado en el seno de la Comisión de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca, esto es, el proyecto de ley 
presentado por nuestro compañero de bancada el se- 
ñor Diputado Falero, fuera considerado como primer 
punto del orden del día en la sesión del martes 18. 


Esto nos pareció adecuado por dos motivos. En 
primer lugar, porque es notorio que el Partido Nacio- 
nal ha venido desarrollando negociaciones con el Par- 
tido de Gobierno buscando instancias tendientes a 
procurar una solución al endeudamiento del sector 
agropecuario. En todo caso, desde el punto de vista 
parlamentario, lo que correspondía era que se habili- 
tara a que esas gestiones llegaran a su término. 


Con el mismo criterio, en el seno de la Comisión 
de Ganadería, Agricultura y Pesca votamos un inter- 
medio de cuarenta y ocho horas que apuntaba en ese 
sentido. Por lo tanto, somos consecuentes con lo ac- 
tuado en el seno de la Comisión. 


Por otra parte, a pesar de que el informe fue 
presentado por el señor Diputado Falero en la maña- 
na de hoy, en el momento en que se reunía la Comi- 
sión de Ganadería, Agricultura y Pesca, es notorio que 
aún no ha sido distribuido. 


En consecuencia, si en este momento habilitára- 
mos con el carácter de urgente la consideración de 
este proyecto, la Cámara tendría para analizar exclu- 
sivamente la propuesta presentada por legisladores 
del Partido Nacional, que, como se sabe, ayer se votó 
negativamente en el seno de la Comisión de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca. 


Por lo tanto, señor Presidente, si se habilitara la 
consideración de este tema con carácter urgente, es- 
taríamos tratando un asunto sobre el cual el Nuevo 
Espacio Independiente tiene opinión formada en con- 
tra, en tanto entiende que es negativo para la econo- 
mía nacional y para todos los uruguayos dar la señal 
de una suspensión de ejecuciones. Creemos que 
siempre, y particularmente en este momento de crisis 
que vive la República, sería una señal inequívoca de 
que el sistema político uruguayo está dispuesto a al- 
terar el cumplimiento de los contratos en determina- 
das circunstancias, y me parece que en ningún caso 
se puede generar una salida de ese tipo. 


Eso no significa que no se busquen soluciones 
para el sector agropecuario, que es uno de los que 
desde hace bastante tiempo han venido soportando 
una crisis que se arrastra desde el atraso cambiario 
generado a partir de los noventa. Esto supone que en 
estas circunstancias debemos estar atentos a buscar 
soluciones de carácter global para el tema del endeu- 
damiento. Fue con ese criterio que en el día de ayer 
se presentó el proyecto que finalmente resultó apro- 
bado en el seno de la Comisión y que será considera- 
do el día martes, a efectos de procurar tiempo para 
buscar una solución de fondo al problema del endeu- 
damiento. 


SEÑOR RAMOS.- Por la negativa, y voy a fundar el 
voto. 


Voto por la negativa con la conciencia tranquila 
de que sé que he luchado y seguiré luchando siempre 
por el sector agropecuario. Sin ofender a nadie aquí, 
debo decir que yo "changueo" de Diputado pero vivo 
como productor agropecuario; por lo tanto, sé que mi 
estabilidad económica, la de mis hijos y la de mi fami- 
lia, depende del sector agropecuario. 


Pero no puedo venir a hacer demagogia cuando 
estoy sentado en la Cámara de Diputados, prometien- 
do cosas para las que sé que no están los votos, tra- 
tando de llevar adelante soluciones que sé que no van 
a tener respaldo en este Cuerpo. Creo que habilitando 
el tratamiento del tema para el martes que viene se 
dan posibilidades para la negociación. El propio Dipu- 
tado del Partido Nacional que planteó el proyecto de 
ley de suspensión de ejecuciones daba la señal clara 
de que lo hizo para lograr una negociación con el Po- 
der Ejecutivo, y en eso se está. 
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Por lo tanto, voto por la negativa para que el te- 
ma sea tratado el próximo martes. 


SEÑORA RIVERO SARALEGUI.- Por la negativa, y 
voy a fundar el voto. 


Lo que quería manifestar en la tarde de hoy es 
que fui firmante, entre todos los legisladores del Par- 
tido Nacional, del proyecto de suspensión de ejecu- 
ciones que tuvo una votación negativa en la Comisión 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. Hoy se está tra- 
tando de darle entrada a una iniciativa presentada por 
el Nuevo Espacio Independiente, que tuvo mayoría en 
aquel ámbito. Voy a votar negativamente que se le dé 
entrada, en primer lugar, porque no la conozco a fon- 
do y, en segundo término, porque nosotros presen- 
tamos el proyecto el 7 de mayo con la pretensión de 
que se tratara el tema de fondo, que es el endeuda- 
miento del sector agropecuario -hasta ese momento, 
nadie quería hablar al respecto- y ese objetivo ya lo 
hemos logrado, porque hoy se está hablando, se está 
buscando una solución a este grave problema. 


Yo tomo esta decisión como productora agrope- 
cuaria; también estoy pensando en los productores 
agropecuarios y, más que nada, en mis vecinos que lo 
son. Yo no le puedo cerrar la puerta a ninguno de mis 
vecinos productores agropecuarios ni permitir que me 
digan que no di la posibilidad de que se hiciera una 
negociación, de que se buscara una solución para el 
endeudamiento, sobre todo con la banca privada. 


El martes vamos a tratar este tema. Entonces, si 
lo que realmente se busca no se logra, estaremos to- 
dos en otra posición. Pero yo no le puedo cerrar la 
puerta a los productores agropecuarios y quitar la po- 
sibilidad de que en esta instancia de negociación se 
pueda llegar a algo. No sé si se va a llegar a algo 
bueno, malo o regular. El martes lo decidiremos; es- 
taremos aquí tratando en profundidad el proyecto, 
cada uno de sus artículos, y cada Diputado adoptará 
posición. 

SEÑOR RODRÍ GUEZ.- Por la negativa. 


SEÑORA RONDÁN.- Por la negativa, y voy a fundar 
el voto. 


A modo de aclaración diré que no me molesta 
votar en forma nominal; en lo que a mí respecta, creo 
que es bueno para poder señalar aquí, esta tarde y 
con este entorno, que en mi caso particular, si la sus- 
pensión de ejecuciones se planteara en forma indis- 


criminada, también votaría negativamente, porque no 
creo que esa sea una solución que le haga bien al pa- 
ís, de acuerdo con tantas explicaciones que han dado 
otros señores Diputados con los que estoy de acuer- 
do. 


He votado negativamente esta moción concreta, 
en primer lugar, porque tengo mucho respeto por la 
tarea parlamentaria, y la de la Comisión no está ter- 
minada. En segundo término, no voto negativamente 
por falta de sensibilidad, sino por responsabilidad; 
responsabilidad que creo que quienes integramos el 
Gobierno tenemos con el país en su conjunto; no solo 
con los productores rurales: con el país en su con- 
junto. 


SEÑOR ROSETE.- Por la negativa. 
SEÑOR ROSSI .- Por la afirmativa. 


SEÑOR SANDE.- Por la negativa, y voy a fundar el 
voto. 


En principio, voto por la negativa por respeto 
natural a lo que es el funcionamiento de esta Cámara, 
que siempre ha respetado el trabajo de sus Comisio- 
nes; los asuntos importantes los hemos resuelto con 
informes que vienen de Comisión. 


Me da la sensación de que todos sabíamos cómo 
¡ba a terminar esta votación, habiendo ya un proyecto 
presentado en la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca que contó con mayoría. Por ello, creo que lo 
que se ha generado aquí es solo un hecho político que 
adelanta una discusión que el martes llevaremos 
adelante. 


SEÑOR SANGUI NETTI .- Por la negativa. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Por la negativa, y voy 
a fundar el voto. 


Brevemente, voy a realizar tres puntualizaciones. 


En primer lugar, no me molesta la votación no- 
minal; las sesiones de esta Cámara son públicas y no 
se necesita la votación nominal para saber qué es lo 
que vota cada uno. 


En segundo término, voto negativamente por una 
elemental razón de respeto por el trabajo legislativo 
de las Comisiones especializadas de esta Cámara. La 
Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca ha traba- 
jado mucho en este tema y respaldamos totalmente la 
labor que en ese ámbito han realizado nuestros com+- 
pañeros del Partido Colorado. En ese sentido, por lo 
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tanto, nos parece que lo correcto es el planteamiento 
que esta Comisión ha hecho en cuanto a que este te- 
ma se trate el próximo martes. 


En tercer lugar, se está trabajando en una solu- 
ción de fondo sobre el tema, como ya se ha dicho 
hasta el cansancio en esta tarde. Eso es lo que real- 
mente sirve en este caso; no un parche, sino una so- 
lución de fondo y una solución justa. En los endeu- 
damientos no todas las situaciones son iguales, y no 
hay una injusticia mayor que tratar igual a los desi- 
guales. Yo me niego terminantemente a eso. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Por la negativa, y voy a fun- 
dar el voto. 


Creo que a esta altura de la votación ya se han 
dado argumentos en los que nos podemos apoyar. 
Desde ya, nos parece muy importante escuchar los 
informes de la Comisión, que no nos obligan, pero 
que en la medida en que proceden de un estudio me- 
ditado sí nos obligan a apartarnos eventualmente de 
ellos con fundamento. Por lo tanto, si este tema no 
tuviera la proximidad de una resolución para ser tra- 
tado el próximo martes, estaríamos en otro escenario. 


Puedo llegar a entender la irreversibilidad que 
significa la ejecución en el caso concreto de la gente, 
en cuanto genera una situación de hecho que no tiene 
marcha atrás, pero también es cierto -y creo que se 
ha dicho con claridad- que no todas las situaciones de 
endeudamiento son iguales. Es más: creo que hace- 
mos mal en llamar a este problema endeudamiento. 
El problema es el sobreendeudamiento, la situación 
que supera la capacidad de pago de un deudor. Hay 
gente que se ha visto superada en su capacidad de 
pago por una infinidad de circunstancias que no tie- 
nen nada que ver con ellos mismos, y hay otros que 
han quedado en una situación entre la artificialidad en 
que han incurrido en el monto de sus créditos y el 
manejo de sus negocios. 


Personalmente, no estoy de acuerdo con el límite 
de los montos porque creo que también en cuanto a 
ese punto se pueden cometer injusticias, porque qui- 
zás puede haber grandes endeudamientos de buena 
fe y pequeños endeudamientos de mala fe. Creo que 
lo importante es hacer justicia analizando cada caso. 
Hemos propuesto al señor Ministro de Economía y Fi- 
nanzas un mecanismo distinto, que está funcionando, 
y lo hicimos antes con los miembros de la Comisión, 


en el sentido de que creíamos que debíamos proteger 
dos aspectos. Lo dejo dicho solo en forma superficial 
y en titulares para cuando corresponda tratarlo en 
profundidad. 


En primer lugar, me parecía muy importante que 
existiera un mecanismo que permitiera que a través 
del Banco de la República o de la Corporación Nacio- 
nal para el Desarrollo se utilizara el sistema de la ce- 
sión de créditos de cada uno de los bancos privados, 
caso a Caso, primero para que el banco privado deci- 
diera si se quedaba o no con su cliente deudor y, se- 
gundo, para que el estudio caso a caso permitiera re- 
solver, a la entidad del Estado que tomara cada uno 
de los créditos en particular, si ejecuta o no, pero sin 
carácter general. 


También me preocupa mucho que este tema sir- 
va de excusa, real o no, para que el sistema finan- 
ciero sienta descalzado su sistema de depósito y el 
Banco Central deba salir a asistir a una entidad finan- 
ciera, con el enorme tema de la calificación del riesgo 
país, porque no puede cubrir los depósitos de sus 
ahorristas. En ese sentido, creo que hay que encon- 
trar una solución, que lamentablemente no será de 
fondo, porque lo que está sobreendeudado es el país 
productivo. Los uruguayos debemos preocuparnos por 
la inversión externa, que es fundamental, pero no de- 
bemos perder de vista la inversión interna, que es 
esencial como pilar de producción en el país. A los so- 
breendeudados de la producción agropecuaria del país 
les decimos que seguramente deberán ser sometidos, 
como ocurre con un comerciante cuando pide un con- 
cordato, a un estudio meticuloso de cada una de sus 
situaciones. No importa el tiempo que lleve. También 
es cierto que tendremos que encontrar un camino 
para que en ese tiempo de análisis no se produzca un 
daño irreparable, como la ejecución de un deudor que 
se ha visto superado en su patrimonio por razones 
que le son ajenas. 


SEÑOR SELLANES.- Por la afirmativa, y voy a fun- 
dar el voto. 


Creemos que este tema debería ser tratado en el 
día de hoy en forma urgente, porque a esta altura to- 
dos estamos convencidos de que votar una suspen- 
sión de ejecuciones no es la solución al problema de 
fondo, pero es por lo menos una señal para miles de 
familias que están viviendo la zozobra desde hace 
años. Es una tregua, un descanso para una cantidad 
de gente. 


68 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Miércoles 12 de junio de 2002 


El 13 de abril de 1999 hubo una marcha del 
sector agropecuario hacia Montevideo, y el primer 
punto que reivindicaban era el del endeudamiento. El 
16 de abril de 2002, tres años después, se repitió esta 
marcha y el primer punto de la reivindicación era el 
tema del endeudamiento. En estos tres años han de- 
saparecido productores porque les han rematado su 
predio y otros porque no han podido seguir trabajan- 
do en el campo. En estos tres años ha habido prórro- 
gas, intermedios, anuncios, promesas. Hemos tenido 
de todo un poco, pero las soluciones no llegan. Es 
cierto que en el día de ayer se nos pidió una prórroga 
de cuarenta y ocho horas, a la cual no accedimos, y 
tiene razón el señor Diputado Ortiz cuando dice que 
no creemos en los anuncios del señor Ministro. Tiene 
razón, pero nosotros tenemos elementos para no cre- 
er. 


Esta mañana, en la Comisión de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca recibimos a una delegación de los 
damnificados por el temporal de Canelones. El señor 
Ministro les prometió que una vez que se votara la ley 
que gravaba con IVA a frutas y verduras ¡ban a estar 
los recursos para indemnizarlos. Está la versión taqui- 
gráfica de la Comisión del Senado donde el señor Mi- 
nistro se compromete a eso. Hace un mes que se votó 
la ley y no les han dado un peso. Les prometieron que 
les van a adelantar US$ 1.500 a cada uno, que des- 
pués tendrían que hacer un proyecto y que inclusive 
deberán tener garantía para que se les pueda con+ 
pletar la indemnización. ¿Cómo no vamos a descreer? 
¿Cómo vamos a tener confianza en que en una sema- 
na van a aparecer las soluciones que no aparecieron 
en los tres años, por lo menos, que se lleva recla- 
mando? A fines del año pasado hubo un pacto en el 
sentido de que no ¡ba a haber ejecuciones, y sin em- 
bargo las hubo por parte de la banca privada. 


Tengo aquí datos de un productor de San José 
que cometió un error. En 1996, a través de aquel Plan 
Prado, por el que por teléfono se daban créditos, 
compró una trilladora, y hoy debe US$ 250.000. El 
año pasado firmó el cupón cero con el Banco de la 
República y, como era un deudor de entre 
US$ 200.000 y US$ 250.000, el 30 de abril de este 
año tenía que comprar el bono con el 20%. Por su- 
puesto que no tenía el dinero y no lo pudo pagar. El 
21 de mayo recibió un cedulón del Banco de la Repú- 
blica, preparando la ejecución. Entonces, creo que los 
plazos ya han transcurrido. Ha habido todo el tiempo 
del mundo para buscar las soluciones. 


Con esto no quiero decir que no estemos dis- 
puestos a trabajar. El señor Diputado González Álva- 
rez dijo que presentó un proyecto. Nosotros presen- 
tamos dos el año pasado, que ni siquiera se han tra- 
tado. Hicimos todos los esfuerzos, y creemos que hoy 
deberíamos haber tratado este asunto, porque la dis- 
cusión ya ha sido más que dada y los elementos están 
sobre la mesa. 


SEÑOR SENDI C.- Por la afirmativa, y voy a fundar el 
voto. 


Hace pocos días, cuando se debatió en esta Cá- 
mara el proyecto de ajuste fiscal, dijimos, después 
que se solicitó el respaldo del sistema político al sis- 
tema financiero, que los organismos financieros pe- 
dían hasta una foto de los líderes políticos. Y expre- 
samos que nos gustaría una foto de los líderes políti- 
cos respaldando al sector productivo en FUNSA, en 
SUDAMTEX, en Cristalerías del Uruguay o en alguno 
de los cañaverales de Bella Unión. Nos referíamos, 
precisamente, a un compromiso del sistema político 
con el sector productivo, y hoy -cuando no estamos 
proponiendo una solución de fondo, sino simplemente 
un alivio para los productores hasta fin de año- hacía 
falta ese gesto político. 


Por eso votamos afirmativamente la inclusión de 
este asunto en el debate de la Cámara. Estamos con- 
vencidos de que, por más que se respalde al sistema 
financiero, si no apoyamos a la producción y al tra- 
bajo este país no va a ser. 


SEÑOR SILVEIRA (don Julio).- Por la negativa, y 
voy a fundar el voto. 


En la mañana de hoy estuve reunido con pro- 
ductores que vinieron de Tomás Gomensoro, quienes 
atravesaron el país en el día de ayer en el entendido 
de que su presencia era necesaria, sobre todo tenien- 
do en cuenta la movilización que se anunciaba, y se 
quedaron porque se pensaba que hoy se ¡ba a votar 
el proyecto. Yo les dije que regresaran a Tomás Go- 
mensoro, porque hoy no se iba a votar la iniciativa. 
Quiere decir que yo, como todos mis colegas Repre- 
sentantes, sabíamos que hoy no se iba a poder deba- 
tir ni votar el proyecto. Reitero: yo les dije a los pro- 
ductores de Artigas que se fueran a su departamento, 
porque todos sabíamos que el proyecto no se iba a 
votar. Entonces, esto que se hizo fue meter un caballo 
de Troya acá adentro, a los efectos de lograr determi- 
nado tipo de efectos, sobre todo porque contamos 
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con la presencia de personas -como dijo el señor Di- 
putado Penadés- muy preocupadas por este tema, 
que para ellos es sagrado: en esto les va la vida y la 
vida de sus familias. 


Yo, que no puedo -como muy bien sabe el señor 
Presidente- atribuir intenciones, no lo voy a hacer. 
Pero me sentiría muy apenado si por la mente de al- 
guno aquí adentro hoy hubiera pasado siquiera la po- 
sibilidad de utilizar a los productores rurales para te- 
ner ese día de gloria, tal como decía el señor Diputa- 
do Penadés. Eso sería sumamente triste. 


No obstante, reitero, nos llama la atención que 
este asunto se haya planteado de esta forma. Creo 
que el señor Representante Falero, quien es el autor 
del proyecto, fue muy claro y muy gráfico. El dijo aquí 
y en cualquier lugar del Palacio donde se lo quisiera 
escuchar que ese proyecto no se podía votar hoy. Y si 
la actitud no fuera la de meter el caballo de Troya, no 
se puede votar hasta por respeto al propio señor Di- 
putado Falero, porque le estaríamos diciendo a nues- 
tro compañero: "Sirve igual; traé eso para acá que 
igual nos sirve, porque algo tenemos que meter hoy", 
sobre todo porque los productores están en Montevi- 
deo. 


Señor Presidente: el martes vamos a discutir este 
asunto y entonces, sí, daremos nuestra opinión de 
fondo sobre el particular. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- Por la afirmativa. 
SEÑORA TOURNÉ.- Por la afirmativa. 
SEÑOR TRI VEL.- Por la negativa. 
SEÑORA TUCUNA.- Por la negativa. 


SEÑOR VENER CARBON! .- Por la negativa, y voy a 
fundar el voto. 


Una de las señoras Diputadas preopinantes decía 
que los integrantes de la coalición habíamos tomado 
nota de la urgencia del tema, al punto de pedir la in- 
clusión del asunto como primer punto del orden del 
día de la próxima sesión ordinaria. 


Evidentemente, se trata de un reconocimiento de 
que el plazo es válido, de que es acorde con la urgen- 
cia del tema. Tres días hábiles es un plazo insignifi- 
Cante, pero nos puede crear el siguiente escenario: 
tratar el tema con el conocimiento real de las solucio- 
nes que proponga el Poder Ejecutivo. Entonces, va- 
mos a estar mucho más informados; tendremos un 


escenario más completo y la posibilidad de hacer un 
mejor trabajo sobre este punto. 


Por eso, el plazo de tres días hábiles que se soli- 
cita para el tratamiento de este asunto está acompa- 
sado con el requerido por la coalición y por el Poder 
Ejecutivo para plantear soluciones en el área y debe 
ser respetado si, en definitiva, queremos sacar una 
solución más inteligente, interesante y productiva. En 
estos casos, el apuro nos puede conducir a situacio- 
nes en las que lo que sea pan para hoy resulte han+ 
bre para mañana. 


Muchas gracias. 

SEÑOR PRESI DENTE (Álvarez).- Por la afirmativa. 
Dese cuenta del resultado de la votación. 
(Se lee: ) 


"Han votado noventa y dos señores Repre- 
sentantes: cuarenta y cinco lo han hecho por la 
afirmativa y cuarenta y siete por la negativa". 


——-El resultado es: NEGATIVA. 


(Manifestaciones de la barra.- Campana de or- 
den) 


——léase el artículo 158 del Reglamento de la Cá- 
mara de Representantes. 


(Se lee:) 


"Artículo 158.- A los concurrentes a la barra 
les está prohibida toda demostración o señal de 
aprobación o reprobación y el Presidente hará 
Salir de ella a quienes faltaren a esta disposición. 
Podrán ser desalojados por disposición del Presi- 
dente en caso de desorden, pudiendo suspender- 
se la sesión durante el desalojo". 


(Manifestaciones de la barra) 
——La barra va a ser desalojada. 


(Así se procede) 


19.- Licencias. 


Integración de la Cámara. 


———Dese cuenta del informe de la Comisión de 
Asuntos |nternos relativo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 
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"La Comisión de Asuntos Internos aconseja a 
la Cámara aprobar las siguientes solicitudes de li- 
cencia. 


Del señor Representante Arturo Heber Fúill- 
graff, por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N2 16.465, por el día 18 
de junio de 2002. Habiéndose agotado la nómina 
de suplentes solicítase a la Corte Electoral la pro- 
clamación de nuevos suplentes. 


Del señor Representante Pedro Señorale, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de la Ley N2 16.465, por el período com- 
prendido entre los días 2 y 17 de julio de 2002. 
Habiéndose agotado la nómina de suplentes soli- 
cítase a la Corte Electoral la proclamación de 
nuevos suplentes". 


——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Setenta y nueve en ochenta: AFIRMATIVA. 
En consecuencia, se oficiará a la Corte Electoral. 
(ANTECEDENTES: ) 


"Montevideo, 12 de junio de 2002. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Don Guillermo Álvarez 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente vengo a solicitar al Cuerpo que 
usted preside, licencia por motivos personales por el 
día 18 de junio de 2002. 

Sin otro particular, saludo a usted con mi consi- 
deración más distinguida. 

ARTURO HEBER FÚLLGRAFF 
Representante por Florida". 


"Montevideo, 12 de junio de 2002. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Don Guillermo Álvarez 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente me dirijo a Ud. para comunicarle 
que por esta vez, no acepto la convocatoria que se 
me ha formulado para integrar el Cuerpo que Ud. pre- 
side. 


Sin otro particular, saludo a Ud. con mi conside- 
ración más distinguida. 
Antonio López." 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales, del señor Representante por el departamento 
de Florida, Arturo Heber Fúllgraff. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el día 18 de junio de 2002. 


11) Que, por esta vez, no acepta la convocatoria de 
que fuera objeto el suplente correspondiente, señor 
Antonio López. 


III) Que habiéndose agotado la nómina es perti- 
nente solicitar a la Corte Electoral la proclamación de 
nuevos suplentes. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en el artículo tercero de 
la Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 1945, y en el in- 
ciso tercero del artículo único de la Ley N* 16.465, de 
14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales, al 
señor Representante por el departamento de Florida, 
Arturo Heber Fúllgraff, por el día 18 de junio de 2002. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, ha pre- 
sentado el suplente siguiente, de la Hoja de Votación 
N* 4662, del Lema Partido Nacional, señor Antonio 
López. 


3) Ofíciese a la Corte Electoral. 
Sala de la Comisión, 12 de junio de 2002 


DAISY TOURNÉ, JORGE CHÁPPER, 
TABARÉ HACKENBRUCH" 


"Montevideo, 12 de junio de 2002. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Guillermo Álvarez. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Al amparo de lo previsto por la Ley N* 16.465, 
solicito al Cuerpo que tan dignamente preside se sirva 
concederme el uso de licencia por razones persona- 
les desde el 2 hasta el 17 de julio inclusive. 

Sin otro particular, le saluda muy atentamente. 

PEDRO SEÑORALE 
Representante por Salto". 
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"Montevideo, 12 de junio de 2002. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Guillermo Álvarez. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente comunico a usted que, por esta 
vez, no he de aceptar la convocatoria para integrar el 
Cuerpo de la cual he sido objeto. 

Sin otro particular, le saluda muy atentamente. 

Lewis Rochón Sarutte". 


"Montevideo, 12 de junio de 2002. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Guillermo Álvarez. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente comunico a usted que, por esta 
vez, no he de aceptar la convocatoria para integrar el 
Cuerpo de la cual he sido objeto. 

Sin otro particular, le saluda muy atentamente. 

Milton Laporta". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Salto, Pedro Señorale Legnazzi. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 2 y 
17 de julio de 2002. 


11) Que por esta vez no aceptan la convocatoria de 
que han sido objeto los suplentes correspondientes 
siguientes, señores Lewis Rochón Sarute y Milton La- 
porta. 


111) Que habiéndose agotado la nómina es pertinente 
solicitar a la Corte Electoral la proclamación de nue- 
vos suplentes. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, por el inciso tercero del 
artículo único de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 
1994 y por el artículo tercero de la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el período comprendido entre los días 2 y 17 de julio 
de 2002, al señor Representante por el departamento 
de Salto, Pedro Señorale Legnazzi. 


2) Acéptanse las negativas que, por esta vez han 
presentado los suplentes correspondientes siguientes 
de la Hoja de votación N* 1 del Lema Partido Colora- 
do, señores Lewis Rochón Sarute y Milton Laporta. 


3) Ofíciese a la Corte Electoral. 
Sala de la Comisión, 12 de junio de 2002. 
DAISY TOURNÉ, JORGE CHÁPPER, 
TABARÉ HACKENBRUCH" 
20.- Preferencias. 


——-Dese cuenta de una moción presentada por los 
señores Diputados Berois Quinteros, Ronald Pais, 
Amorín Batlle, Posada y Da Silva. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se incorpore como 
primer punto del orden del día de la sesión ordi- 
naria del próximo martes 18 de junio, la Carpeta 
N* 2118/002, 'Remates judiciales y extrajudicia- 
les' (proyecto informado en mayoría por la Comi- 
sión de Ganadería, Agricultura y Pesca)". 


——-En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Setenta 
AFIRMATIVA. 


y Cuatro en setenta y nueve: 


SEÑORA CHARLONE.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.- Señor Presidente: hemos 
votado afirmativamente esta moción para considerar 
este tema el martes, aunque habríamos querido que 
se resolviera hoy. 


Como se ha dicho acá por parte de muchos se- 
ñores legisladores, no se trata de hacer demagogia ni 
de lograr beneficios político-partidarios. Ya que se pi- 
dió este plazo para que lleguen las soluciones de fon- 
do, esperamos que estas lleguen, y si así sucede, el 
martes todos nos vamos a alegrar profundamente. 


Hoy aquí se ha hablado de demagogia, de la ba- 
rra, de muchas cosas. Esta fuerza política planteó la 
suspensión de ejecuciones para el agro, por primera 
vez en este período, cuando se trató la primera ley de 
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urgente consideración, en la que vinieron cosas tan 
importantes como la creación del Ministerio de De- 
porte y Juventud y la tipificación como delito del jue- 
go de la mosqueta. ¡Cuántos problemas se hubieran 
ahorrado muchos productores que fueron ejecutados 
después, si ahí se hubiera empezado a recorrer este 
camino! 


Sabemos que, al respecto, ningún proyecto de 
ley tiene los votos. No los tuvo en Comisión el relativo 
a la suspensión de ejecuciones y, para habilitar la dis- 
cusión, se terminó votando el proyecto que presentó 
el señor Diputado Falero. También sabemos que si no 
se habilita la discusión, si no hay discusión, las solu- 
ciones no aparecen. Cuando han aparecido, lamenta- 
blemente, ha sido bajo presión. Así fue que hubo una 
negociación en el Senado, también por un proyecto 
de suspensión de ejecuciones que luego, lamentable- 
mente, no se cumplió. Nosotros y muchos otros se- 
ñores legisladores planteamos con fuerza esto que 
acá se dijo que era un caballo de Troya; no lo es. Es 
la necesidad que tiene la gente y la responsabilidad 
que tenemos para hacer presión a fin de que las solu- 
ciones aparezcan. 


Entonces, señor Presidente, ¡ bienvenida la discu- 
sión! ¡Bienvenido el tiempo para la negociación! 
¡ Cuántas veces se habló del endeudamiento! Lo tra- 
tamos con el COFIS y cuando se consideró el cupón 
cero dijimos que esta no iba a ser la solución. Ade- 
más, se habló de que era una solución genérica y no- 
sotros dijimos que había que ver caso por caso. Y no 
fue solución. 


Acá no hay perdedores ni ganadores si política- 
mente se llega o no se llega a una solución. Si no hay 
solución, pierde el país y la gente; no pierden los par- 
tidos políticos. 


Señor Presidente: esperamos por el país, por los 
productores, por la producción nacional y por la credi- 
bilidad del sistema político -de la que tanto se habla- 
que de acá al martes lleguen las soluciones que hasta 
ahora no han aparecido. 


SEÑOR VENER CARBONI.- Pido la palabra para 
fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR VENER CARBON! .- Señor Presidente: quien 
negó el plazo de cuarenta y ocho horas en la Comi- 


sión y quien negó el de cuatro días en la Cámara no 
tiene mucho derecho a reclamar nada sobre lo que 
pueda ocurrir en ese lapso, ya que no consideró váli- 
do lo que pudiera ocurrir y, por lo tanto, no los con- 
cedió. Quienes pueden reclamar sobre lo que ocurra 
en esos plazos son los que nos los hemos autoconce- 
dido y se los hemos otorgado a quienes tienen que 
proveer la solución. 


De cualquier manera, el martes estaremos tra- 
tando un proyecto de ley que está viciado y que fue 
motivo de una muy fuerte y permanente presión du- 
rante toda la sesión de la Comisión. Asimismo, hemos 
sido objeto de una presión en la jornada de hoy al fi- 
nalizar la votación del tema, con gritos y reproches a 
la salida de la Comisión, cuando había un intermedio. 
Los productores que estaban fuera de la Comisión, en 
el pasillo contiguo, tenían una muy perspicaz y per- 
manente información de lo que estaba pasando den- 
tro de ella. 


Por lo tanto, digo que este proyecto de ley que 
vamos a tratar el martes está viciado de nulidad, por- 
que se generó bajo presión. 


21.- Reconocimiento de servicios presta- 
dos por trabajadores de la actividad 
privada que fueron detenidos o com- 
pelidos a abandonar el país y para di- 
rigentes sindicales que hubieren 
permanecido en la clandestinidad, 
entre el 9 de febrero de 1973 y el 28 
de febrero de 1985. (Prórroga de los 
plazos establecidos por los artículos 
14 y 16 de la Ley N* 17.449). 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Se pasa a consi- 
derar el asunto que figura en cuarto término del or- 
den del día: "Reconocimiento de servicios prestados 
por trabajadores de la actividad privada que fueron 
detenidos o compelidos a abandonar el país y para 
dirigentes sindicales que hubieren permanecido en la 
clandestinidad, entre el 9 de febrero de 1973 y el 28 
de febrero de 1985. (Prórroga de los plazos estableci- 
dos por los artículos 14 y 16 de la Ley N* 17.449)". 


(ANTECEDENTES: ) 
Rep. N2967 
"PROYECTO DE LEY 


Artículo 12.- Prorrógase el plazo establecido en el 
artículo 14, de la Ley N* 17.449, de 4 de enero de 
2002, hasta el 26 de agosto de 2002. 
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Esta disposición es aplicable a aquellas personas 
que estando amparadas por la citada ley, no se hayan 
presentado antes del 26 de mayo del corriente año. 


Artículo 22.- Prorrógase en noventa días corridos, 
el plazo de ciento cincuenta días establecido en el ar- 
tículo 16 de la citada ley. 


Montevideo, 15 de mayo de 2002. 


JOSÉ L. BLASINA, Representante por 
Montevideo, DANIEL PEÑA, Repre- 
sentante por Canelones. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Mediante la Ley N* 17.449, de 4 de enero de 2002, 
se trató de dar solución justa -desde el punto de vista 
jurídico- a aquellos trabajadores de la actividad priva- 
da que, entre el período comprendido entre el 9 de 
febrero de 1973 y el 28 de febrero de 1985, se vieron 
obligados a abandonar el territorio nacional por razo- 
nes políticas, ideológicas o gremiales, hubieran esta- 
do detenidos por delitos políticos o militares conexos, 
o debieron permanecer en la clandestinidad durante 
el mismo. 


El artículo 14 de la referida norma estableció un 
plazo de noventa días corridos para presentarse ante 
la Comisión Especial creada a tales efectos, los cua- 
les ya comenzaron a correr. 


En la actualidad, habiendo transcurrido un lap- 
so importante de ese plazo, se han detectado en 
la praxis una serie de inconvenientes -serios en mu- 
chos casos- que podrían determinar casi con seguri- 
dad que un número muy significativo de personas a 
las que comprende la norma, no pueden ampararse a 
la misma, en virtud que el escaso plazo establecido 
en el artículo 14 no va a ser suficiente para solucionar 
las mismas. 


A mero título informativo, pasaremos a enunciar 
algunos de los problemas a los que se han enfrentado 
aquellas personas que han comenzado a recabar in- 
formación y documentación para ser presentada ante 
la Comisión Especial. 


Si bien las mayores dificultades se han detectado 
en el ámbito del Poder Judicial, cabe destacar que las 
mismas no son responsabilidad de sus funcionarios, 
quienes, por el contrario, han estado colaborando 
permanentemente y con total dedicación para solu- 
cionarlas. 


Las principales complicaciones se traducen en la 
dificultad que significa la obtención de datos en los 
archivos judiciales por las siguientes razones: 


- Hay personas que estuvieron detenidas y cuyos 
expedientes no se ubican aunque estén incluidos en 
los índices, ya sea porque los mismos se han extra- 
viado o se han agregado a otros autos seguidos ante 
otras sedes judiciales. 


- Hay expedientes que contienen a varios proce- 
sados -sobre todo en las causas colectivas- que du- 
rante un período se indizaron solamente por el o los 
nombres que figuraban en la carátula, que no eran 
todos los incluidos en la causa. 


- Algo similar ocurre en los expedientes en que se 
dictaron varios autos de procesamiento, sin que se 
indizaran todos los procesados. 


- Hay causas que no están caratuladas con los 
nombres de los procesados, sino con el lugar donde 
se realizaron las detenciones. 


- Existen numerosos casos en que las personas 
estuvieron sometidas a detención por la aplicación de 
las medidas prontas de seguridad, sin haber sido 
nunca sometidas a la Justicia. Esos datos obviamen- 
te, no pueden surgir de expedientes judiciales sino 
que deberían constar en reparticiones dependientes 
del Poder Ejecutivo y haber sido comunicadas opor- 
tunamente al Poder Legislativo o el órgano que hizo 
las veces de tal. 


Esta problemática ya ha sido trasladada a la Su- 
prema Corte de Justicia, la cual -a través de su Presi- 
dente- ha manifestado su preocupación y especial 
compromiso para colaborar en la solución de los in- 
convenientes planteados. No obstante, han coincidido 
en que los exiguos plazos que estableció la norma en 
cuestión, no serán en modo alguno suficientes para 
atender la numerosa cantidad de casos que se vienen 
presentando, ya que la expedición de los certificados 
correspondientes está condicionada al rastreo y ubi- 
cación de los expedientes respectivos. 


A las dificultades enumeradas debemos agregar 
otras no menos relevantes como lo son la búsqueda 
de documentación probatoria de la condición de exi- 
liado (en Uruguay no hay sede oficial del Alto Comi- 
sionado de las Naciones Unidas para los Refugiados), 
las fechas de pasaje a la clandestinidad, el reconoci- 
miento y certificación por parte del Banco de Previ- 
sión Social de servicios prestados y aun el hecho de 
haber estado afiliado a dicha entidad como trabaja- 
dor. 


Si a todo lo expuesto agregamos la escasa publi- 
cidad e información que se ha brindado respecto a la 
norma mencionada y su contenido y a las dificultades 
para realizar las gestiones pertinentes que deben en- 
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frentar personas muy ancianas y en algunos casos 
discapacitadas y otras que residen en el interior del 
país, debemos concluir indudablemente que se impo- 
ne una extensión de los plazos establecidos en el ar- 
tículo 14 de la Ley N* 17.449. 


Si existe una intención real de este Cuerpo legis- 
lativo de dotar de eficacia una norma justa e impres- 
cindible, la aprobación del presente proyecto de ley 
se hace impostergable en virtud que el vencimiento 
del plazo se aproxima. 


Por otra parte, es pertinente hacer especial hinca- 
pié en que la extensión de los plazos debe posibilitar 
la presentación de todos los potenciales beneficiarios 
en tiempo y forma, requiriéndose en ese sentido una 
prórroga suficiente como la planteada en el proyecto. 


Concomitantemente, con la extensión de los pla- 
zos de presentación ante la Comisión Especial, co- 
rresponde aplicar el mismo criterio para el plazo que 
la ley estipula a la mencionada Comisión Especial, a 
los efectos de que ésta se expida a partir de recibir 
las peticiones. 


Cabe señalar, que el criterio de extensión de los 
plazos, en las situaciones referidas en los dos artícu- 
los de este proyecto de ley, cuentan con el asenti- 
miento de la Comisión Especial. 


Por fin, y a los efectos de una mayor ilustración de 
los señores Representantes, se transcribe la Resolu- 
ción N? 207, de fecha 1* de abril de 2002, de la Su- 
prema Corte de Justicia: 


"Montevideo, 12 de abril de 2002. 
VISTOS: 


Para resolución este expediente caratulado: "Ins- 
trumentación de medidas para el cumplimiento de la 
Ley N* 17.449, del 14/01/02, referente al cómputo 
trabajado entre 09/02/73 y 28/02/85 para trabajadores 
detenidos o que tuvieron que abandonar el país por 
razones políticas en ese período, a los efectos jubila- 
torios". (Ficha N* 95/2002). 


RESULTANDO: 


El señor Presidente de la Suprema Corte de Justi- 
cia, doctor Gervasio E. Guillot informa de la nota pre- 
sentada por ex presos políticos con relación a la Ley 
N?* 17.449 y expresan que: 1) dejan constancia de la 
diligencia y buena disposición de todos los funciona- 
rios judiciales que están colaborando en la obtención 
de la documentación acreditativa de los requisitos 
establecidos en la referida ley; 2) hacen conocer las 
dificultades que se presentan en número considera- 
ble, a saber: personas que estuvieron detenidas. Y 


cuyos expedientes no se ubican aunque estén inclui- 
dos en los índices; expedientes con varios procesa- 
dos que durante un período se indizaron solamente 
por el o los nombres que figuraban en la carátula, que 
no eran todos los incluidos en la causa; expedientes 
en que se dictaron varios autos de procesamiento, sin 
que se indizaran todos los procesados, sino con el lu- 
gar donde se practicaron las detenciones; casos en 
que el ex preso estuvo sometido a detención por me- 
didas prontas de seguridad, previo a su procesa- 
miento, posteriormente a la concesión de su libertad 
en sede judicial o, en algunos casos, sin haber sido 
nunca sometido a la Justicia, datos que, obviamente 
no pueden surgir de los expedientes judiciales sino de 
antecedentes administrativos que deben constar en 
reparticiones dependientes del Poder Ejecutivo. 


Solicitan, atento a las dificultades existentes para 
obtener en los archivos judiciales elementos de prue- 
ba de las circunstancias que condicionan el amparo a 
la Ley N* 17.449 dentro de los exiguos plazos que la 
misma establece, se sirva informarlo, por la vía que 
considere del caso, al Parlamento, Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social y al Presidente de la Comi- 
sión establecida por la referida ley, señalando la con- 
veniencia de que dichos plazos sean objeto de pró- 
rroga. 


CONSIDERANDO: 


Esta corporación entiende fundado el planteo 
efectuado. 


ATENTO: 

A lo expresado. 

La Suprema Corte de Justicia, 
RESUELVE: 


Accédese a lo solicitado, librándose los mensajes 
correspondientes: (Firmado) doctor Gervasio Guillot 
Martínez, Presidente de la Suprema Corte de Justicia; 
doctor Raúl Alonso De Marco, Ministro de la Suprema 
Corte de Justicia; doctor Milton H. Cairoli Martínez, 
Ministro de la Suprema Corte de Justicia; doctor Ro- 
berto J. Parga Lista, Ministro de la Suprema Corte de 
Justicia; doctor Leslie A. Van Rompaey Servillo, Mi- 
nistro de la Suprema Corte de Justicia; y doctora Ma- 
ría Cristina Hernández, Encargada de la Prosecreta- 
ría Letrada de la Suprema Corte de Justicia". 


Montevideo, 15 de mayo de 2002. 


JOSÉ L. BLASINA, Representante por 
Montevideo, DANIEL PEÑA, Repre- 
sentante por Canelones". 
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Anexo l al 
Rep. N2967 


"Comisión de Seguridad Social 
INFORME 
Señores Representantes: 


Mediante la Ley N* 17.449, de 4 de enero de 2002, 
se trató de dar solución justa -desde el punto de vista 
jurídico- a aquellos trabajadores de la actividad priva- 
da que, entre el período comprendido entre el 9 de 
febrero de 1973 y el 28 de febrero de 1985, se vieron 
obligados a abandonar el territorio nacional por razo- 
nes políticas, ideológicas o gremiales, hubieran esta- 
do detenidos por delitos políticos o militares conexos, 
o debieron permanecer en la clandestinidad durante 
el mismo. 


El artículo 14 de la referida norma estableció un 
plazo de noventa días corridos para presentarse ante 
la Comisión Especial creada a tales efectos, los cua- 
les ya comenzaron a correr. 


En la actualidad, habiendo caducado ese plazo del 
27 de mayo pasado, se han detectado en la "praxis" 
una serie de inconvenientes -serios en muchos ca- 
sos- que podrían determinar casi con seguridad que 
un número muy significativo de personas a las que 
comprende la norma, no pueden ampararse a la mis- 
ma, en virtud que el escaso plazo establecido en el 
artículo 14 no va a ser suficiente para solucionar las 
mismas. 


A mero título informativo, pasaremos a enunciar 
algunos de los problemas a los que se han enfrentado 
aquellas personas que han comenzado a recabar in- 
formación y documentación para ser presentada ante 
la Comisión Especial. 


Si bien las mayores dificultades se han detectado 
en el ámbito del Poder Judicial, cabe destacar que las 
mismas no son responsabilidad de sus funcionarios, 
quienes, por el contrario, han estado colaborando 
permanentemente y con total dedicación para solu- 
cionarlas. 


Las principales complicaciones se han traducido 
en la dificultad que significa la obtención de datos en 
los archivos judiciales por las siguientes razones: 


- Hay personas que estuvieron detenidas y cuyos 
expedientes no se ubican aunque estén incluidos en 
los índices, ya sea porque los mismos se han extra- 
viado o se han agregado a otros autos seguidos ante 
otras sedes judiciales. 


- Hay expedientes que contienen a varios proce- 
sados -sobre todo en las causas colectivas- que du- 
rante un período se indizaron solamente por el o los 
nombres que figuraban en la carátula, que no eran 
todos los incluidos en la causa. 


- Algo similar ocurre en los expedientes en que se 
dictaron varios autos de procesamiento, sin que se 
indizaran todos los procesados. 


- Hay causas que no están caratuladas con los 
nombres de los procesados, sino con el lugar donde 
se realizaron las detenciones. 


- Existen numerosos casos en que las personas 
estuvieron sometidas a detención por la aplicación de 
las medidas prontas de seguridad, sin haber sido 
nunca sometidas a la Justicia. Esos datos obviamen- 
te, no pueden surgir de expedientes judiciales sino 
que deberían constar en reparticiones dependientes 
del Poder Ejecutivo y haber sido comunicadas opor- 
tunamente al Poder Legislativo o el órgano que hizo 
las veces de tal. 


Esta problemática ha sido trasladada a la Supre- 
ma Corte de Justicia, la cual -a través de su Presi- 
dente- ha manifestado su preocupación y especial 
compromiso para colaborar en la solución de los in- 
convenientes planteados. No obstante, han coincidido 
en que los exiguos plazos que estableció la norma en 
cuestión, no serán en modo alguno suficientes para 
atender la numerosa cantidad de casos que se vienen 
presentando, ya que la expedición de los certificados 
correspondientes está condicionada al rastreo y ubi- 
cación de los expedientes respectivos. 


A las dificultades enumeradas debemos agregar 
otras no menos relevantes como lo son la búsqueda 
de documentación probatoria de la condición de exi- 
liado (en Uruguay no hay sede oficial del Alto Comi- 
sionado de las Naciones Unidas para los Refugiados), 
las fechas de pasaje a la clandestinidad, el reconoci- 
miento y certificación por parte del Banco de Previ- 
sión Social de servicios prestados y aun el hecho de 
haber estado afiliado a dicha entidad como trabaja- 
dor. 


Si a todo lo expuesto agregamos la escasa publi- 
cidad e información que se ha brindado respecto a la 
norma mencionada y su contenido y a las dificultades 
para realizar las gestiones pertinentes que deben en- 
frentar personas muy ancianas y en algunos casos 
discapacitadas y otras que residen en el interior del 
país, debemos concluir indudablemente que se impo- 
ne una extensión de los plazos establecidos en el ar- 
tículo 14 de la Ley N* 17.449. 
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Concomitantemente, con la extensión de los pla- 
zos de presentación ante la Comisión Especial, co- 
rresponde aplicar el mismo criterio para el plazo que 
la ley estipula a la mencionada Comisión Especial 
(artículo 16 de la Ley N* 17.449) a los efectos de que 
ésta se expida a partir de recibir las peticiones. 


Cabe señalar, que el criterio de extensión de los 
plazos, en las situaciones referidas en los dos artícu- 
los de este proyecto de ley, cuentan con el asenti- 
miento de la Comisión Especial. 


Por fin, y a los efectos de una mayor ilustración de 
los señores Representantes, se transcribe la Resolu- 
ción N2 207, de 


fecha 1* de abril de 2002, de la Suprema Corte de 
Justicia: 


"Montevideo, 12 de abril de 2002. 
VISTOS: 


Para resolución este expediente caratulado: 'Ins- 
trumentación de medidas para el cumplimiento de la 
Ley N* 17.449, del 14/01/02, referente al cómputo 
trabajado entre 09/02/73 y 28/02/85 para trabajadores 
detenidos o que tuvieron que abandonar el país por 
razones políticas en ese período, a los efectos jubila- 
torios'. (Ficha N* 95/2002). 


RESULTANDO: 


El señor Presidente de la Suprema Corte de Justi- 
cia, doctor Gervasio E. Guillot informa de la nota pre- 
sentada por ex presos políticos con relación a la Ley 
N?* 17,449 y expresan que: 1) dejan constancia de la 
diligencia y buena disposición de todos los funciona- 
rios judiciales que están colaborando en la obtención 
de la documentación acreditativa de los requisitos 
establecidos en la referida ley; 2) hacen conocer las 
dificultades que se presentan en número considera- 
ble, a saber: personas que estuvieron detenidas y cu- 
yos expedientes no se ubican aunque estén incluidos 
en los índices; expedientes con varios procesados 
que durante un período se indizaron solamente por él 
o los nombres que figuraban en la carátula, que no 
eran todos los incluidos en la causa; expedientes en 
que se dictaron varios autos de procesamiento, sin 
que se indizaran todos los procesados, sino con el lu- 
gar donde se practicaron las detenciones; casos en 
que el ex preso estuvo sometido a detención por me- 
didas prontas de seguridad, previo a su procesa- 
miento, posteriormente a la concesión de su libertad 
en sede judicial o, en algunos casos, sin haber sido 
nunca sometido a la Justicia, datos que, obviamente 
no pueden surgir de los expedientes judiciales sino de 


antecedentes administrativos que deben constar en 
reparticiones dependientes del Poder Ejecutivo. 


Solicitan, atento a las dificultades existentes para 
obtener en los archivos judiciales elementos de prue- 
ba de las circunstancias que condicionan el amparo a 
la Ley N* 17.449 dentro de los exiguos plazos que la 
misma establece, se sirva informarlo, por la vía que 
considere del caso, al Parlamento, Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social y al Presidente de la Comi- 
sión establecida por la referida ley, señalando la con- 
veniencia de que dichos plazos sean objeto de pró- 
rroga. 


CONSIDERANDO: 


Esta corporación entiende fundado el planteo 
efectuado. 


ATENTO: 

A lo expresado. 

La Suprema Corte de Justicia, 
RESUELVE: 


Accédese a lo solicitado, librándose los mensajes 
correspondientes: (Firmado) doctor Gervasio Guillot 
Martínez, Presidente de la Suprema Corte de Justicia; 
doctor Raúl Alonso De Marco, Ministro de la Suprema 
Corte de Justicia; doctor Milton H. Cairoli Martínez, 
Ministro de la Suprema Corte de Justicia; doctor Ro- 
berto J. Parga Lista, Ministro de la Suprema Corte de 
Justicia; doctor Leslie A. Van Rompaey Servillo, Mi- 
nistro de la Suprema Corte de Justicia; y doctora Ma- 
ría Cristina Hernández, Encargada de la Prosecreta- 
ría Letrada de la Suprema Corte de Justicia". 


Sala de la Comisión, 5 de junio de 2002. 


JOSÉ L. BLASINA, Miembro informante, 
SHUBERT GAMBETTA LABANDERA, 
LUIS BASILIO MORALES. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12.- Prorrógase el plazo establecido en el 
artículo 14, de la Ley N* 17.449, de 4 de enero de 
2002, hasta el 26 de agosto de 2002. 


Esta disposición es aplicable a aquellas personas 
que estando amparadas por la citada ley, no se hayan 
presentado antes del 26 de mayo del corriente año. 


Artículo 2*.- Prorrógase en ciento veinte días co- 
rridos, el plazo de ciento cincuenta días establecido 
en el artículo 16 de la citada ley. 


Sala de la Comisión, 5 de junio de 2002. 


JOSÉ L. BLASINA, Miembro informante, 
SHUBERT GAMBETTA LABANDERA, 
LUIS BASILIO MORALES". 
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——Léase el proyecto. 
(Se lee) 
——En discusión general. 


SEÑOR DÍ AZ.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR DÍAZ.- Señor Presidente: en virtud de que 
estamos a seis minutos de la finalización de la sesión, 
me pregunto si vale la pena que se inicie una exposi- 
ción para informar sobre el tema y si no sería perti- 
nente levantar la sesión en este momento. En seis 
minutos no vamos a resolver este asunto y, en defini- 
tiva, la disertación que se haga va a quedar trunca. 


Me parece que es más productivo levantar la se- 
sión. Mocionaría en ese sentido, pero no lo quiero ha- 
cer si no hay consenso en la Cámara. 


SEÑOR BLASINA.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 

SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor miembro informante. 


SEÑOR BLASINA.- Señor Presidente: estoy de 
acuerdo con el razonamiento que acaba de hacer el 
señor Diputado Díaz. Creo que no es serio comenzar a 
tratar este tema faltando cinco minutos para la finali- 
zación de la sesión. 


Lo que quiero adelantar -no con el ánimo de pre- 
sentar una moción específica- es que este tema está 
referido a plazos, y que estos siguen corriendo. En 
consecuencia, deberíamos alcanzar un acuerdo para 
que este tema sea tratado por la Cámara a la mayor 
brevedad posible. 


Eso es lo que quería puntualizar, insisto, y estoy 
de acuerdo con la sugerencia del señor Diputado Díaz. 


SEÑOR POSADA.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 

SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR POSADA.- Señor Presidente: este tema re- 
fiere a plazos que ya están vencidos. No sé cómo vie- 
ne el proyecto de la Comisión de Seguridad Social ni 
qué voluntad política tiene detrás, pero me parece 
que habiéndose vencido los plazos, si no tomamos 


una rápida decisión al respecto el tema muere, por- 
que pasa a ser absolutamente impracticable. 


Repito que el plazo ya venció, o sea que si hay 
voluntad política de que haya una prórroga, debería- 
mos aprobar rápidamente este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Hay dos meca- 
nismos a seguir: la prórroga del término de la sesión 
O que se vote el proyecto sin discusión. La Cámara re- 
suelve. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor Diputado. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Señor Presidente: este 
es un tema importante, que llevó meses de debate. 
Creo que tenemos que tratar este proyecto seria- 
mente en el plenario de la Cámara. Por lo tanto, mo- 
ciono para que sea incluido en el orden del día de la 
sesión ordinaria del próximo martes, después del 
asunto que hemos votado hace un momento. No ten- 
go problemas en tratarlo seriamente el martes. Me 
parece que votarlo hoy, sin discusión ni prorroga del 
término de la sesión, luego de un día complicado, no 
es lo más conveniente. 


SEÑOR PRESI DENTE (Álvarez).- El señor Diputado 
Amorín Batlle mociona para que este tema sea indlui- 
do como tercer punto del orden del día de la sesión 
del próximo martes. 


Reitero cuál es el orden del día para el próximo 
martes: primer punto, elección de miembros de la 
Comisión Permanente; segundo punto, lo que se votó 
hace un momento, y, tercero, este que se está discu- 
tiendo. 


SEÑORA BARREIRO.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
la señora Diputada. 


SEÑORA BARREIRO.- Señor Presidente: quisiera 
saber si se puede incluir en el orden del día un punto 
posterior a ese. Hago esta consulta porque tengo su- 
mo interés en que, por una cuestión de tiempo, se 
apruebe el asunto que figuraba en quinto término del 
orden del día. Digo esto porque se trata de una publi- 
cación que, si no se vota el martes, no estará pronta 
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para el homenaje que haremos el miércoles de la se- 
mana siguiente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Los restantes 
puntos se mantendrán como figuraban en el orden del 
día de hoy y subirán de lugar en la medida en que 
haya espacios vacíos adelante. 


SEÑOR BLASINA.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Tiene la palabra 
el señor miembro informante. 


Advierto a los señores Diputados que es la hora 
19 y 58. 


SEÑOR BLASINA.- Señor Presidente: no voy a pre- 
sentar ninguna moción, pero si en la coordinación de 
bancada surge el acuerdo sobre el proyecto que se 
iba a considerar ahora en cuarto término del orden 
del día, a los efectos de resolverlo rápidamente en la 


siguiente sesión del martes, bien se podría ubicar en 
primero o segundo término del orden del día... 


SEÑOR PRESIDENTE (Álvarez).- Reglamentaria- 
mente no se puede hacer, pues el orden del día debe 
figurar de la siguiente manera: como primer punto, el 
relativo a la Comisión Permanente; en segundo lugar, 
el que ya resolvió la Cámara en el día de hoy, y este 
iría en tercer término. 


Esto se puede votar ahora o ver qué es lo que 
pasa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si 
se pasa a la discusión particular. 


(I nterrupciones.- Campana de orden) 


—— Habiendo llegado la hora reglamentaria, se le- 
vanta la sesión. 


(Es la hora 20) 
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